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PRESENTACIÓN

Para la Auditoría Superior de la Federación resulta de la más alta importancia 
fortalecer en la sociedad y sobre todo en las nuevas generaciones, la cultura 
de la transparencia, la rendición de cuentas y la fiscalización superior para 
avanzar en la consolidación del desarrollo democrático de México.

La cantidad y calidad obtenida en los trabajos presentados en el Séptimo 
Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización Superior y Rendición de 
Cuentas, nos permite constatar la importancia que la sociedad ha otorgado 
a estas asignaturas, así como la confianza que ha manifestado en las 
instituciones convocantes.

El Jurado Calificador otorgó el primer lugar al trabajo “Las facultades 
de la Auditoría Superior de la Federación y su relación con la Cámara de 
Diputados”, en el cual, su autor José Antonio González Pedroza, efectúa una 
revisión del marco jurídico relativo al control del gasto público en México, 
así como un puntual análisis de la actuación de la Auditoría Superior de la 
Federación, y de manera particular, sobre los aspectos más relevantes de las 
controversias constitucionales 36/03, 61/04 y 91/03, en las que la institución 
ha participado en defensa de los derechos de la sociedad.

Por otra parte, señala en sus conclusiones, que la Cámara de Diputados 
Federal debe apoyarse más en la entidad de fiscalización superior de la 
Federación, a fin de fortalecer sus capacidades de control, desde la aprobación 
del Presupuesto de Egresos de la Federación, hasta los dictámenes relativos a 
la Revisión de la Cuenta Pública.

El segundo lugar correspondió al ensayo “Gobernadores y Legisladores: la 
tensión entre lo jurídico y lo político en el diseño de las Leyes de Fiscalización 
Superior en México”, cuya autora Nancy García Vázquez, al analizar el 
ordenamiento jurídico de la rendición de cuentas, apunta la ingerencia de los 
actores políticos en el diseño de mecanismos y procedimientos que validan 
la Fiscalización Superior en México. A través de un modelo econométrico 
analiza cuál es la relación entre la estructura política y la calidad de las leyes 
en materia de fiscalización.
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El tercer lugar correspondió al ensayo “La importancia de la perspectiva 
de género en la Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas”, en el cual, 
los autores José Luís Hernández Sánchez y Sandra Pamela Boy Maldonado, 
señalan que las políticas de reducción de la pobreza y sus asignaciones 
presupuestarias deberían tomar en cuenta las dimensiones de la pobreza 
por género y no solamente fijar políticas neutras. Asimismo, apuntan que las 
revisiones que llevan a cabo las Entidades de Fiscalización Superior deben 
incluir mecanismos e indicadores que impulsen un ejercicio del presupuesto 
más equitativo, y una mejor evaluación del impacto real de los programas y 
políticas públicas en la población.

El Jurado Calificador tuvo a bien distinguir con Mención Honorífica al ensayo 
“La Fiscalización Superior y la Rendición de Cuentas en la coordinación fiscal 
en México”, cuyo autor Jaime René Jiménez Flores, establece la necesidad 
de una nueva gestión gubernamental a través de reformas que promuevan 
una mejora en la aplicación del gasto público. Asimismo, se pronuncia por 
un esquema sólido de responsabilidad financiera y por un impulso a la 
fiscalización superior y a la transparencia en las finanzas públicas.

Los ensayos que integran esta publicación, ganadores de este Séptimo 
Certamen, son un reflejo del renovado interés de la sociedad en los temas 
relacionados con la fiscalización superior y la rendición de cuentas, y de 
una ciudadanía más exigente y participativa que demanda ser informada 
de manera clara y oportuna sobre el ejercicio de los recursos públicos que 
pertenecen a todos los mexicanos.			      	         

C.P.C. Arturo González de Aragón
Auditor Superior de la Federación
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LAS FACULTADES 
DE LA AUDITORÍA SUPERIOR 

DE LA FEDERACIÓN Y SU RELACIÓN CON 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Por José Antonio González Pedroza

INTRODUCCIÓN
En México, a partir de las reformas constitucionales de 1999, se inició 

una nueva etapa de revisión de la legalidad y la eficacia en la aplicación 
del gasto público. Aunque no puede pedirse a la fiscalización superior que 
erradique por sí sola la corrupción y negligencia en el uso del presupuesto 
aprobado por el Poder Legislativo, es evidente que, de no adoptarse acciones 
decididas al respecto, difícilmente se logrará evolucionar hacia un gobierno 
plenamente apegado a la legalidad.

Tiene gran relevancia para la actuación de la Auditoría Superior de la 
Federación, la interpretación dada por el Poder Judicial de la Federación, en 
especial por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a la normativa que 
regula las atribuciones del ente fiscalizador. Por ello, en el presente trabajo 
se hace el análisis y crítica de lo resuelto en las controversias constitucionales 
interpuestas por el Ejecutivo Federal en contra de actos promovidos por la 
Auditoría Superior de la Federación; previamente, en el primer capítulo 
se desarrolla de manera general el marco conceptual aplicable al control 
del gasto público, a efecto de sentar las premisas esenciales del ensayo. 
La tercera parte se refiere a la relación entre la Auditoría Superior de la 
Federación y la Cámara de Diputados, teniendo en cuenta las iniciativas de 
reforma a la Constitución y a la ley sobre este particular y, finalmente, se 
incluye un apartado de Conclusiones.

El objeto del presente ensayo es referirse a los aspectos más sobresalientes 
relacionados con la entidad de fiscalización superior de la federación en 
México; es de esperar que con el paso del tiempo y con el ejercicio cabal de 
las atribuciones de dicho órgano técnico, se mejorará el control del gasto 
público, acorde con los principios establecidos en la Constitución.
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I. Marco conceptual

1. Naturaleza del control del gasto público 
Al tratar el tema de la fiscalización del gasto público es común distinguir 

entre el control de legalidad y el de eficiencia o desempeño. Previamente al 
tratamiento de esta conocida clasificación, se impone aludir a la diferencia 
del control de justicia en la asignación del presupuesto, por una parte, y al 
que se refiere a la legalidad y racionalidad en su aplicación, por otra, puesto 
que se trata de una clasificación más general que parte del examen relativo 
a la aprobación y a la ejecución presupuestarias, como dos etapas distintas 
del gasto público y que deben regularse bajo ciertos principios que señala el 
Derecho Financiero. 

Surge la interrogante de determinar si es factible constatar la justicia en 
la aprobación del presupuesto, como un control anterior a los de legalidad y 
eficiencia en su ejecución, esto es, si responde a una distribución adecuada, 
atendiendo al interés general; si es legítimo destinar ciertos recursos a unas 
materias en vez de a otras. 

Dilucidar esta cuestión surge de los postulados mismos de la democracia, 
en tanto que significa realización de las aspiraciones de la mayoría y 
consideración de sus intereses en la dirección del Estado. Esto se traduce, 
pues, en términos de gasto público, en su destino en beneficio de esa mayoría 
o, si se quiere, en que se implante una política redistributiva de la riqueza. 
Asimismo, responde al imperativo de que la configuración del presupuesto 
no se haga de manera arbitraria o por imposición de la clase dominante. Pero 
constatar si la asignación presupuestaria es justa presenta varias aristas, 
que van desde la dificultad de contar con un criterio válido para determinar 
cuáles partidas económicas son justas y cuáles no, hasta los medios para 
llevar a la práctica las medidas correctivas correspondientes. 

Aunado a lo anterior, en virtud de que la aprobación del presupuesto está 
sujeta en gran medida a cuestiones de tipo político y a que, generalmente, se 
trata de una facultad exclusiva de las Cámaras bajas del Poder Legislativo, es 
difícil pensar en un control que limite esta atribución y que a la vez no caiga 
en el autoritarismo, porque impondría limitantes al Poder Legislativo en la 
asignación del gasto. 
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1 	 Cfr. RODRÍGUEZ BEREIJO, Álvaro, Introducción al Estudio del Derecho Financiero,  Instituto de Estudios 
Fiscales, España, 1976, p. 102 y ss: “...si es que el Derecho Financiero ha de servir al ciudadano para 
algo más que para saber cuánto y cómo paga sus impuestos, hay que reconocer que el destino del gasto 
público encuentra límites jurídicos bien precisos en los fines y objetivos de la comunidad sancionados por 
la Constitución”.

No obstante, para algunos autores1 la dificultad de llevar a cabo un control 
de justicia respecto de la asignación del presupuesto, y el hecho de que su 
aprobación tenga un carácter preponderantemente político, no son elementos 
suficientes para admitir que las facultades del Poder Legislativo en materia 
de gasto público sean ilimitadas, y que le permitan disponer del erario de 
manera irracional o inequitativa. 

Al respecto, se aduce la existencia de principios constitucionales a los cuales 
se debe ceñir el legislador en el ejercicio de sus atribuciones relativas al 
gasto público, de la misma manera que sucede tratándose de la aprobación 
de cualquier ley, con la obligación de observar la norma fundamental; pues 
incluso, las normas ordinarias que no se ajusten a la Constitución pueden ser 
invalidadas a través de los medios de control constitucional. 

Lo anterior se entiende mejor si se considera lo señalado en la Constitución 
Española que, así como prevé garantías para impedir una imposición 
tributaria injusta o desorbitada por parte del legislador, establece principios 
que se deben tomar en cuenta para la distribución del gasto público. Dicho 
ordenamiento señala en el apartado 2 del artículo 31 que:

“El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos 
públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de 
eficiencia y economía.”

A diferencia de la Constitución Española, la Constitución Mexicana no prevé 
una norma que se refiera de manera expresa a la equidad en la asignación 
de los recursos públicos; no obstante, se podría inferir de algunos de sus 
preceptos, cierto contenido regulador de la conformación del gasto, como 
son los artículos  25 y 26; el primero, en lo que interesa señala:                     
                                                                    

“Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para 
garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la 
Soberanía de la Nación y su régimen democrático que, mediante el 
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fomento del crecimiento económico y del empleo y una más justa 
distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la 
libertad y la dignidad de los individuos…”.

Como se advierte, la parte transcrita del artículo 25 es una norma de 
carácter programático y, por tanto, más que prever una hipótesis de cuya 
realización se desprenda la imposición de una sanción o el surgimiento 
de alguna consecuencia de Derecho, contiene lineamientos o premisas 
que, en principio, deberían orientar la “rectoría del desarrollo nacional”, 
principalmente a cargo del Ejecutivo. En lo que respecta a la Constitución 
Española, en cambio, el principio de la equidad en el gasto público, por 
la forma en que está redactado, a primera vista pareciera que es una 
garantía, cuyo incumplimiento conllevaría efectos jurídicos, de manera 
análoga a como sucede cuando el legislador no observa los principios de 
igualdad o proporcionalidad tributarias, lo que generalmente se traduce 
en la invalidación de la ley inconstitucional. Sin embargo, en la misma 
Constitución Española, el principio de justicia o equidad en la asignación 
de los recursos públicos ha tenido el carácter de norma programática, ante 
la dificultad, si no imposibilidad, de que en la práctica se invalide algún 
presupuesto de egresos que contraría dicha norma de justicia, situación que 
esencialmente responde al problema ya apuntado de la no existencia de 
un criterio unánime que considere cuándo es inequitativo el presupuesto, y 
cuáles son los medios para remediar esta situación.

De cualquier manera, sería deseable que en la Constitución Mexicana se 
creara una disposición que se refiriera al principio de equidad en la aprobación 
de recursos públicos, al menos como lineamiento rector o programático a 
considerar por los Poderes Legislativo y Ejecutivo, al ejercer sus respectivas 
atribuciones presupuestarias. 

Y aun existiendo el principio constitucional de la equidad y justicia en el 
destino del gasto público, sigue en pie la gran dificultad de contar con un 
órgano que determine si el gasto es justo o injusto, con el riesgo, si fuera 
un órgano jurisdiccional de control constitucional el encargado de valorar 
esta cuestión o cualquier otro, de suplantar las atribuciones del Legislativo 
y el principio teórico de representatividad, consistente en que las asambleas 
legislativas son la soberanía del pueblo.  
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Las razones anteriores son suficientes para distinguir la legitimidad y la 
legalidad del gasto público, y para concluir que prácticamente no es viable 
ni conveniente establecer un mecanismo de control por lo que se refiere a 
la primera, por más que su existencia sería lo deseable. Pero entonces, y 
precisamente en virtud de esta consideración, surge en toda su extensión 
la necesidad de llevar a cabo un control de la legalidad de la ejecución del 
presupuesto público, y no sólo esto, sino también una revisión para constatar 
si es conforme a la eficacia y si cumple con los objetivos para los cuales fue 
autorizado.

2. Diversos tipos de control en la ejecución del presupuesto.
En este apartado se explica de manera muy general, dado que se trata 

de conceptos muy conocidos ya dentro del tema de la fiscalización superior 
de los recursos gubernamentales, la naturaleza del control o revisión de la 
ejecución del gasto público y sus diferentes tipos.

Conviene señalar que la existencia del control radica en que todo aquél 
que administra o dispone de recursos ajenos está obligado a rendir cuentas 
de su actuación. Usando la terminología del Derecho Financiero, se dice que 
la actividad financiera, es decir, la exacción tributaria y la erogación de los 
recursos del Estado para el interés general, la lleva a cabo la administración 
financiera. En virtud de que por definición los recursos son escasos, y que son 
aportados por los gobernados incluso mediante la vía coactiva, debe existir un 
adecuado control de dicha actividad, lo que quiere decir verificar, comprobar 
y revisar, que la actuación de un órgano se ajuste a la normativa aplicable y 
que sea eficaz para lograr aquello en vista de lo cual fue realizada. 

En primer término, el control de legalidad consiste, esencialmente, en 
verificar que lo asentado en la contabilidad e información relacionada 
con la gestión financiera que presentan las instancias competentes del 
Ejecutivo al Congreso y a la sociedad, se ajusten, a la realidad; que no exista 
desvío de recursos ni erogaciones que no estén respaldadas en las partidas 
presupuestarias y, en general, que se observe la normativa aplicable para la 
ejecución del gasto y la contratación de obras y servicios públicos. 

Por su parte, en el control de eficacia se verifica si se alcanzaron los 
objetivos previstos en la autorización del gasto y la relación costo-beneficio 
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2	 Al respecto es ilustrativo lo establecido en el artículo 4, apartado 2, de la Declaración de Lima formulada 
por la INTOSAI, que señala que al control de legalidad “…se une un control orientado hacia la rentabilidad, 
economicidad y eficiencia de las operaciones estatales, que no sólo abarca a cada operación sino a la 
actividad total de la administración, incluyendo su organización y sistemas administrativos.” http://www.
intosai.org/es/portal/documents/intosai/general/lima_declaration/

3	 FUENTES VEGA, Santiago, El control y la evaluación del gasto público, en La Ejecución del Gasto Público: 
procedimientos y control, FUENTES VEGA, Santiago, Coord., Instituto de Estudios Fiscales, España, 1995.

para su consecución2. Aquí, se da una explicación un tanto esquemática de 
la fiscalización de la eficacia o desempeño en la aplicación de los recursos 
públicos, pero, en realidad contiene repercusiones más amplias, que van 
desde la constatación del grado de conformidad por parte de los usuarios 
de un servicio u obra a la cual se destina el dinero, hasta la verificación del 
cumplimiento de normas de calidad o de carácter ecológico. 

En la teoría es sencilla la comprensión del control de eficacia, pero en 
la práctica esto no resulta así. De hecho, cada auditoría de este tipo es 
diferente y está diseñada según la naturaleza de las operaciones que se van 
a revisar, requiriéndose, en ocasiones, la cooperación multidisciplinaria de 
diversos especialistas. Además, generalmente se trata de revisiones mucho 
más costosas que las formales o de legalidad y, por tanto, es de especial 
interés que tengan una utilidad y que las observaciones y recomendaciones 
sean debidamente valoradas por el ente auditado para mejorar su gestión. 
Al respecto, señala el autor español Santiago Fuentes Vega que “el problema 
con la evaluación reside en que sólo suele ser tenida en cuenta cuando las 
conclusiones que de ella se derivan coinciden con la voluntad de las personas 
que toman las decisiones políticas”3.

 
No está de más resaltar la trascendencia de la evaluación de la eficacia de 

la ejecución del gasto público, cuando, como ya se dijo, no resulta factible 
hacer un control de justicia del mismo y, por tanto, es necesario constatar 
que además de cumplir con la legalidad, se invierta lo mejor posible. De tal 
suerte que el control de eficacia sea un criterio rector para determinar si la 
actividad gubernamental cumple o no con la finalidad de satisfacer el interés 
general, lo cual difícilmente se puede medir en conjunto, pero, mediante 
la fiscalización de desempeño de programas y proyectos concretos y, en su 
caso, mediante la evaluación de las políticas económicas, será posible tener 
una idea aproximada de la actividad financiera en su totalidad.  El control 
de eficacia o de oportunidad del gasto volverá a tratarse en el siguiente 
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capítulo, al analizar la posibilidad de que se constate si, con motivo de estas 
revisiones, el ente auditado cumple o no con la legalidad.

II. Criterios del Poder Judicial de la Federación y alcance de las 
atribuciones de la Auditoría Superior de la Federación

En este apartado se hace el análisis y crítica de los argumentos contenidos 
en tres ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que tocan 
aspectos de especial relevancia para precisar los alcances de las facultades de 
la Auditoría Superior de la Federación, estudiadas al fallar las controversias 
constitucionales 36/03, 61/04 y 91/03, de las cuales, la primera y la última se 
refieren al ejercicio de las facultades de control de legalidad o formal de la 
entidad de fiscalización, en tanto que la segunda hace alusión a sus atribuciones 
de evaluación de la eficacia del gasto público o cumplimiento de objetivos 
de programas.  No obstante, dejando de lado la conveniencia de abordar su 
estudio teniendo en cuenta la identidad del tema a que se refieren, se optó por 
su exposición según el orden cronológico en que fueron pronunciadas, que es 
el mismo en que aparecen citadas líneas atrás, en virtud de la continuidad que 
existe entre las consideraciones establecidas en los tres fallos.

Conviene señalar que se hará referencia sólo a los aspectos esenciales y 
de fondo, sin entrar en consideraciones sobre tecnicismos jurídicos, como 
examen de causas de improcedencia, prescripción, etc, puesto que iría más 
allá de los límites de este trabajo la exposición detallada de las sentencias 
de referencia, que abarcan más de 500 cuartillas. Asimismo,  se abordará 
lo expuesto en algunos votos particulares4, dada su especial trascendencia 
para la mejor inteligencia de las cuestiones resueltas por la Corte. 

1. Controversia constitucional 36/03
En esta controversia el Poder Ejecutivo impugnó diversas determinaciones 

de la Auditoría Superior de la Federación, relacionadas con el descuento de 
créditos incluidos en el Programa de Capitalización y Compra de Cartera; 

4	 Ejecutorias y votos particulares que pueden consultarse en el disco JUS de la Suprema Corte de Justicia 
de la Federación, y en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de noviembre de 2003, Tomo 
XVIII, página 367; en el de julio de 2005, tomo XXII, página 799 y, en el de septiembre de 2005, tomo XXII, 
página 701, respectivamente.
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5	 Dicho precepto establece como consecuencia de las auditorías realizadas con el objeto de verificar la 
legalidad de los créditos, lo siguiente:

“I. En caso de que la auditoría reporte irregularidades, se procederá inmediatamente a deslindar las 
responsabilidades a que hubiere lugar y los infractores asumirán su plena responsabilidad legal y 
económica.

II. Una vez concluidas las auditorías, las Instituciones correspondientes podrán optar por dar por terminados 
los contratos y cancelar las operaciones que mantenían con el Fondo, para lo cual deberán regresar al 
mismo los títulos de crédito que éste hubiere emitido a su favor y a cambio, el Fondo les deberá devolver 
los derechos de cobro de la cartera objeto del Programa de Capitalización y Compra de Cartera…

En caso de que durante las auditorías se detecten créditos ilegales el Instituto, mediante resolución de la 
Junta de Gobierno, podrá optar por rechazar y devolver los mismos a las Instituciones, mismas que deberán 
designar otros activos por un monto equivalente al de los créditos devueltos a satisfacción del Instituto. En 
caso contrario, éste reducirá el monto respectivo de la garantía o instrumento de pago respectivo.”

Por su importancia véase también el artículo Décimo Séptimo Transitorio.

determinaciones dictadas con base en el artículo 5º transitorio de la Ley de 
Protección al Ahorro Bancario, que establece que la deuda a cargo del Fondo 
Bancario de Protección al Ahorro sería asumida por el Instituto de Protección 
al Ahorro Bancario, con la revisión previa de los créditos respectivos, a efecto 
de que sólo fueran incluidos aquellos que cumplieran con la legalidad. El 
Ejecutivo y la Cámara de Diputados harían lo conducente para que esa 
revisión se llevara a cabo en un plazo de seis meses contados a partir de la 
entrada en vigor de la citada ley.5 

De acuerdo con el fallo de la Corte en comento, algunos de los oficios 
impugnados dirigidos tanto al IPAB como a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, contenían recomendaciones,  pero otros ordenaban un actuar 
específico. Los primeros adoptaron básicamente la redacción siguientes:

“…que ese instituto deberá informar a esta Entidad de Fiscalización 
Superior de la Federación sobre aquellos créditos que, en su caso, 
sufran la evicción, a efecto de que se disminuya la obligación por los 
compromisos del aval que se otorgó en la adquisición de la cartera 
que efectuó el Fobaproa a Banamex, …”

El carácter imperativo de los otros oficios impugnados se desprende de la 
siguiente determinación de la Auditoría Superior de la Federación, en este 
caso dirigida a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público:

“…esa dependencia en su carácter de fideicomitente del Fobaproa, 
y dentro del marco de las atribuciones que le confieren los artículos 
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31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; quinto y 
octavo transitorios de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, deberá 
disminuir de manera inmediata los pagarés o de las obligaciones el 
monto de 1,880.2 millones de pesos a valor histórico, correspondiente 
a los intereses moratorios incluidos en la compra de cartera del tramo 
I de Banamex por el Fondo (Fobaproa)... en un plazo que no deberá 
exceder de 30 días naturales…”.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró que los oficios que 
contenían actos imperativos concretos dirigidos a los entes auditados eran 
inconstitucionales, en virtud de que la Auditoría Superior de la Federación 
iba más allá de sus atribuciones legales, basándose para ello, esencialmente, 
en las dos consideraciones siguientes:

a) Que por la fecha en que tuvieron lugar las operaciones fiscalizadas que 
dieron origen a los oficios reclamados, la normativa aplicable era la anterior a la 
reforma realizada a los artículos 74 y 79 de la Constitución Federal, que sentó las 
bases para la regulación de la Auditoría Superior de la Federación y el ejercicio 
a cargo de esta entidad de un cúmulo de atribuciones de mucho mayor alcance 
que las que correspondieron a la extinta Contaduría Mayor de Hacienda.

b) Que la Auditoría Superior de la Federación no está facultada para solicitar 
a los entes auditados la realización de acciones específicas para lograr los 
resultados que aquella estime como acertados, porque se vulneraría su esfera 
jurídica, contrariando, además, la normativa que regulaba la actuación de 
la Contaduría Mayor de Hacienda. Debe señalarse, que lo sostenido en la 
primera parte de este párrafo resulta de suma importancia para definir los 
alcances de la fiscalización superior en México. 

En la exposición anterior se alude a los argumentos medulares que llevaron 
a la Corte a declarar la invalidez de los oficios impugnados por el Ejecutivo. 
En virtud de que en gran medida lo resuelto en esta controversia guarda 
relación y coincide significativamente con el estudio y conclusiones del fallo 
relativo a la controversia constitucional 91/03, su análisis y crítica se realizará 
en el apartado 3 de este capítulo, en el que se estudiará esta última.
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6	 Dicho informe se presentó a la Cámara de Diputados en fecha 31 de marzo de 2004.
7	 Cfr. VELARDE FUENTES, Juan, El control externo del gasto público, en Trimestre Fiscal, julio-septiembre 

1997, número 59, Guadalajara, Jalisco, p 19: “…los órganos de control no deben ceñirse a la mera 
verificación de la legalidad, sino que han de hacer una auténtica censura de la gestión económica del 
Estado, en toda su actividad con visión de extremo alcance que llega, en la actualidad, incluso a la revisión 
de los actos que se realicen en ámbitos como la ecología y la defensa del medio ambiente, aspectos que no 
dejan de constituir un tesoro público”.

2. Controversia constitucional 61/04
La controversia de referencia, que fue aprobada por una votación cerrada de 

6 Ministros a favor y 5 en contra y que, por tanto no constituye jurisprudencia, 
trata lo relativo a la evaluación de la eficiencia y el logro de objetivos en el 
ejercicio del gasto público y, aunque no fue el tema central de la sentencia, 
también analiza la constitucionalidad de aquellas determinaciones de la 
Auditoría Superior de la Federación que ordenen a los sujetos auditados la 
realización de actos concretos, como a continuación se observa: 

El Secretario de Energía promovió controversia constitucional en contra de 
recomendaciones de la Auditoría Superior de la Federación, emitidas con motivo 
de dos auditorías especiales realizadas a la Comisión Reguladora de Energía, 
órgano desconcentrado de la administración pública federal. Las observaciones 
y recomendaciones formuladas fueron incluidas en el Informe de Resultados 
de la Cuenta Pública de 2002.6 En síntesis, se detectó el incumplimiento de 
legalidad por parte de la Comisión Reguladora de Energía, al autorizar permisos 
relacionados con la generación de energía eléctrica, en virtud de:

a) Permitir que se incluyera como excepción a la prohibición de vender 
energía eléctrica, su enajenación a socios del titular del permiso, constatándose, 
además, la existencia de convenios y contratos celebrados por los permisionarios 
con la misma finalidad de enajenación de energía a socios, e incluso, a siete 
municipios y al estado de Nuevo León en uno de los casos auditados, en 
contravención del artículo 27 constitucional y de otras disposiciones jurídicas.

b) Que se constató que los permisionarios no rindieron la información periódica 
a que estaban obligados, y que no existe un adecuado control y aprobación de 
las modificaciones realizadas a las condiciones originalmente pactadas para 
la concesión de los permisos, incluyendo cuestiones relativas a conclusión de 
obras, distribución de la energía, proyectos de expansión, entre otras.

c) No existe evidencia que compruebe el cumplimiento de la normativa en 
materia ecológica7 y de uso de suelo. 
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d) La autorización de permisos a pesar de existir opinión en contra por 
parte de la Comisión Federal de Electricidad, lo que infringe la Ley del 
Servicio Público de Energía Eléctrica.

Con motivo de las irregularidades, detectadas mediante revisiones a 
operaciones anteriores al año 1999 y a actuaciones correspondientes al año 
2001 y 2002, la Auditoría Superior de la Federación recomendó a la Comisión 
Reguladora de Energía que se excluyera la salvedad de vender energía eléctrica 
a los socios de los permisionarios y supervisar que los solicitantes no tengan 
como objeto vender la energía, y proceder, en su caso, a cancelar los permisos 
respectivos; evitar la discrecionalidad en la autorización de los cambios a las 
condiciones pactadas originalmente, recabándose dictamen de la Comisión 
Federal de Electricidad; que para la autorización de los permisos se obtenga  
opinión favorable de la Comisión Federal de Electricidad y, que se cumpla con 
la normativa aplicable en materia ecológica y de uso de suelo. En todos los 
casos se dio parte al Órgano Interno de Control a efecto de que evaluara y, de 
ser necesario, iniciara el procedimiento administrativo sancionatorio. 

Posteriormente, se dirigieron oficios a la Secretaría de Energía para que 
informara sobre el cumplimiento a las recomendaciones apuntadas en un 
término de 45 días, con base en los preceptos que señalan la facultad de la 
Auditoría Superior de la Federación para fincar responsabilidades, lo que 
a juicio de los Ministros de la Corte que votaron a favor en la controversia 
constitucional en comento, es suficiente para considerar que tales 
recomendaciones son de naturaleza imperativa.

El máximo órgano de justicia estimó la inconstitucionalidad de las 
auditorías realizadas a los permisos otorgados antes de 1999, porque no 
eran aplicables las reformas constitucionales de 1999 realizadas a los 
artículos 74 y 79, basándose en la jurisprudencia: “AUDITORÍA SUPERIOR 
DE LA FEDERACIÓN. NO TIENE FACULTADES CONSTITUCIONALES PARA 
ORDENAR LA REALIZACIÓN DE CONDUCTAS ESPECÍFICAS A LOS AUDITADOS 
EN RELACIÓN CON LAS IRREGULARIDADES QUE DETECTE (RÉGIMEN 
CONSTITUCIONAL TRANSITORIO APLICABLE A LA CUENTA PÚBLICA DE 
DOS MIL), establecida al resolver la controversia 36/03 abordada en el 
numeral 1 del presente capítulo. Por lo que hace a los permisos otorgados 
en 2001, igualmente se determinó la inconstitucionalidad, en virtud de la 
inobservancia del principio de anualidad. 
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En lo que respecta a los permisos del año 2002, que es donde existe mayor 
interés para definir los alcances de las funciones de la Auditoría Superior 
de la Federación, la Suprema Corte de Justicia consideró que el Ejecutivo 
podía interponer acción de inconstitucionalidad contra las recomendaciones, 
en virtud de que ordenaban realizar actos concretos a los entes auditados, 
situación que por sí sola no era suficiente para declarar su invalidez, dado 
que en este caso, a diferencia de lo resuelto en la controversia 36/03, sí era 
aplicable la normativa posterior a las reformas constitucionales de 1999 y 
Ley de Fiscalización Superior de la Federación. Sin embargo, de acuerdo con 
la Corte, la actuación de la Auditoría Superior de la Federación fue contraria 
a la Constitución, porque sus facultades de fiscalización y de control del 
gasto público se limitan a la gestión financiera del Estado y, por tanto, tiene 
vedado constatar si la actuación de los entes auditados se ajustó o no a la 
legalidad. 

Se llegó a la anterior conclusión teniendo en cuenta la definición de la  
gestión financiera contenida en la fracción VII del artículo 2º de la Ley 
de Fiscalización Superior de la Federación, la cual se refiere al “manejo, 
custodia y aplicación de los ingresos, egresos, fondos y en general, de los 
recursos públicos”. Asimismo, se consideró que lo dispuesto en la fracción VI 
del artículo 14 del mismo ordenamiento, en el sentido de que la revisión y 
fiscalización de la Cuenta Pública tienen por objeto determinar si se cumple 
con las leyes, decretos, reglamentos y demás disposiciones aplicables  a la 
contabilidad gubernamental, la contratación de servicios, de obra pública, 
y a otras cuestiones, no era suficiente para determinar la validez de las 
recomendaciones, toda vez que el cumplimiento de la legalidad en este 
caso se da en el contexto del ejercicio de la gestión financiera. En otras 
palabras, si los actos de la autoridad no están vinculados directamente 
con la administración o disposición de dinero, la Auditoría Superior de la 
Federación no puede fiscalizarlos.

Al margen de lo anterior, debe señalarse que en esta ocasión la Suprema 
Corte sí se pronunció a favor de la facultad de la Auditoría Superior de la 
Federación, consistente en emitir observaciones y recomendaciones a los entes 
auditados, incluso con carácter imperativo, cuestión que sería nuevamente 
abordada al resolver la controversia 91/03, y a la cual se hará referencia en 
el último subtema del presente capítulo.
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Ahora bien, debe decirse que las consideraciones que determinaron 
la inconstitucionalidad de las facultades de la Auditoría Superior de la 
Federación, relacionadas con la observancia de la legalidad de los entes 
auditados, no resisten el análisis crítico, porque parten de una apreciación 
errónea de las facultades en conjunto con que cuenta la Auditoría Superior de 
la Federación, y que pueden dividirse en dos categorías principales, a saber: 
las que se realizan con motivo del análisis del control formal o de legalidad del 
gasto público y las que se refieren a la evaluación de dicho gasto en términos 
de eficiencia y cumplimiento de objetivos, siendo que en el primer supuesto, 
uno de los resultados a que se puede llegar es, precisamente, la determinación 
de daños y perjuicios a la Hacienda Pública, mediante el procedimiento de 
fincamiento de responsabilidades y la consiguiente formulación de actos de 
carácter imperativo dirigidos, no tanto al ente auditado, sino al funcionario 
sancionado; en tanto que en el segundo supuesto, es decir, cuando se 
trata de auditorías de desempeño o de eficacia, como las realizadas a la 
Comisión Reguladora de Energía, las determinaciones que formule la 
entidad fiscalizadora no son de carácter imperativo, sino preventivo, puesto 
que se trata de recomendaciones,8 como se señaló en el voto minoritario 
de los Ministros Góngora Pimentel, Cossío Díaz, Valls Hernández, Sánchez 
Cordero y Silva Meza. De igual manera, dichos Ministros estimaron que 
las recomendaciones de la Auditoría Superior de la Federación no tuvieron 
carácter imperativo, a pesar de que llevaban el apercibimiento de iniciar 
el procedimiento de fincamiento de responsabilidades, puesto que éste se 
haría efectivo para el caso de que el destinatario de las recomendaciones no 
informara en relación con su cumplimiento o incumplimiento, y no así para 
el supuesto de que no las observara.

Al determinar los ministros la inconstitucionalidad de las auditorías a la 
Comisión Reguladora de Energía, se perdió toda oportunidad para analizar la 
legalidad de su actuación de manera objetiva, lo cual no carece de relevancia, 
si se tiene en cuenta que los permisos auditados son sólo una muestra 
seleccionada para revisión, y que en la mayoría de los casos se detectaron 
irregularidades y violaciones, incluso a la Constitución. Por otra parte, y en 

8	 Al respecto, señala el artículo 31 de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación que el Informe Final 
de Resultados de la Cuenta Pública incluirá, entre otros un apartado correspondiente a la verificación 
del cumplimiento de los programas y evaluación de eficiencia y que, de no cumplirse con los objetivos 
aprobados, la Auditoría Superior de la Federación hará las observaciones y recomendaciones que a su 
juicio sean procedentes.
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contra de lo asentado por el Máximo Tribunal, la Auditoría Superior de la 
Federación en ningún momento declaró inválidos los actos administrativos 
contrarios a la legalidad, sino que se limitó a emitir recomendaciones 
tendientes a evitar eventuales daños a la Hacienda Pública y a regularizar 
la actuación del ente auditado, el cual, de considerarlo pertinente pudo 
agotar, y lo hizo, la vía jurisdiccional idónea para controvertir los actos de 
la Auditoría Superior de la Federación, abriéndose una oportunidad para 
efectuar un análisis acucioso respecto de la legalidad de su actuación. Pero, 
como la Suprema Corte de Justicia sostuvo que dichas recomendaciones eran 
de carácter imperativo, se desnaturalizó la finalidad de la fiscalización de 
eficiencia y desempeño del gasto público.

En el voto minoritario aludido líneas atrás, además, se considera la energía 
eléctrica un recurso público, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
25, 27 y 28 constitucionales, por lo que no había impedimento legal para 
la formulación de las recomendaciones impugnadas. Vale la pena agregar, 
que la frontera entre los actos administrativos que tienen consecuencias para 
la Hacienda Pública, y las recomendaciones de la Auditoría Superior de la 
Federación, aunque no se relacionen directamente con la administración 
de recursos públicos, pueden ser de interés para fijar el nexo causal de un 
eventual menoscabo de la Hacienda Pública Federal, o para determinar las 
causas que hicieron que no se cumplieran los objetivos señalados en los 
programas presupuestales.

En síntesis, la decisión mayoritaria de la Suprema Corte, aunque no 
constituye jurisprudencia y por tanto no es de observancia obligatoria, tiene 
graves consecuencias respecto de la evaluación de la eficacia y el logro de 
objetivos por parte de los entes auditados, porque se deduce que cuando 
se detecten irregularidades, la actuación de la Auditoría Superior de la 
Federación, necesariamente tiene que conducir a la emisión de observaciones 
de carácter resarcitorio, lo que indirectamente desconoce la posibilidad 
de emitir las recomendaciones no vinculatorias que son inherentes a las 
auditorías de desempeño, vaciando así el contenido de las facultades de 
evaluación de la eficacia del gasto público. 

En el voto minoritario referido, se efectuó un exhorto al constituyente 
permanente y al legislador ordinario, para que realizaran las reformas 
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conducentes a fin de contar con una normativa más clara respecto de las 
atribuciones de la Auditoría Superior de la Federación, que en cierta medida 
ha sido atendido por algunos diputados y senadores al presentar iniciativas 
a la  Constitución y a la Ley de Fiscalización Superior de la Federación.

3. Controversia constitucional 91/03
La cuestión planteada en esta controversia fue muy similar a la estudiada 

en la 36/03 ya analizada. Se impugnaron revisiones de la Auditoría Superior 
de la Federación que tuvieron por objeto evaluar el cumplimiento de los 
mecanismos de control establecidos en el artículo 5º Transitorio de la Ley de 
Protección al Ahorro Bancario, tendientes a depurar la cartera correspondiente 
al Instituto de Protección al Ahorro Bancario, ante la eventual existencia de 
créditos que no cumplieran con la legalidad.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró la inconstitucionalidad 
de diversos oficios que contenían recomendaciones a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, al Instituto de Protección al Ahorro Bancario y 
a la Secretaría de la Función Pública, relacionadas con la disminución o el 
descuento de los créditos que no reunían los requisitos legales  para incluirse 
en la cartera asumida por dicho instituto, bajo la consideración de que, 
aun cuando la Auditoría Superior de la Federación tuviera facultades “de 
imperio”, derivadas de la reforma constitucional de 1999, “subsiste el otro 
motivo de inconstitucionalidad definido, es decir, la asunción de una porción 
de la competencia del Poder Ejecutivo por haber emitido actos específicos, 
precisos y concretos que corresponden a dicho poder en su función de ejecutor 
o administrador directo de los recursos públicos”.

Ahora bien, el criterio sintetizado en el párrafo anterior no es acertado ni 
ajustado a Derecho, porque resulta inexacto que la Auditoría Superior de la 
Federación se sustituya en las atribuciones de los entes auditados, aunque 
ordene realizar actos concretos con el objeto de evitar el menoscabo de la 
Hacienda Pública, si con motivo de sus facultades detecta una actuación 
ilegal atribuible a ellos, puesto que si la autoridad está regida por el principio 
de legalidad y no puede ir más allá de lo establecido en las normas jurídicas, 
es obvio que los actos emitidos fuera de la ley no pertenecen a su esfera 
de atribuciones; es decir, los actos que se realicen contra la ley no forman 
parte de la competencia de ninguna autoridad y, por tanto, la determinación 
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9	 Para un mayor análisis de otros argumentos contrarios a la decisión de la mayoría de los Ministros de la 
Corte al resolver este asunto, es de especial interés la lectura del voto particular del Ministro Genaro David 
Góngora Pimentel.

en el sentido de que sean subsanados no vulnera su autonomía, ni puede 
significar la “asunción de una porción de su competencia”. 

Los actos de la autoridad que no se ajustan a la ley, desde luego, no 
se encuentran dentro de su esfera de atribuciones, por la lógica misma 
del principio de legalidad, por lo que es un error dar por entendido 
anticipadamente que la Auditoría Superior de la Federación invade la esfera 
de los entes auditados, si antes no se analizó si los actos que originaron 
las recomendaciones son, o no, ajustados a Derecho; para ello, también en 
este caso era de vital importancia que la Suprema Corte analizara el fondo 
del asunto (y así determinar si los créditos del Programa de Capitalización 
y Compra de Cartera cumplieron con la legalidad), y entonces estar en 
condiciones de valorar si la entidad fiscalizadora invadió o no la competencia 
de las autoridades9.  

En caso de existir conflicto de intereses entre la actuación de la Auditoría 
Superior de la Federación y la competencia de los entes auditados, debe, 
ante todo, prevalecer el principio de legalidad, que es de mayor importancia. 
Es evidente que las reformas constitucionales de 1999 a la fiscalización 
superior no han sido asimiladas del todo, lo que explica en parte el criterio 
sostenido en las tres controversias abordadas; sin embargo, estas decisiones 
no son inamovibles e, incluso, dentro del mismo Pleno existen corrientes más 
acordes con los principios constitucionales sobre esta materia, por lo que es 
de esperarse que con el paso del tiempo se dé una adecuada comprensión 
de los verdaderos alcances de las atribuciones de la Auditoría Superior de la 
Federación.

III. Facultades de la Auditoría Superior de la Federación. Análisis de 
iniciativas de reforma. Relación con la Cámara de Diputados

En este espacio se harán algunas propuestas de reformas legales y 
constitucionales, relacionadas con la fiscalización superior en México, 
teniendo en cuenta las iniciativas presentadas por los diputados y senadores 
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federales en el transcurso de la actual y de las dos legislaturas anteriores. 
Asimismo, se hace referencia a las  que se relacionan con las facultades de 
la Auditoría Superior de la Federación. Posteriormente, se abordará lo que 
referente a sus relaciones con la Cámara de Diputados.

1) Propuestas de reforma a las atribuciones de la Auditoría 10

Sería prolija la exposición detallada de todas las iniciativas presentadas 
y se rebasarían los alcances de este ensayo; por tal razón, se analizan 
abreviadamente las cuestiones más sobresalientes, dejando de lado las que 
se refieren al secreto bancario y a las revisiones a fideicomisos o figuras 
análogas, dado que estas cuestiones ya fueron resueltas con motivo de las 
reformas a los artículos 2º de la Ley de Fiscalización Superior y 117 de la Ley 
de Instituciones de Crédito. Dichas iniciativas proponen:

a) Establecer en el texto constitucional la facultad de fiscalizar a los partidos 
políticos y al Gobierno del Distrito Federal, incluyendo a las delegaciones, 
y referirse a la fiscalización de manera directa a estados y municipios, por 
parte de la Auditoría Superior de la Federación;

b) Atribución para emitir actos concretos a las entidades fiscalizadas y 
evaluar la legalidad de los procedimientos administrativos; 

c) Precisar que el principio de anualidad no limita la revisión de las 
cuentas de balance de la Hacienda Pública Federal, de naturaleza histórica 
y acumultiva, ni la revisión de situaciones excepcionales, incluyendo entre 
éstas, los casos en que la Auditoría Superior de la Federación, con motivo 
de sus propias investigaciones, se allegue de indicios graves sobre el uso 
indebido de recursos públicos.

La cuestión propuesta en el inciso a), en realidad ya se encuentra regulada 
en el artículo 79 de la Constitución, que precisa en el segundo párrafo de 
la fracción I, la fiscalización de los recursos federales ejercidos por estados 
y municipios, lo cual, de conformidad con el artículo 33 de la Ley de 
Fiscalización Superior, se hará en coordinación con las autoridades locales; 
sin embargo, con el objeto de no dejar duda sobre este punto, se ha estimado 
conveniente consignar de manera categórica esta atribución a la Auditoría 

10 	Véanse  Gacetas Parlamentarias de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión de fechas, 23 de 
abril de 2002 y 20 de febrero de 2007; del Senado de la República, del 4 de abril de 2004 y del 27 de abril 
de 2006, entre otras. 
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11 	Cabe señalar que conforme a la abrogada Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, publicada 
el 29 de diciembre de 1978, se seguía un criterio subjetivo para determinar el universo a fiscalizar, de 
acuerdo con el artículo 3, que señalaba como sujetos susceptibles de fiscalización a las entidades incluidas 
en la Cuenta Pública y en el artículo 2º de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal.

Superior de la Federación y referirla expresamente al Gobierno del Distrito 
Federal, dada la ambigüedad que pudiera surgir respecto de si este último 
es o no un estado. La misma intención anima la propuesta de reforma que 
establece auditorías al ejercicio de recursos públicos asignados a los partidos 
políticos.

Sin embargo, este tipo de reformas no debieran ser necesarias, toda vez que 
la Constitución es clara en cuanto al objeto de fiscalización; señala el artículo 
79, fracción I, que la entidad de fiscalización superior de la Federación tiene 
a su cargo fiscalizar los ingresos y egresos, el manejo, custodia y aplicación 
de fondos y recursos de los Poderes de la Unión y entes públicos federales, 
de manera que se adopta un criterio objetivo para determinar el universo 
a fiscalizar, el cual abarca cualquier operación relacionada con manejo o 
aplicación de recursos de los Poderes de la Unión, independientemente 
del sujeto que lleve a cabo dichas operaciones. Bajo esta premisa debe 
ser interpretada la Ley de Fiscalización Superior de la Federación y toda la 
legislación ordinaria aplicable, sin importar si el destinatario de los recursos 
es un partido político, una entidad federativa, etc., ya que existe una norma 
constitucional que no deja duda sobre el particular.11  

La propuesta contenida en el inciso b) es, sin duda, una reacción a los 
reveses sufridos por la Auditoría Superior de la Federación en las controversias 
constitucionales 36/03, 91/03 y 61/04, en las que lo resuelto por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación derivó en una disminución del alcance de sus 
atribuciones.  Se sugiere puntualizar que el cumplimiento de la legalidad 
podrá revisarse cuando exista vinculación con el ejercicio de la gestión 
financiera o bien, y este es el supuesto que no aceptó la Corte, cuando se 
fiscalice el cumplimiento de los objetivos establecidos en los programas 
federales, así como la concesión de permisos y la contratación de servicios 
y obra pública. Lo anterior, con el fin de encuadrar estas atribuciones en el 
contexto de la fiscalización superior y rendición de cuentas. 
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2) Iniciativas sobre relaciones de la A uditoría y la Cámara de 
Diputados 

La temática tratada en este apartado se refiere a la interacción entre la 
Auditoría Superior y la Cámara de Diputados. Es necesario que exista un 
adecuado flujo de información de la entidad de fiscalización, como órgano 
técnico hacia el Poder Legislativo, a efecto de que éste pueda contar con los 
elementos de conocimiento pertinentes para la tarea de control político que 
tiene a su cargo, al aprobar el Presupuesto y la Cuenta Pública. Es decir, se 
trata de potenciar el papel de la Auditoría Superior de la Federación como 
auxiliar del Congreso y órgano técnico-consultivo (no politizado). Lo anterior 
surge en un momento en que la aprobación del presupuesto se ha presentado 
de una manera rígida, dado que la mayoría de las partidas son gastos 
permanentes y predeterminados, por lo que el Legislativo “está condenado 
a aprobarlo”12, de tal suerte, que su autorización deviene más en un acto 
solemne de Derecho Parlamentario, que en un efectivo control del destino 
de los recursos públicos. Por ello viene a desempeñar un papel fundamental 
saber la eficiencia con que se aplican los recursos y el cumplimiento de los 
programas presupuestales y, por ende, la colaboración entre la Cámara de 
Diputados y la Auditoría Superior de la Federación.

La mayoría de las iniciativas relacionadas con la interacción entre la 
Auditoría Superior de la Federación13 y la Cámara de Diputados pretenden 
adelantar las fechas de entrega de la Cuenta Pública y del Informe Final del 
Resultado de su revisión. Si bien no existe unanimidad, en la generalidad 
de los casos se propone que la primera sea entregada en los primeros cuatro 
meses del año y, el segundo, a más tardar en noviembre del año siguiente 
al de la presentación de la Cuenta Pública, con la finalidad de que sea 
tomado en cuenta al aprobar el Presupuesto de Egresos de la Federación 
(PEF). A pesar de las ventajas de esta propuesta, primero deberá valorarse 
en la práctica hasta dónde es posible para el Ejecutivo acortar el tiempo de 
entrega de la Cuenta Pública y, a la Auditoría Superior de la Federación el de 
su Informe Final de Resultados, para lo cual es necesario recabar opinión de 
ambos actores y determinar así lo más conveniente. 

12 	RODRÍGUEZ BEREIJO, Álvaro, el Control Parlamentario del Presupuesto, en Trimestre Fiscal, julio-septiembre 
1997, número 59, Guadalajara, Jalisco, p. 59.

13 	Véanse Gacetas Parlamentarias de la Cámara de Diputados, de fecha 23 de noviembre y 21 de octubre de 
2004 y 10 de mayo de 2005.
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Por otra parte, algunas iniciativas plantean suprimir el Informe de Avance 
de Gestión Financiera que presenta el Ejecutivo el 31 de agosto del mismo año 
en que es ejercido el presupuesto, lo cual no es muy acertado; lo conveniente 
sería adelantar en la medida de lo posible su presentación, piénsese la 
primera quincena de julio y, sobre todo, que exista un documento por parte 
de la Auditoría Superior de la Federación en el que se formule una opinión 
sobre el Informe mencionado, relativa a los resultados y objetivos alcanzados 
en la primera mitad del año, cuya fecha de presentación se sugiere a más 
tardar el 1º de noviembre, para que se considere en la aprobación del PEF. 
Así, la ventaja de tener información actualizada sobre el grado de avance 
de los objetivos del Presupuesto del año en curso, a diferencia del contenido 
de la Cuenta Pública, que aún en el caso de reducirse los tiempos, conforme 
a lo apuntado en el párrafo anterior, se referiría a un presupuesto dos años 
anterior al que estaría por aprobarse.

Otro tema tratado frecuentemente por los legisladores, que se refiere más 
bien una cuestión de Derecho Parlamentario, pero que guarda relación con las 
atribuciones de la Auditoría Superior de la Federación, ha sido el del dictamen 
y aprobación de la Cuenta Pública, con la propuesta en algunos casos, de que 
sea la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación la 
que elabore dicho dictamen y, en otros, la Comisión de Presupuesto y Cuenta 
Pública de la propia Cámara de Diputados. Resulta conveniente que siga 
siendo esta última la Comisión, la que emita este dictamen, porque también 
dictamina el proyecto de Presupuesto turnado por el Ejecutivo y, por tanto, 
tiene un conocimiento previo del asunto; sin embargo, es necesario reformar 
el artículo 81 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, que establece un plazo de 30 días para 
que la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública formule el dictamen sobre 
la Cuenta Pública, haciéndolo acorde con lo previsto en el artículo 45 de la 
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. Este 
precepto señala que las Comisiones legislativas de la Cámara de Diputados, 
según su competencia, rendirán a la Comisión de Presupuesto una opinión 
fundada, en un término de 60 días contados desde que reciban la información 
de la Cuenta Pública, para que sea valorada al dictaminarla. Asimismo, es 
necesario fijar un término para que dicha Cuenta se dictamine y apruebe 
por el Pleno de la Cámara de Diputados, que podría ser a mediados del 
segundo periodo ordinario de sesiones, una vez que la Auditoría Superior 
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de la Federación haya rendido el Informe del Resultado de la Revisión y 
Fiscalización Superior de la Cuenta Pública.

Otro punto muy importante abordado en las iniciativas, se refiere a la 
inclusión del Auditor Superior de la Federación en los artículos 110 y 111 
de la Constitución Política, a fin de que sólo pueda ser removido mediante 
juicio político y de otorgarle fuero para las acusaciones de carácter penal; 
ambas propuestas están de acuerdo con la necesidad de otorgar autonomía 
e independencia a quien está a cargo de la entidad de fiscalización superior 
de la Federación. En estricto sentido, el Auditor Superior ya cuenta con estas 
garantías, de conformidad con lo establecido en el tercer párrafo del artículo 
79 de la Constitución, que establece que sólo podrá ser removido conforme a 
lo previsto en el Título Cuarto del mismo ordenamiento, que regula el juicio 
político y la declaración de procedencia; empero, es conveniente hacer la 
reforma a los artículos 110 y 111, a fin de que exista una mejor congruencia 
entre estas disposiciones y el artículo 79.

Sin embargo, no debe pasarse por alto que resulta poco eficaz que el Auditor 
Superior sólo pueda ser removido mediante juicio político, para lo que se 
requiere la votación de la mayoría absoluta de la Cámara de Diputados, 
y de las dos terceras partes de la de senadores, si por otra parte, el mismo 
artículo 79 constitucional señala que también podrá destituírsele por las 
causas graves señaladas en la ley, siendo suficiente en este caso la votación, 
aunque calificada de dos terceras partes de una sola Cámara, esto es, la de 
Diputados. Pero en caso de que se opte por mantener los tres procedimientos 
aludidos para revocar al Auditor Superior de su encargo, es decir, el juicio 
político (artículo 110 constitucional),  el de declaración de procedencia 
(artículo 111) y el originado por causas graves (artículo 79, tercer párrafo), 
deberá modificarse o bien abrogarse la fracción VII del artículo 81 de la Ley 
de Fiscalización Superior, que establece como causa de remoción del Auditor, 
el conducirse con parcialidad en sus atribuciones de fiscalización al aceptar 
la injerencia de partidos políticos, toda vez que resulta muy amplio el margen 
de interpretación de lo que puede considerarse como “parcialidad” en este 
caso, quedando la valoración de esta cuestión muy ligada con el juego 
político de las fuerzas que integran la Cámara de Diputados y su Comisión 
de Vigilancia.
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Por último, cabe señalar que, actualmente, se encuentra muy avanzado 
el proceso legislativo para adicionar un párrafo al artículo 32 de la Ley 
de Fiscalización Superior de la Federación, que contempla la rendición de 
un informe semestral, por parte de la Auditoría Superior de la Federación, 
respecto del estado en que se encuentre la solventación de las observaciones 
y recomendaciones a los entes auditados, lo cual es acorde con lo señalado en 
el “Proyecto sobre Independencia de las Entidades de Fiscalización Superior” 
de la Intosai, del 31 de marzo de 2001,14  respecto de la conveniencia de 
que las entidades de fiscalización cuenten con mecanismos de análisis y 
seguimiento a sus recomendaciones, teniendo en cuenta la importancia 
que dan a esta información las instituciones donantes internacionales, 
y la consiguiente obtención de recursos que contribuyan a fortalecer la 
fiscalización superior y la autonomía financiera de la Auditoría Superior de 
la Federación.

CONCLUSIONES

• En virtud de que los presupuestos públicos se integran con las 
contribuciones de la ciudadanía, existe una justificación ideológica 
para que se revise que su destino se ajuste a criterios de justicia. 
Sin embargo, dado que no resulta viable en la práctica analizar si 
la conformación del presupuesto es equitativa, resulta de la mayor 
importancia que el control del gasto público se lleve a cabo en toda 
su extensión, para constatar si se ajustó, no sólo a la legalidad, sino 
también a la eficiencia y eficacia.

• Contrario a lo sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
las facultades de la Auditoría Superior de la Federación no deben 
estar limitadas en función de una supuesta invasión de atribuciones 
a los entes auditados, cuando la actuación de éstos va más allá de 
la legalidad y, por tanto, resulta lógico que se emitan observaciones, 
incluso ordenando la ejecución de actos concretos, si se detectan actos 
de autoridad que no cumplieron con la legalidad. 

14 http://www.intosai.org/es/portal/documents/intosai/general/. Apéndice D-2, punto 9.
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• Existe un marco de atribuciones de la Auditoría Superior de 
la Federación muy importante, relacionado con la evaluación 
del desempeño del gasto público, y la eventual formulación de 
recomendaciones de carácter no vinculatorio a los entes auditados, 
las cuales pueden relacionarse con el cumplimiento de la legalidad, 
estando obligados a informar dichos entes, sobre su seguimiento o 
rechazo, exponiendo las consideraciones que estimen pertinentes, 
a fin de que se integren al Informe del Resultado de la Revisión y 
Fiscalización de la Cuenta Pública.

• Resulta de especial interés el intercambio de información y la 
cooperación entre la Cámara de Diputados y la Auditoría Superior de 
la Federación, principalmente para que la primera cuente con más 
elementos al momento de aprobar el presupuesto. Por lo anterior, debe 
considerarse la viabilidad de acortar los tiempos de presentación de la 
Cuenta Pública y del Informe que recae a ésta, así como la posibilidad 
de que la Auditoría Superior de la Federación elabore un documento 
en el que se evalúe el Informe de Avance de Gestión Financiera, para 
que sea turnado oportunamente a la Cámara de Diputados.

• Aunque no se refiere específicamente a las atribuciones de la 
Auditoría Superior de la Federación, resulta conveniente, a fin de 
lograr un mejor estudio de la Cuenta Pública por parte de los Diputados 
del Congreso de la Unión, realizar algunas reformas para adecuar el 
trámite mediante el cual la dictamina la Comisión de Presupuesto y 
Cuenta Pública, y se  somete a la votación del Pleno de la Cámara.
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GOBERNADORES Y LEGISLADORES: 
LA TENSIÓN ENTRE LO JURÍDICO 

Y LO POLÍTICO EN EL DISEÑO 
DE LAS LEYES DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR 

EN MÉXICO

Por Nancy García Vázquez
Introducción

El objetivo del presente ensayo es discutir la rendición de cuentas a partir 
de su concreción en un ordenamiento jurídico y la incidencia de factores no 
jurídicos que intervienen en su formulación; específicamente, se trasladan al 
plano de la evaluación empírica discusiones teóricas acerca de la injerencia 
de actores políticos en el diseño de los fundamentos y procedimientos legales 
que validan la fiscalización superior. 

Dada la naturaleza reguladora de los mecanismos de rendición de cuentas, 
el ordenamiento jurídico de la fiscalización superior confronta pretenciones 
valorativas de la norma contra los intereses reales de lo político: el ejercicio 
del poder. En el ensayo se tratan los aspectos conceptual y procedimental de 
la rendición de cuentas, a partir del análisis de las legislaciones estatales en 
materia de fiscalización superior, entre los años 1999 y 2005. 

El argumento central del ensayo está motivado por la necesidad de entender 
las tensiones entre lo jurídico y lo político, como un elemento determinante 
en el desarrollo de instrumentos de rendición de cuentas, en un contexto de 
transición y consolidación democrática. 

Sobre este último punto, en sus reflexiones sobre la transición política, 
César Cansino señala que se trata de un ámbito donde conviven rasgos 
autoritarios del pasado y un rediseño normativo e institucional del nuevo 
régimen político (2003:13). 

La rendición de cuentas y la fiscalización superior forman parte de tal 
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rediseño. En diversos análisis se muestra la evolución de estas instituciones 
(Ugalde, 1996 y 2000; ASF, 2000; Aregional, 2003; Apreza, 2004; Solares, 2004; 
Ackerman, 2005; Cárdenas, 2006; Pérez, 2006). No obstante, son muchos los 
cuestionamientos acerca del funcionamiento de nuestros organismos y de 
la eficiencia con la que realizan su labor. Por ello, se analizará el nuevo 
diseño institucional que empieza con la creación de la Auditoría Superior 
de la Federación, y que continúa con sus homólogos estatales (auditorías y 
contralorías). 

El marco teórico, mediante el cual discutimos el diseño de la ley de 
fiscalización como un mecanismo que impulsa el proceso de rendición de 
cuentas, aborda la legislación como una forma de poder estatutario. 

Idealmente, el contenido de un estatuto es un asunto jurídico y no político. 
De acuerdo con Kart Larenz, la norma es una regla “que pretende que 
aquellos a quienes se dirige se comporten de acuerdo con ella” (2001:242). 
Sin embargo, los estatutos como una forma de poder facultan al Congreso 
para que diseñe la estructura de la agencia antes de que ésta actúe (Bawn, 
1997: 102).

En este trabajo sostenemos que la manera cómo el Congreso diseña los 
poderes estatutarios se halla condicionada por su integración partidaria y 
su relación con el Poder Ejecutivo. Cuando la proporción de un partido es 
mayoritaria en ambos, estaremos en presencia de un gobierno unificado; 
cuando esa proporción es compartida por dos o más fuerzas,  la estructura 
política será dividida.

La aportación principal del trabajo reside en mostrar empíricamente que la 
estructura política influye en el diseño de las leyes estatales de fiscalización 
superior. Específicamente, observamos que en los gobiernos unificados hay un 
grado de rechazo a armonizar su ordenamiento con el modelo de la Auditoría 
Superior de la Federación, hasta ahora nuestra institución más moderna. Esto 
sugiere que los gobiernos divididos son proclives a adecuar la legislación. 

El ensayo también ofrece datos agregados respecto de la adhesión o 
aversión de los gobernadores, los legisladores y sus partidos políticos por 
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reformar o no su marco legal. Ambos comportamientos pueden diferenciarse 
en los fundamentos y los procedimientos característicos de la fiscalización 
superior. De este ejercicio se desprende una mayor comprensión de la 
evolución de la fiscalización superior en la geografía nacional. 

El trabajo se divide en cinco apartados. En el primero se señala la relación 
entre la rendición de cuentas y la fiscalización; en el segundo, se propone 
un índice que registra la evolución de la ley de fiscalización entre 1999 y el 
2005. Este periodo de estudio es relevante por dos razones. Entre 1999 y el 
2001, se diseñan las instituciones federales vigentes, esta innovación motiva 
las reformas de las instancias estatales. Paralelamente, en lo político, con el 
arribo del Partido Acción Nacional a la presidencia de la República termina 
la transición política e inicia la consolidación democrática.

En el tercer apartado, presentamos un panorama general de la composición 
y evolución política de los ejecutivos y legislativos estatales; en el cuarto, se 
establece un modelo econométrico para demostrar empíricamente nuestro 
argumento; en el quinto, ofrecemos conclusiones en las que subrayamos 
las implicaciones políticas del proceso de consolidación democrática -
observadas a partir de la integración de las gubernaturas y los congresos 
estatales- como un elemento que marca el avance de la rendición de cuentas 
y la fiscalización superior. 

1. La rendición de cuentas y la fiscalización superior en el laberinto 
de lo político 

En este apartado se analiza, con base en un marco teórico, la rendición de 
cuentas y la fiscalización superior, así como las tensiones que se producen 
cuando se relacionan con el ámbito político. En un primer apartado discutimos 
que la ausencia de un consenso sobre la rendición o fiscalización da origen a 
la discrecionalidad. En un segundo apartado, señalamos que este problema 
se complica cuando los conceptos deben pasar por el filtro de los políticos.   

a) La subjetividad y la discrecionalidad

No existe un modelo único de rendición de cuentas que unifique los criterios 
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de los especialistas del tema. De acuerdo con Andreas Schedler, la rendición 
de cuentas previene conductas discrecionales cuando a) sujeta el poder a la 
sanciones; b) obliga a que el poder sea ejercido en forma transparente, y c) 
obliga a que todos los actos de los gobernantes sean justificados (1999:14). 

Por su parte, O’Donell señala que existen dos formas básicas para rendir 
cuentas: una que va en sentido vertical (vertical accountability) y otra 
horizontal (horizontal accountability). En el primer caso, el voto de los 
electores es el mecanismo de control de los representantes. En el segundo, este 
control se construye mediante una red entre poderes autónomos (Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial) con la capacidad de pedir cuentas e imponer sanciones. 
Un diseño institucional de este tipo se traduce en la creación de agencias 
gubernamentales que son establecidas legalmente, para exigir cuentas o 
sancionar aquellos actos u omisiones de otras agencias cuyo desempeño está 
fuera de la norma  (O’Donnel, 1999: 31 y ss). 

O’Donnell precisa que la verticalidad y la horizontalidad de la rendición 
de cuentas son dos procesos que permiten definir los límites entre el Estado y 
la sociedad. Por un lado, el vertical accountability refiere una forma de control 
ejercida por actores sociales sobre actores estatales. Por otro lado, el horizontal 
accountability  supone la vigilancia de agencias estatales sobre el Estado mismo. 

En esencia, la fiscalización superior es un acto de rendición de cuentas 
horizontal, por medio del cual un órgano externo denominado auditoría 
o contraloría supervisa a  las agencias gubernamentales. Una definición 
mínima de fiscalización superior señala que es “el proceso mediante el cual 
la autoridad vigila el uso de los recursos públicos (económicos, humanos y 
materiales). Es la acción por la que se evalúan y revisan las acciones del 
gobierno considerando su veracidad, racionalidad y el ajuste a la ley. Es 
también la revisión del eficiente y eficaz funcionamiento de la planeación, 
organización y ejecución de la administración pública (Arteaga, 2003:34).

Sin embargo, como advierte críticamente Amalia Mena (2005) “no se 
puede afirmar que este órgano de fiscalización superior –Auditoría Superior 
de la Federaciòn- ejerza control entre ‘iguales’ en todos los casos porque está 
subordinado a un poder que a su vez debe supervisar”.
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b) Los condicionantes políticos  

Ciertamente, las leyes reflejan las preferencias de los políticos en forma 
colectiva.  Autores como David Epstein y Sharyn O’Halloran (1994) o John 
Huber, Charles R. Shipan y Madelaine Pafhler (1998, 2001 y 2004) sostienen 
que los incentivos que definen la capacidad de supervisión entre los 
poderes están dados por controles estatuarios y que el grado de detalle -
especificaciones en la ley o en la descripción de los procedimientos- es un 
indicador adecuado para medir la relación entre el Poder Legislativo y la 
burocracia, o entre el Legislativo y el Ejecutivo.  Las reglas, dicen Huber 
y Shipan “son mecanismos para determinar la política”, de ahí que “el 
lenguaje de estos estatutos desempeña un papel fundamental en el proceso 
de diseño de las políticas” (2003:1).

Estos ordenamientos tienen como particularidad el hecho de que la 
titularidad del control se divide en dos niveles. En un primer nivel, la 
legislación otorga las facultades para supervisar los fondos estatales al 
Congreso. En un segundo nivel, confiere dicha tarea a una agencia en 
particular (órgano externo), llámese Contaduría, Auditoría o Tribunal, quien 
es el árbitro de facto. 

En la ley, el grado de detalle con el que están expresadas las características 
del órgano de fiscalización superior constituye un poder estatuario que 
establece los límites de la rendición de cuentas. Aquí residen el fin y la 
jerarquía reguladora de la norma. Cuando los legisladores y el Ejecutivo 
aprueban la redacción de la ley, es precisamente bajo esa intención 
reguladora, con las repercusiones socio-políticas y la “tendencia” total de la 
ley (Larenz, 2001:326). 

La intención reguladora y el poder estatutario van juntos, pues su 
orientación depende del contorno político, la posición de su partido en el 
Congreso y los ámbitos sobre los cuales tenga jurisdicción. Insistimos en que 
los poderes estatutarios son mecanismos que resultan de la acción colectiva, 
pero al mismo tiempo, estructuran la decisión colectiva. Por un lado, son el 
resultado de arreglos internos en una legislatura (reglas de decisión, división 
del trabajo en comisiones, composición numérica, etcétera). Por otro lado, 
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condicionan en una forma no neutral los resultados de política pública. Los 
actores que inciden en el contenido de los poderes estatutarios tendrán la 
capacidad de orientar los resultados y la valoración de éstos.

Varios autores señalan que los Poderes el ejecutivo y legislativo tienen 
diversos motivos, intereses y formas de intervenir en la ley.  En el caso del 
Poder Ejecutivo, las causas pueden ser la concentración del poder político en 
un solo partido; la existencia de atribuciones punitivas sobre el Legislativo; 
la ausencia de una mayoría parlamentaria; la vaguedad implícita en la 
Constitución para que el Ejecutivo pueda imponer decretos o vetos de manera 
discrecional; la ausencia de un sistema de rendición de cuentas que haga 
responsable al Ejecutivo por el contenido y la ejecución de sus iniciativas. 
(McCubbins y Sullivan 1987; Shepsle y Weingast 1987; Weingast  y Marshall 
1988; Shugart y Carey 1998;  Morgenstern y Cox , 2001). 

En el caso del Legislativo tenemos tres condicionantes. 1. La lógica electoral 
que puede supeditar la calidad de las leyes al interés por la reelección 
(Mayhew,1974). 2. La lógica de la dominación mayoritaria de un partido, 
incluyendo aspectos como su presencia y desempeño electoral, organización, 
participación en el gobierno y acciones en el congreso (Weingast y Marshall 
1988). 3. Los conflictos que surgen en la vida interna del congreso.

En ese sentido, la redacción de cómo debe ser la rendición de cuentas está 
determinada tanto por los incentivos del Ejecutivo como de los congresistas 
para legislar. En el caso mexicano, en su vida moderna, el Congreso desde su 
fundación hasta los noventa, está dominado por el Ejecutivo: “En detrimento 
de sus poderes constitucionales, en la época posrevolucionaria, el Congreso 
mexicano aparece como una institución subordinada. La debilidad y 
subordinación son patentes cuando se esperan acciones de los congresistas” 
(Casar, 2002:5).

SI los legisladores no supervisan o  si éstos no consideran a los órganos 
externos de auditoría como sus iguales, la rendición de cuentas horizontal 
no se cumple. En el siguiente apartado observamos la interpretación de los 
Poderes Ejecutivo y Legislativo de la fiscalización en el ámbito estatal. 
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2. Medición del ordenamiento jurídico de la fiscalización superior. 

Respecto de la medición de las leyes de fiscalización superior existen dos 
evaluaciones destacables. En 2003, la consultoría Aregional publicó un 
Índice Global de Modernización del Marco Regulatorio para la Fiscalización 
del Gasto Público en la Federación y los estados. En este diagnóstico, 
la consultoría concluyó que “los cambios legales del proceso de revisión, 
inspección y evaluación exhaustiva de la gestión pública en el ámbito estatal 
han marcado el rumbo hacia un sistema moderno de vigilancia sobre las 
finanzas públicas”, tan sólo el de otorgar el rango constitucional significa 
darle un mayor peso a la función fiscalizadora” (2006:8).

En 2005, 2006 y 2007, Figueroa publica la Evaluación general de las leyes 
en materia de fiscalización superior del gasto público. En este trabajo se 
muestran diez índices individuales que también analizan la calidad del 
ordenamiento jurídico. Los índices buscan entender las implicaciones que 
tiene el diseño legal de las normas estatales en un contexto nacional donde 
la transparencia y la rendición de cuentas son dos criterios de política pública 
deseables. 

En este ensayo ampliamos el horizonte de estudio de Figueroa que 
originalmente comenzó su análisis en 2005. La base legislativa Themis 
posibilita analizar la legislación desde 1999 a 2005 y construir un nuevo 
índice agregado que se ha denominado Índice de Ponderación Jurídica (IPJ). 
La metodología de calificación sigue los mismos criterios que la evaluación 
de Figueroa. Así, se analizan las siguientes disposiciones en la materia: 

1.	 Las leyes de las Entidades de Fiscalización Superior, cuya 
denominación puede variar (Contaduría Mayor de Hacienda, Auditoría 
Superior Estatal, Órgano de Fiscalización Estatal). 

2.	 La Constitución Política en los párrafos que tratan la materia.

3.	 Ley Orgánica del Poder Legislativo o del Congreso en los párrafos 
que tratan la materia.
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4.	 Ley Orgánica de la Administración Pública.

5.	 Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley de Hacienda.

6.	 El Código Fiscal.

7.	 Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental.

8.	 Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

El índice agregado incluye una matriz de diez índices individuales, cuyas 
calificaciones hacen un total de 100 puntos con una asignación de ponderados 
que van de 0, 5, 10 y 20. Los ponderados están asignados en función del 
diseño institucional de la Ley y la Auditoría Superior de Fiscalización.

Subdividimos los índices individuales en fundamentos y procedimientos. 
Los primeros se caracterizan por expresar los principios y los objetivos 
reguladores de la fiscalización superior, así como por enunciar a los sujetos de 
la misma. Los segundos explicitan cómo debe implementarse la ley, a partir 
de criterios de tiempo, desempeño, herramientas, obligaciones y sanciones. 
Los índices individuales miden los siguientes aspectos. 

1. Fundamento constitucional suficiente. Refiere disposiciones en forma 
clara y precisa respecto a la naturaleza de la Entidades de Fiscalización 
Superior (EFS), sus principales facultades y atribuciones, así como la forma 
de elección del titular. 

2. Actualización legislativa, observa la armonización de la legislación 
estatal con la federal. 

3. Glosario de conceptos clave para evitar la discrecionalidad en la 
interpretación. 

4. Reglamento propio y actualizado para desarrollar sus funciones 
adecuadamente.  
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5. Autonomía plena de la EFS, en particular de gestión interna, 
determinación de su universo de trabajo  y capacidad para sancionar.  

6. Legitimidad en el nombramiento del titular de la EFS al establecerse 
expresamente el proceso y requisitos para la elección del titular y evitar la 
discrecionalidad. 

7. Plazo para la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública 
que deberá ser igual o menor al que se señala en la ley federal. 

8. Revisión, de avances de gestión financiera o similares. 

9. Medición del desempeño institucional incluida en la revisión y 
FSGP que permita evaluar la gestión pública además del uso de los recursos 
públicos bajo criterios estrictamente contables y legales y 

10. Transparencia del gasto público que refiere la publicación de la 
información producida por el órgano (Figueroa, 2005). 

La ponderación que se asigna para cada uno de los índices individuales 
se describe en la tabla 1. La división entre fundamentos y procedimientos 
tiene una implicación empírica. Supone que en el ámbito estatal existen 
distintas maneras de comprender la fiscalización superior en lo que se refiere 
a conceptos, definiciones, mecanismos, etapas y resultados, aunque muchos 
de ellos se ciñen al modelo federal.
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Las calificaciones que obtuvieron las entidades de fiscalización son las 
siguientes (Véase tabla 2).   

En los años en que se modifican las instituciones de fiscalización superior, 
la calidad de las leyes estatales se encuentra en un nivel bajo. En 1999, 
Campeche y Veracruz son las entidades con un mejor desempeño (85 puntos), 
pero el 71 por ciento de ellas se encontraba con calificaciones de cero a 55 
puntos. Al 2005, el 68 por ciento de las entidades pasan de una calificación 
poco satisfactoria a una calificación que oscila entre los 60 y los 100 puntos, 
lo cual indica que este proceso adquirió mayor consenso en los gobiernos. 
En este último año, 11 entidades son calificadas con menos de 60 puntos 
(Aguascalientes, Sinaloa, Sonora, San Luis Potosí, Oaxaca, Tamaulipas, 
Distrito Federal, Jalisco, Colima, Tabasco y Querétaro).

Tabla 1. DIVISIÓN DE LOS ÍNDICES INDIVIDUALES DEL DISEÑO INSTITUCIONAL 
DE LAS LEYES DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR
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Tabla 2. LEYES EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN DEL GASTO PÚBLICO 
VALORACIÓN GENERAL ANUAL. IPJ, (ORDEN ALFABÉTICO DE LAS ENTIDADES)

Estado / Año 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005*
Aguascalientes 0 0 0 0 0 0 0
Baja California 40 40 40 40 40 55 70
Baja California Sur 20 20 20 20 20 20 85
Campeche 85 100 100 100 100 100 100
Chiapas 35 35 65 75 100 100 100
Chihuahua 65 65 65 65 65 65 75
Coahuila 65 65 65 75 100 100 100
Colima 45 45 45 45 45 45 55
Distrito Federal 50 50 50 50 50 50 50
Durango 45 45 75 75 75 75 90
Estado de México 35 35 35 35 35 40 95
Guanajuato 35 35 35 35 100 100 100
Guerrero 55 55 55 75 75 75 75
Hidalgo 0 0 0 0 0 0 0
Jalisco 20 20 50 50 50 50 50
Michoacán 45 45 45 45 95 95 95
Morelos 55 55 55 55 65 65 65
Nayarit 20 95 95 95 95 95 95
Nuevo León 65 65 65 65 65 65 65
Oaxaca 35 35 35 35 35 35 45
Puebla 60 60 60 80 80 80 80
Querétaro 30 30 30 30 30 30 60
Quintana Roo 55 55 55 55 65 65 65
San Luis Potosí 15 15 15 15 15 15 25
Sinaloa 0 0 0 0 0 0 0
Sonora 20 20 20 20 20 20 20
Tabasco 50 50 50 50 55 55 55
Tamaulipas 45 45 45 45 45 45 45
Tlaxcala 50 50 75 75 75 75 75
Veracruz 85 90 90 90 90 90 90
Yucatán 20 20 20 20 20 75 85
Zacatecas 65 100 100 100 100 100 100

Fuente: Elaboración propia. Datos promedio del Índice de Ponderación Jurídica.
* La evaluación de este año fue realizada por Figueroa (2005)



50

Nancy García Vázquez

La gráfica 1 muestra en el transcurso del tiempo cómo evolucionaron 
las leyes en cada uno de los estados. El año inicial es 1999, el año final 
corresponde a 2005. Puede observarse que la tendencia se comporta en 
forma ascendente, es decir, hay leyes más parecidas a la legislación federal, 
cuya calificación es de 100 puntos.

¿Cuáles son los componentes de la ley que mayor incremento muestran en 
el periodo de estudio? La tabla 3 revela que los gobernadores y los congresos 
estatales se concentraron en aprobar reformas en los aspectos relacionados 
con Plazo y Medición y Autonomía. 

 
Si comparamos los aspectos en los cuales hay un mayor o menor grado 

de cumplimiento en los estados, notaremos que, en general, se ha puesto 
mayor atención en los procedimientos que en los fundamentos. Por ejemplo, 
en cuanto a la calendarización del proceso de fiscalización superior, sólo 
los estados de Aguascalientes, Baja California, Hidalgo, Jalisco, Morelos, 
Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora y Baja California Sur no precisan 
sus plazos. En algunos estados como Jalisco (2001-2002) y Morelos (1999-
2002) legislaciones anteriores son más específicas.

Gráfica 1. Desarrollo en la calidad de las leyes, según la valoración general 
del IPJ 1999-2005

Fuente: Elaboración propia con base en los datos de Figueroa (2005, 2006); Themis (2005)
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Tabla 3. LEYES EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR. CRECIMIENTO 
PROMEDIO DEL PERIODO (ANUAL), DESGLOSADO POR ÍNDICES

MEDICIÓN 8.23

AUTONOMÍA 7.14

PLAZO 7.19

REVISIÓN 6.91

LEGITIMIDAD 4.89

ACTUALIZACIÓN 4.92

FUNDAMENTO 3.82

GLOSARIO 2.94

TRANSPARENCIA 2.77

REGLAMENTO 1.62

Existen otros puntos no evaluados por este índice, cuya adopción está 
ausente en el comparativo interestatal, nos referimos a aspectos como 
participación ciudadana, evaluación de las contralorías internas (Guerrero 
y Hofbauer, 2006: 16-19), la fiscalización ampliada, el establecimiento de 
convenios o las auditorías excepcionales (Aregional, 2003).

3. La estructura política: las cifras de la pluralidad política

Como ya referimos, el objetivo de este ensayo es demostrar la incidencia 
de la estructura política en la calidad de la legislación del país. En este 
apartado se presenta información sintetizada que refleja el cambio en la 
composición partidaria en los Ejecutivos y Legislativos Estatales. Esta 
discusión es relevante para el estudio porque el grado de cohesión o división 
entre Ejecutivo y Legislativo conlleva decisiones de políticas públicas. 

El factor nominal en la definición de una estructura política unificada o 
dividida,  responde a dos criterios básicos. El primero se origina cuando el 
partido del gobernador tiene la mayoría en la legislatura. Esta situación es 
negativa para el equilibrio de poderes y la supervisión, pues es muy poco 
probable que los congresistas vayan en contra de la voluntad de sus líderes 
partidistas. En el segundo caso, el presidente con una minoría  se enfrentaría 

Fuente: Elaboración propia. Datos promedio del Índice de Ponderación Jurídica.
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Los gobiernos de Baja California Sur, 1999-2005; Chiapas, 2000-2005; Colima, 1999; 
Guerrero, 2005; Nayarit, 2000-2004; Nuevo L eón, 2003- 2005; Oaxaca, 2004-2005; 
Tlaxcala, 2005; Yucatán, 2001-2005 son coaliciones interpartidarias. 
Fuente: Elaboración propia con datos de L ujambio (2000), IETD (2003) y páginas 
electrónicas de los estados.

al riesgo potencial de una fuerte vigilancia por parte de los opositores. Este 
segundo escenario tiene como beneficio un control más independiente sobre 
el Ejecutivo (Manzetti y Morgenstern, 2000). 

Hemos actualizado la base de datos de las estructuras políticas estatales con 
base en las cifras de Lujambio (2003). Nuestra base comprende los años 1999-
2005. En total, de los 31 estados y el Distrito Federal tenemos 224 observaciones.  
Por lo que se refiere al Ejecutivo, el primer dato que resalta es que no hay un 
partido político que domine más del 50 por ciento de las gubernaturas (Véase 
Gráfica 2).  El PRI está a sólo dos puntos porcentuales. El PAN tiene el 28 por 
ciento de los gobernadores, el PRD el 18 y algunos otros partidos participan en 
coalición, lo que les da una representación de once por ciento. 

Por lo que se refiere a los congresos estatales, en la gráfica 3 se puede 
observar que ningún partido político tiene mayoría absoluta, al menos en 
el balance general.  El PRI tiene el 41% de los estados, seguido por el PAN 
con 28%; el PRD se mantiene como la tercera fuerza con 18% y otros partidos 
obtienen el 7% restante. En general, las tendencias advertidas por Lujambio 
se mantienen de tal forma que el cambio es lento y sistemático: los escaños 
que pierde el Partido Revolucionario Institucional, los gana la oposición, pero 
prevalece una tendencia tripartita.

Gráfica 2. Distribución porcentual de los gobernadores según su partido 
político, 1999-2005
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Fuente: Elaboración propia con datos de L ujambio (2000), IETD (2003) y páginas 
electrónicas de los estados. 

La gráfica 4 muestra que el avance político de los partidos de oposición no 
ha sido homogéneo en el periodo estudiado. El Partido Acción Nacional ha 
incrementado su presencia de manera constante. El PRD registra fluctuaciones. 
Organizaciones como el Partido Verde Ecologista de México, Convergencia y 
el Partido del Trabajo se mantienen debido a que participaron en coalición, 
tanto en elecciones estatales como federales.

Fuente: Elaboración propia con datos de L ujambio (2000), IETD(2003) páginas 
electrónicas de los estados

Gráfica 3. Distribución porcentual de los legisladores según su partido político, 
1999-2005

Gráfica 4. Distribución numérica de la integración de los congresos estatales, 
según el año y el partido político.
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4. La relación entre las leyes de fiscalización superior y la estructura 
política. Una propuesta metodológica

La relación entre la estructura y la legislación puede observarse 
empíricamente por medio de un análisis econométrico. En este capítulo 
estudiamos la relación entre las distintas estructuras políticas que existen 
en los estados y la transformación de las instituciones que norman la 
fiscalización superior en un contexto de transición democrática. Dicho 
contexto se caracteriza por un incremento en la pluralidad política tanto en los 
órganos ejecutivos como en los legislativos. Nuestra propuesta metodológica 
consiste en formular una serie de modelos donde se analiza la relación entre 
la calidad de la ley con la estructura política y  conformación partidaria del 
Ejecutivo y Legislativo.

4.1. El modelo general
El modelo principal establece cuál es la relación entre la estructura política 

y la calidad de las leyes. El propósito es observar si el proceso de pluralidad 
política ha tenido impacto en un mejor diseño institucional relativo a la 
fiscalización superior. Se espera que haya menos afinidades al marco legal 
federal cuando los estados son unificados que cuando son divididos. El 
modelo general es el siguiente:

		  Yij = ßo + ß1+ßEij + ß2Cij + εij
Y= variable dependiente para cada estado a lo largo del tiempo
i= año
E= es una variable cualitativa de la estructura política. Toma valores de 1 
si el gobierno es unificado y valores de 0 cuando es dividido
Bo= representa los parámetros de la regresión
B1=parámetros de estructura política
B2= parámetros de variables de control
Eij= son  estimadores para la estocasticidad de los errores

Del modelo general se desprenden tres modelos particulares que nos 
permiten observar: 1) si existe tal relación, 2) cómo se presenta en gobiernos 
unificados y divididos, 3) cómo se manifiesta en la discusión acerca de los 
fundamentos y 4) en los procedimientos. Las variables para los modelos se 
describen a continuación:
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TABLA 4. INDICADORES DE LA ESTRUCTURA POLÍTICA Y LA CALIDAD DE LAS LEYES
NOMBRE DEFINICIÓN MEDICIÓN

Calidad de la ley
Indecal Variable nominal 

Índice de Calidad de la Ley Estatal, en 
función de la Ley Federal

La suma total de los 10 índices 
específicos para el IPJ.

Estructura política (Variable independiente)
Tgobcode Variable binaria 

Gobierno dividido= 0
Gobierno Unificado= 1

La cohesión o fracción del gobierno, 
según la participación del Ejecutivo 
y Legislativo.

Indicadores de la participación del Ejecutivo (Variables de control)
Pgefpanc  Variable ordinal

Cuadrado del porcentaje de 
participación en el poder Ejecutivo 
estatal del PAN

Concentración del poder Ejecutivo 
estatal del PAN.

Pgefpric Variable ordinal
Cuadrado del porcentaje de 
participación en el poder Ejecutivo 
estatal del PRI

Concentración del poder Ejecutivo 
estatal del PRI.

Pgefprdc Variable ordinal
Cuadrado del porcentaje de 
participación en el poder Ejecutivo 
estatal del PRD

Concentración del poder Ejecutivo 
estatal del PRD.

pgefotrosc Variable ordinal
Cuadrado del porcentaje de 
participación en el poder Ejecutivo 
estatal de los partidos Verde Ecologista 
y/o Trabajo y/o Convergencia y otros 
partidos

Concentración del poder Ejecutivo 
estatal de partidos pequeños.

Indicadores de la participación del  Legislativo (Variables de control)
Partpanc Variable ordinal

Cuadrado del porcentaje de 
participación en el poder Legislativo 
estatal del PAN

Concentración del poder Legislativo 
estatal del PAN.

Partpric  Variable ordinal
Cuadrado del porcentaje de 
participación en el poder Legislativo 
estatal del PRI

Concentración del poder Legislativo 
estatal del PRI.

Partprdc  Variable ordinal
Cuadrado del porcentaje de 
participación en el poder Legislativo 
estatal del PRD

Concentración del poder Legislativo 
estatal del PRD.

Partotrosc Variable ordinal
Cuadrado del porcentaje de 
participación en el poder Legislativo 
estatal del Partido Verde Ecologista 
y/o Trabajo y/o Convergencia y otros 
partidos

Concentración del poder Legislativo 
estatal de partidos pequeños.

Nota: L a suma de los   índices del L egislativo y Ejecutivo es el inverso del índice 
de número efectivo de partidos en el Poder Ejecutivo y L egislativo de Tangepera y 
Laakso.
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1 Estadísticamente, el uso de modelos de regresión que utilizan una distribución de probabilidad de Poisson 
está basado en consideraciones acerca de la naturaleza de los datos. La distribución Poisson se utiliza 
cuando el conteo de la variable dependiente, discreta por definición, registra muchos ceros en las 
observaciones. Esto es, cuando existe cierta incidencia en el fenómeno a analizar. Dada la naturaleza 
cualitativa de las variables analizadas en esta investigación, dicha distribución resulta más apropiada 
que la distribución normal -que es la más comúnmente utilizada- para los efectos de análisis estadístico. 
Para una mayor comprensión de los modelos de panel revísese: (Greene, 2003);  (Lung-Fei, 1986) o (Ruiz-
Porras, 2007).

El procesamiento de los datos se realiza a partir de un análisis estadístico 
de panel. Se plantean cuatro regresiones de Poisson con efectos aleatorios 
para los 32 gobiernos.1

Esta técnica ofrece la posibilidad de aprovechar al máximo los datos en 
dos sentidos. Por un lado, se registra de manera continua el cambio o la 
permanencia de la oposición y su contraparte: los gobiernos unificados. Por 
otro lado, también se analiza exhaustivamente la legislación en la materia. Al 
revisar de manera conjunta los datos de estructura y los datos que contienen 
las calificaciones desagregadas de los índices podemos hacer un seguimiento 
minucioso de cuáles son los actores que están a favor o en contra de la 
reforma institucional. Además el panel posibilita que la abstracción teórica 
y la prueba empírica enfrenten menos dificultades técnicas (Wooldrige, 
2002:13).

Dado que nuestro interés se centra en los determinantes del diseño de 
las leyes de fiscalización superior -en un contexto no asociado con las 
características inherentes a cada estado-, introducimos efectos aleatorios. La 
interpretación de los resultados se realiza a partir de las estimaciones de los 
signos de las regresiones así como de los coeficientes de los errores estándar. 
Nuestras predicciones empíricas se encuentran en la tabla 5. 

Las variables de control propuestas en el modelo son de concentración 
partidista y la variable independiente es de estructura política. Las variables 
de concentración partidista se enfocan en composición del Ejecutivo y del 
Legislativo. Las variables de participación partidista están elevadas al 
cuadrado a fin de evitar problemas de multicolinealidad y para mantener el 
orden de las mismas. 
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TABLA  5. PREDICCIONES EMPÍRICAS. R ELACIÓN G ENERAL  DE LA  ESTRUCTURA 
POLÍTICA Y LA CALIDAD DE LA LEY, SEGÚN EL TIPO DE GOBIERNO.

Variable 
Independiente

V a r i a b l e 
Dependiente

Signos en 
regresión Interpretación Variable

 de Control

Tipo 
de 

gobierno

tgobcode

Dividido
(Variable 
con valor 

de 0)

Índice de 
Calidad (IPJ)

(indecal)

Coeficiente

+

Armonización 
del marco 

legal estatal 
con el federal

Participación 
de Ejecutivos 

estatales
(pgef)

(pan)  Acción 
Nacional

(pri) 
Revolucionario 
Institucional

(prd) 
Revolución 

Democrática
(otros) Partidos 

pequeños. 

Unificado
(Variable 
con valor 

de 1)

Coeficiente

-

No 
armonización 

del marco 
legal estatal 

con el federal

Participación 
de 

Legislativos 
estatales2 

(part)

De acuerdo con nuestras predicciones empíricas, es de esperarse que en los 
resultados, en situaciones de gobierno dividido, los coeficientes de nuestras 
variables de control (la participación de los partidos en los ejecutivos y 
legislativos) reporten signos positivos, lo cual nos indicará que haya 
reformas del ordenamiento estatal a efecto de armonizar su marco a partir 
de los criterios federales. En forma contraria, se espera que en situaciones 
de gobierno dividido éstas variables de control reporten signos negativos, lo 
cual indicaría su aversión a reformar las instancias de fiscalización superior.

En este punto se debe señalar que en el momento de interpretarse los 
resultados, deben tomarse en cuenta algunas especificidades. En primer lugar, 
por lo que se refiere al comportamiento de los ejecutivos y los legislativos, 
como se observa en la tabla anterior, esperamos que los coeficientes se 
muestren de la manera siguiente:

a)	 Gobernador unificado y legislatura unificada: idealmente deben 
mostrarse adversos a la armonización, de ahí el signo del coeficiente 
negativo.
b)	 Gobernador dividido y legislatura dividida: no necesariamente 
reportarán coeficientes similares, pero si lo hacen el coeficiente será 
positivo.

2 La participación de los poderes legislativos estatales es el número de asientos que tienen los partidos 
políticos. La participación de los ejecutivos también corresponde al número de gobernadores por partido 
o coalición. 
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En segundo lugar, en las variables dependientes la interdependencia es una 
condición deseable pero no necesaria. Así, debe entenderse que el resultado 
de cada uno de los diez índices individuales es independiente de los otros. Por 
ejemplo, la concesión de la autonomía a la entidad fiscalizadora no garantiza 
que el Poder Legislativo también pondere de la misma forma Transparencia, 
hecho que ya se demostró en el análisis de componentes principales. Como 
las orientaciones de los actores políticos respecto del contenido de la ley son 
distintas no se puede afirmar que la aprobación de un tema condiciona la 
aprobación del siguiente. 

5. Resultados del estudio de panel

En este apartado presentamos los resultados obtenidos en los modelos 
estadísticos. El análisis procede de la forma siguiente. En primer lugar, 
se prueba la hipótesis respecto de la incidencia de la estructura política. 
Posteriormente, se evalúa la hipótesis sobre cómo se comportan los gobiernos 
unificados y divididos en relación con los resultados de los índices. En tercer y 
cuarto lugar presentamos las implicaciones de la estructura en la definición de 
los fundamentos y de los procedimientos. Estas dos últimas partes nos permiten 
conocer cuáles son los puntos de acuerdo y desacuerdo entre gobernadores y 
legisladores y sus respectivos partidos políticos (PAN, PRD, PRI y otros). 

A) M odelo 1. L a estructura política afecta el diseño legal de la 
fiscalización superior

Esencialmente, el Modelo 1 es una aproximación inicial que muestra cómo 
los gobiernos unificados inciden en el diseño de las leyes  (Véase tabla 6). 
El análisis nos permite concluir dos cosas. Primera, el tipo de gobierno es 
estadísticamente significativo como determinante en la definición de la 
legislación de fiscalización superior, es decir, la estructura política importa. 

Segunda, el signo negativo asociado con el coeficiente de la variable 
tipo de gobierno establece que en el caso de los gobiernos unificados, su 
participación va en un sentido opuesto al de la federación, esto quiere 
decir que en las entidades donde los gobernadores poseen el apoyo de sus 
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legisladores –situaciones de partido dominante- habrá mayores reticencias a 
promover instituciones con características similares a la Federación.3 

3 A manera de inferencia, puede sugerirse que a partir de esta regresión, los gobiernos divididos inciden en 
forma positiva en la calidad de la ley; pero para tener una evidencia más precisa, en el siguiente punto 
presentamos los resultados estadísticos diferenciados.

Tabla 6. MODELO 1. RELACIÓN ENTRE CALIDAD DE LA LEY 
Y LA ESTRUCTURA POLÍTICA 

(REGRESION POISSON CON EFECTOS ALEATORIOS)

Independientes/Dependientes Índice de Ponderación Jurídica (IPJ)

Indicadores de la Regresión

Tgobcode -0.16***
(-3.32)

Constante 4.07***
(22.34)

Observaciones 224

Wald-CHI2 18.20***

Prob > chi2 0.0000

Log Likelihood -1022.1

/lnalpha 0.03

alpha   1.03

chibar2(01) = 3657.04***

Prob>chibar2 = 0.000

B) M odelo 2.   Distintos tipos de estructura política, incentivos 
diferenciados, poderes estatuarios diferentes

La tabla 7 presenta tres hallazgos interesantes. En un nivel general, apoya 
la idea de que la estructura política no sólo importa, sino que se comporta 
de manera diferenciada. Esto sugiere que la modernización jurídica o la 
armonización de las leyes estatal y federal, dependen del tipo de gobierno 
estatal prevaleciente. 

Notas: L a variable del tipo de gobierno es una binaria. L os estadísticos z 
están señalados entre paréntesis. Uno, dos y tres asteriscos indican niveles de 
significancia de 10, 5 y 1 por ciento respectivamente.
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En las regresiones se observa que todos los ejecutivos –unificados y 
divididos- se oponen a un marco legal moderno pues todos los signos que 
reportan son negativos. Estadísticamente puede verse que el PRI es más 
reticente, seguido por el PAN, los partidos pequeños y luego el PRD. 

Las causas de la diferenciación política se manifiestan en el análisis de 
las afiliaciones partidistas de los legisladores. En estructuras divididas, los 
legisladores se muestran proclives a adoptar una ley moderna que restrinja 
la discrecionalidad del Ejecutivo. Esta conclusión es estadísticamente 
consistente para todos los partidos. 

Tabla 7. MODELO 2: RELACIÓN ENTRE CALIDAD DE LA LEY Y ESTRUCTURA 
POLÍTICA 

( MODELO DE REGRESION POISSON CON EFECTOS ALEATORIOS)

Independientes/Dependientes

Indicadores de la Regresión

Índice de 
Ponderación Jurídica

Gobierno Unificado Gobierno Dividido

Pgefpanc
-0.89 ***
(-2.76)

-0.11 
(-0.37)

Pgefpric -0.86***
(-3.04)

-0.34 
(-0.30)

Pgefprdc -0.38
(-1.21)

-0.24 
(-0.54)

Pgefotrosc -2.16**
(-2.44)

-0.38 
(-0.34)

Partpanc 0.44
(1.05)

1.32 
(0.29)

Partpric -0.58 
(-1.40)

0.01 
(0.01)

Partprdc 0.06 
(0.15)

1.90 
(0.35)

Partotrosc 0.83**
(2.18)

1.95 
(0.40)

Constante 4.74***
(12.90)

3.88**
(2.35)

Observaciones 187 37
Wald-CHI2 77.02*** 4.22
Prob > chi2 0.0000 0.8369
Log Likelihood -825.06 -141.54
/lnalpha 0.05 -0.01
alpha   1.05 0.98
chibar2(01) 2696.47*** 271.91***
Prob>chibar2 0.000 0.000

Notas: L a variable del tipo de gobierno es una binaria. L os estadísticos   z están 
señalados entre paréntesis. Uno dos y tres asteriscos indican niveles de significancia 
de 10, 5 y 1 por ciento, respectivamente
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Un tercer hallazgo se explica en función del comportamiento de los 
signos. La evidencia sugiere que independientemente del partido político, 
los incentivos para ponerse de acuerdo sobre el contenido de los poderes 
estatutarios son menores en los gobiernos divididos. Así, el delegar las 
funciones de fiscalización superior a una agencia (OFS) es óptimo porque 
vulnera la discrecionalidad del ejecutivo.

En contraste, la negociación legislativa para definir el contenido de la legislación 
y las características de la ley en un gobierno unificado es más complicada 
de lo que suponíamos. Este es un resultado contraintuitivo, producido con la 
existencia de signos diferenciados asociados con los coeficientes de los partidos 
en el Poder Legislativo. Sin embargo, no es estadísticamente significativo. 

C) Modelo 3.  Los poderes estatutarios de Fundamento, desequilibrios 
y contradicciones en el fondo

En este modelo probamos si los Fundamentos están sujetos a los vaivenes 
de los intereses partidarios. Nuestra hipótesis sostiene que en gobiernos 
unificados estos fundamentos son limitados no sólo por la legislatura, sino 
también por el gobernador quien se manifestaría por mantener un órgano 
de fiscalización dependiente y con poca transparencia (lo que le otorgaría 
mayor discrecionalidad en la supervisión del gasto público).

En la tabla 8 presentamos los resultados de la regresión ordenándolos según 
el grado de significancia estadística. El comportamiento es homogéneo para 
todos los casos.  Todas las regresiones son significativas, lo cual valida su uso.

Los estimadores de las regresiones relativas a Autonomía, Fundamento 
y Legitimidad muestran que el tipo de gobierno es estadísticamente 
significativo. El signo negativo manifiesta que la presencia de los gobiernos 
unificados se opone a la modernización de estos aspectos. 

El índice de Transparencia se comporta de manera atípica: el tipo de gobierno 
no es una variable determinante en la calidad del diseño de los mecanismos 
que garantizan el acceso a la información. Finalmente, la variable Reglamento 
también confirma nuestras predicciones para los gobernadores unificados 
ya sean panistas, priístas o perredistas: los coeficientes de concentración 
del poder en el Ejecutivo son negativos, esto es, los gobernadores son poco 
proclives a que haya una mayor reglamentación. 



62

Nancy García Vázquez

D) Modelo 4. Los poderes estatutarios de Procedimiento: desacuerdos 
en la forma

De la misma manera que en el modelo anterior, también esperamos que en los 
gobiernos monopartidistas haya un impacto del tipo de gobierno debido a que 
los procedimientos son los mecanismos formales de la fiscalización superior. Por 
ello, esperamos que en las estructuras unificadas, los coeficientes asociados con 
el tipo de gobierno y la participación de los actores políticos presenten signos 
negativos en los temas de Actualización, Plazo, Revisión, Glosario y Medición.

8. M ODELO 3: ESTIMACIÓN POR  INDICADORES DE L OS FUNDAMENTOS QUE 
DEFINEN LA RELACIÓN ENTRE LA CALIDAD DE LA LEY Y ESTRUCTURA POLÍTICA 

(RANDOM-EFFECTS POISSON REGRESSION).
Indicadores de la regression

V a r i a b l e s 
dependientes Autonomía Transparencia Legitimidad Fundamento Reglamento

pgefpanc -0.58 
(-1.27)

3.18**
(1.85)

-0.38
(-0.76)

-2.36 
(-0.85)

-1.38 
(-0.76)

pgefpric -1.33***
(-3.36)

2.02*
(1.59)

-0.15 
(0.37)

-2.05 
(-0.75)

-0.90 
(-0.59)

pgefprdc 0.03 
(0.08)

5.70***
(2.76)

0.06 
(0.15)

-0.88
(-0.32)

-2.52 
(-1.55)

pgefotrosc -2.20*
(-1.63)

9.70**
(1.97)

-1.37 
(-0.79)

-15.21
(-0.80)

0.65 
(1.14)

partpanc 3.22***
(3.27)

2.59
(1.43) 

-5.49***
(-4.03)

-5.95***
(-3.33)

0.40 
(0.48)

partpric 1.22
(1.43)

-2.01 
(-1.20)

-4.35***
(-3.77)

-2.33 
(-1.39)

1.25 **
(2.22)

partprdc 3.46**
(2.55)

-1.39 
(-0.55)

-6.20***
(-3.62)

-5.22**
(-2.27)

-0.51 
(-1.41)

partotrosc 3.58***
(3.73)

6.70***
(3.72)

-4.43***
(-3.88)

-1.36 
(-0.85)

6.03 **
(1.82)

tgobcode -0.41***
(-2.99)

-0.21
(-0.72)

0.16 
(1.19)

-0.29* 
(-1.71)

0.36
(1.37)

Constante 2.34***
(3.52)

-1.22 
(-0.93)

4.02***
(6.06)

4.72*
(1.67)

7.41***
(1.6)

Observaciones 224 224 224 224 224

Wald-CHI2 86.75*** 47.31*** 41.21*** 32.20*** 18.68**

Prob > chi2 0.0000 0.0000 0.0018 0.0000 0.0280

Log Likelihood -686.66 -480.00 -507.89 -435.44 -315.77

/lnalpha 1.72 1.65 1.03 1.67 1.49

alpha  5.63 5.21 2.82 5.32 4.45

chibar2(01) 2026.05*** 814.09*** 917.99 *** 993.10*** 365.86***

Prob>chibar2 0.0000 0.0000 0.0000 0.0000 0.0000

Notas: L a variable del tipo de gobierno es una binaria. L os estadísticos   z están 
señalados entre paréntesis. Uno, dos y tres asteriscos indican niveles de significancia 
de 10, 5 y 1 por ciento, respectivamente.
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Por lo que se refiere a los Procedimientos encontramos que las regresiones 
son estadísticamente confiables (Véase tabla 9). La consistencia en los 
signos también es generalizada: todos los gobernadores unificados se 
mostraron reticentes a tener un órgano de fiscalización similar al federal. 
Los gobernadores de estructuras unificadas se interesan por todos los 
aspectos que definen los procedimientos. En forma análoga, si observamos 
los datos de los legisladores en la Medición hay un rechazo, pero en los 
índices restantes aparecen preferencias diversas. Estas diferencias sugieren 
que la estructura política tiene efectos diferenciados. Intuitivamente cabría 
esperarse que los signos asociados con los legisladores en gobiernos 
unificados (divididos) fueran negativos (positivos).  Sin embargo, esto no 
puede inferirse directamente de las regresiones mostradas. 

En primer lugar, debe notarse que la variable de tipo de gobierno es 
estadísticamente significativa en los casos de Plazo, Revisión y Actualización. 
Este dato sugiere el dominio de los gobernadores en el proceso de definición 
de la ley. La variable Actualización muestra que hay una relación significativa 
entre la conformación partidaria del gobierno y la adecuación de las leyes. 
Los legisladores panistas, perredistas y de los partidos pequeños tienden a 
están en favor de actualizar la ley.

Este comportamiento también se verifica en la regresión del índice Plazo. 
Por lo que se refiere a Glosario, los ejecutivos panista, priísta y los pequeños 
adoptan una actitud contraria entre más ambigua sea la definición de objetos 
y sujetos de la cuenta pública, mejor para éstos.

Medición contiene datos interesantes. En lo individual todos los ejecutivos 
y legislativos son opuestos. Lo anterior implica que en la definición de cómo 
deben efectuarse las evaluaciones sobre la gestión, el uso de los recursos 
públicos, la verificación del cumplimiento de metas y objetivos, así como la 
eficiencia en la utilización del gasto público, hay un rechazo del gobernador 
a ser fiscalizado pero también los legisladores prefieren la vaguedad en la 
legislación. Y esto es independiente de la estructura política. 

Finalmente, la regresión del índice Revisión muestra que el gobierno 
conduce la orientación de los mecanismos de revisión de la cuenta. La 
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evidencia estadística sugiere que los gobernadores rechazan la inclusión de 
este tipo de procedimientos.

TABLA 9. MODELO 4: ESTIMACIÓN POR INDICADORES DE LOS FUNDAMENTOS 
QUE DEFINEN LA R  ELACIÓN ENTRE  LA   CALIDAD DE LA L  EY Y ESTRUCTURA 
POLÍTICA  (RANDOM-EFFECTS POISSON REGRESSION).
Indicadores de la regression

Variables 
dependientes

Actualización Glosario Medición Revisión Plazo

Pgefpanc -0.24
(-0.40)

-1.17*
(-1.60)

-0.94**
(-2.33)

-0.51
(-1.02)

-0.18
(-0.37)

Pgefpric -0.54 
(-1.04)

-1.11*
(-1.60)

-0.94**
(-2.43)

-0.92**
(-2.02)

-0.18
(-0.43)

Pgefprdc -0.38
(-0.71)

-0.11 
(-0.17)

-0.77**
(-2.06)

-0.69*
(-1.63)

-0.38
(-0.94)

Pgefotrosc -0.07 
(-0.04)

-3.96*
(-1.64)

-2.89**
(-2.32)

-2.36*
(-1.50)

-0.41
(-0.30)

Partpanc 4.70***
(4.12)

3.42**
(1.86)

-1.08
(-1.27)

-0.39 
(-0.38)

1.10
(1.18)

Partpric -0.59
(-0.65)

-0.77
(-0.55)

-1.34**
(-1.69)

0.74
(0.78)

0.19
(0.23)

Partprdc 2.88**
(3.41)

1.61 
(0.91)

-1.62**
(-1.68)

0.12 
(0.11)

1.63**
(1.89)

Partotrosc 5.31***
( 5.19)

2.32*
(1.53)

-1.03 
(-1.22)

-0.14 
(-0.15)

2.83***
(3.01)

Tgobcode -0.27*
(-1.51)

-0.13 
(-0.57)

0.09 
(0.82)

-0.22**
(-1.83)

-0.26**
(-1.94)

Constante 1.39**
(2.26)

1.81**
(2.05)

3.55***
(7.81)

2.74***
(4.85)

1.84
(3.63)***

Observaciones 224 224 224 224 224
Wald-CHI2 95.77*** 27.05*** 22.58** 19.60** 19.50**

Prob > chi2 0.0000 0.0014 0.0023 0.0125 0.0212
Log Likelihood -654.29 -418.88 -579.79 -558.99 -526.54

/lnalpha 0.79 1.71 -0.29 0.27 0.55
alpha 2.21 5.58 .7411 1.32 1.74

chibar2(01) 515.49*** 763.78*** 281.89 630.73*** 602.60***
Prob>chibar2 0.000 0.000 0.000 0.0000 0.000

Notas: La variable del tipo de gobierno es una binaria. Los estadísticos z están señalados 
entre paréntesis. Uno, dos y tres asteriscos indican niveles de significancia de 10, 5 y 1 
por ciento, respectivamente.
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6. Conclusiones y discusión

El presente ensayo muestra que la rendición de cuentas  puede verse 
debilitada si el marco legal queda supeditado a los intereses políticos. Ello es 
más evidente en gobiernos que aún no aseguran la calidad de sus instituciones. 
Así, en contextos de consolidación democrática, existen altos costos en el diseño 
de  la ley. Como vimos, la evidencia señala que en periodos transicionales es 
más complicado determinar el sentido y la eficacia de la rendición de cuentas.

La segunda aportación radica en el diagnóstico del estado que guarda la 
fiscalización superior. Las evaluaciones de Figueroa (2005, 2006) y Aregional 
(203) mostraron que existe una evolución en la calidad de la legislación. 
Sin embargo, no hay elementos de causalidad que expliquen los nuevos 
escenarios. Nuestro trabajo aporta varias explicaciones. Una de ellas se 
refiere a las características estructurales de los gobiernos estatales. Otra más, 
al rol que juegan las preferencias de los partidos políticos. Una última a la 
influencia que tiene la capacidad legislativa de los congresos. 

Los resultados (tablas 7 y 8) acerca de la incidencia de la estructura 
política en la fiscalización superior sugieren que su evolución se encuentra 
condicionada más por la formación de gobiernos divididos que por la 
subsistencia de los unificados.4  

Esta aseveración debe mirarse con cuidado. La reconstrucción histórica 
de las reformas de los sistemas de fiscalización estatales revela que hay 
una transformación positiva en la calidad de las leyes, y que ello puede 
explicarse debido a que la  presencia de gobiernos divididos se incrementó 
en los últimos tres años.  

Hasta el año 2005, veinticuatro de los estados tienen calificaciones bajas a 
nivel agregado. Entidades como Hidalgo, Aguascalientes, Sonora, Querétaro, 
Colima, San Luis Potosí, Oaxaca, Sinaloa, Distrito Federal, Tamaulipas, Baja 
California Sur, Jalisco, Tabasco, Baja California y el Estado de México obtienen 
calificaciones no aprobatorias; los Estados de Coahuila, Nuevo León, Chihuahua, 

4 Este resultado puede ser contrario al entorno federal. En su estudio acerca de la transformación de la 
Contaduría Mayor de Hacienda en la actual Auditoría Superior de la Federación, Ackerman concluye este 
caso en particular es prueba de que el pluralismo ha empoderado la presencia y el desarrollo de agencias 
pro-rendición de cuentas (2006: 43). 
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Durango, Puebla, Tlaxcala, Guerrero, Morelos, Quintana Roo y Yucatán reciben 
calificaciones aprobatorias pero bajas (entre 65 y 75 puntos).

De esos estados sólo Baja California, Guerrero, Nuevo León, Oaxaca, Tlaxcala 
y Yucatán enfrentan situaciones de gobierno dividido. Esto indica que la 
transformación de la ley (o si se quiere el control de los poderes estatutarios) 
es dirigida por los gobernadores, tal y como lo evidencian las regresiones. La 
lentitud del proceso lo también lo confirma.

En la mayoría de las regresiones, los gobernadores de los gobiernos 
unificados y divididos reportan coeficientes negativos. Más aún, el 
comportamiento de los gobernadores es significativo en la definición de 
aspectos relativos a los fundamentos.

Lo anterior nos indica que el grado de competencia política genera una 
respuesta unidireccional por parte de los gobernadores, pero además 
dicha reacción refleja un comportamiento estratégico. Los órganos de 
fiscalización pueden ser constitucionalmente fundamentados, autónomos, 
legítimos, transparentes e incluso independientes para promover sus propios 
reglamentos, pero son restringidos en los procedimientos que marcan los 
alcances del proceso de revisión de las decisiones de la administración 
pública estatal sobre el ejercicio de los recursos públicos.

También hay que señalar que en situaciones de gobierno dividido, en 
términos de los fundamentos hay un gran interés por los gobiernos de 
oposición. Esto nos sugiere que la pluralidad democrática tiende a propiciar 
mejores mecanismos de rendición de cuentas. 

Otra conclusión sugiere que los congresos pueden tener incentivos para 
discutir mejores leyes de fiscalización superior, pero la mayoría no posee la 
capacidad para promover el cambio. Aunque los legisladores estén a favor de 
aspectos como la Autonomía o el Reglamento, cuestiones que sostendrían una 
delegación absoluta de la supervisión, terminan alineando sus preferencias a 
los gobernadores (rechazo en Fundamento, Legitimidad y Transparencia). En 
muchos de los congresos, los legisladores siguen siendo meros testigos de sus 
gobernadores, condicionados por sus aspiraciones políticas individuales. 
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Algo similar ocurre en materia de Procedimientos. En cuestiones de Medición 
todos los legisladores se disciplinan y rechazan mejores instrumentos para 
evaluar el gobierno en turno. En el resto de los temas, hay comportamientos 
diferenciados. Queremos poner en la mesa de discusión una última pregunta 
¿cuáles son las implicaciones del acuerdo o desacuerdo, la negociación o la 
complicidad de los actores políticos para la rendición de cuentas? 

En todo caso, la definición de la rendición de cuentas y de sus mecanismos 
tiene un resquicio propicio para la subjetividad.  Esta condición puede 
significar una ventaja en tanto que nos permitirá como sociedad seguir 
perfeccionando nuestros dispositivos para rendir cuentas, pero también puede 
representar un peligro en la medida en que da paso a la discrecionalidad. 

La polisemia de la rendición de cuentas es mucho más dramática cuando 
se lleva al ámbito de la legislación, las políticas públicas y las decisiones de 
gobierno. En este trabajo mostramos cómo el diseño de los mecanismos de 
rendición de cuentas es condicionado por la clase política.

En la medida en que la rendición de cuentas sea controlada por el 
Ejecutivo y sea negada a otras instituciones como a la legislatura, el Poder 
Judicial u otras agencias surgen importantes cuestionamientos sobre las 
leyes que enmarcan los procesos del accountability. Como consecuencia, las 
instituciones de rendición de cuentas se ven disminuidas en las dimensiones 
de información, transparencia y sanción.

Como hemos visto, los distintos aspectos que involucran la rendición de 
cuentas, en sus fundamentos o procedimientos legales no tienen el mismo valor 
político para quienes los diseñan y, por supuesto, para los implementadores. 
Las estructuras unificada  o dividida condicionan la calidad de las leyes, 
porque el diseño institucional es inacabado o deficiente.

Si bien la independencia de los órganos externos es relevante para 
garantizar un buen desempeño, no basta con enunciar en la ley que ésta se 
haya garantizada. Se necesita que en los procedimientos la autonomía sea 
efectiva, pero, además, que los legisladores cumplan la función de guardianes 
de la independencia del órgano fiscalizador respecto del Ejecutivo. Así, en 
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tanto que la auditoría supervisa las acciones del gobierno, el Congreso debe 
observar que ésta se conduzca de manera imparcial. La tarea de ambos 
radica en diseñar mejores estándares de integración, evaluación y sanción. 

En todo caso, si el diseño de los instrumentos de rendición de cuentas se 
discute sólo en el ámbito de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, minimizando 
las opiniones de los propios órganos de fiscalización, de los especialistas en 
la materia o de actores sociales informados, seguiremos en una dinámica 
donde la fiscalización sólo se cumpla en cuanto el Ejecutivo y el Legislativo 
estén confrontados. 
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LA POBREZA Y LA DISCRIMINACIÓN

Por José Luis Hernández Sánchez y Sandra Pamela Boy Maldonado

Introducción

El proceso presupuestario y su relación con el género, la pobreza y la  
discriminación deben ser vistos como un compuesto axiomático propiciador 
del desarrollo humano en cualquier Estado democrático moderno. Por ello, 
pretender acabar con la pobreza sin visualizar la gran discriminación que 
existe en los diversos ámbitos de la vida social o elaborar presupuestos 
públicos sin contemplar en su estructura la perspectiva de género y su 
posterior revisión por una Entidad de Fiscalización Superior solo trae acciones 
aisladas e inequitativas que poco benefician a la población.

Al mismo tiempo, querer abatir la discriminación mediante programas 
para la promoción de la equidad de género y la defensa de los derechos 
humanos, sin construir un andamiaje normativo que garantice su respeto y 
facilite la fiscalización de las acciones y políticas de gobierno, sólo atenuará 
la desigualdad y pobreza existentes en nuestra sociedad.

Género, discriminación, pobreza y control presupuestario son temas 
concatenados que conllevan a un enramado de acciones y, por tanto, 
soluciones de alta complejidad que deben ser discutidas pero, sobre todo, 
atendidas por el gobierno y la sociedad en su conjunto.

Este ensayo pretende ser un espacio de reflexión para todas aquellas 
personas involucradas en los temas relacionados con el proceso 
presupuestario, en donde se hace especial énfasis en su última etapa, la 
relacionada con la fiscalización y la rendición de cuentas. Consideramos 
urgente la necesidad de incorporar la perspectiva de género en el control 
y supervisión que realizan las Entidades de Fiscalización Superior (EFS), ya 
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que es un instrumento legitimador de las acciones que el gobierno realiza en 
contra de la pobreza y la desigualdad.

Entendemos el trabajo de las EFS como una pieza clave del aparato 
gubernamental que contribuye al mejoramiento y, por tanto, fortalecimiento 
de la gestión pública en beneficio de la ciudadanía. Representan el espacio 
institucional que garantiza una adecuada utilización de los recursos de 
manera transparente, eficaz y efectiva.

El panorama conceptual que a continuación se mostrará, deriva de un 
ejercicio comparado que se circunscribe a las normas que regulan las EFS 
existentes en algunos países de América Latina, incluido México, las cuales 
sirvieron de modelo para nuestra propuesta de reforma legislativa. 

I. Comentarios preliminares

La mujer y el hombre deben vivir con dignidad, ejercer plenamente sus 
derechos -políticos, civiles, económicos, sociales y culturales- y gozar de las 
mismas oportunidades de desarrollo, independientemente de su edad, sexo, 
raza, etnia, religión o preferencia sexual. Para que estas premisas sean una 
realidad, el ser humano ha tratado de crear un conjunto de mecanismos -
instituciones y normas- que regulan la convivencia, necesidades y conflictos 
de toda sociedad. 

Cuando se estudian los temas de pobreza, género y presupuesto, nos 
encontramos ante un conjunto de insuficiencias, omisiones o vacíos propios 
del Derecho Positivo que impiden su vigencia efectiva y sobre todo equitativa. 
En el caso particular de América Latina, las normas relacionadas con la etapa 
de control y evaluación del gasto público se encuentran en estos supuestos. 
Por ello consideramos estas ausencias como una de las razones por las que 
los programas y políticas públicas contra la pobreza no son eficaces.  

En México, por ejemplo, si bien es cierto que existen avances importantes 
que han buscado institucionalizar la transversalidad de la perspectiva de 
género y la lucha contra la pobreza, también lo es que sus apariciones sólo se 
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visualizan fragmentadamente, dentro del conjunto de normas que regulan 
la elaboración, aprobación y ejecución del presupuesto, quedando olvidada 
la última etapa, la relativa a la fiscalización de las cuentas gubernamentales 
y los estados financieros del ejercicio presupuestal, en la cual, ni el Poder 
Ejecutivo ni el Poder Legislativo han hecho aportación alguna. 

Esta ausencia normativa, como otras que merman la igualdad entre hombres 
y mujeres, no ha sido atendida aún por los legisladores en ninguna parte de 
América Latina, siendo nulas las propuestas para incorporar la perspectiva 
de género en las normas que regulan la estructura y funcionamiento de los 
órganos encargados de la fiscalización del gasto público.

Es importante señalar que, aunque existen posturas que defienden su 
innecesaria aplicación, por considerarla ya existente en las anteriores etapas 
del proceso presupuestario, el mundo fáctico nos muestra que existen suficientes 
razones para subsanar cualquier vacío normativo que impida materializar la 
sensibilidad de género en el andamiaje jurídico. Debemos entender que las 
auditorías con sensibilidad de género son mecanismos políticos y no meramente 
administrativos que forman parte de una estrategia para garantizar la equidad 
de género en todo el aparato del Estado de forma transversal.

Conviene preguntarse: ¿Cómo puede una entidad de fiscalización superior 
auditar los ingresos y egresos, el manejo y la aplicación de recursos públicos, 
así como el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas 
gubernamentales asignados para erradicar la pobreza y la desigualdad 
de género, si las normas que regulan su estructura y funcionamiento no 
son sensibles a estos temas? ¿Cómo puede un Legislativo supervisar que 
el presupuesto público se ejerce alejado de valoraciones discriminatorias 
relacionadas con motivos de sexo, la raza o la etnia, cuando la norma 
que regula esta acción sólo toma en cuenta los criterios de las auditorías 
tradicionales? ¿Qué tan certeros son estos análisis tradicionales de control 
y evaluación que se realizan cuando se trata de ubicar los costos-beneficios 
de las políticas tanto para hombres como para mujeres, siendo que ambos 
ocupan posiciones económicas y sociales diferentes? ¿Son adecuados 
los sistemas de evaluación del desempeño sustentados en indicadores 
estratégicos, de gestión y de servicios para ubicar la discriminación en el 
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ejercicio presupuestal existente entre mujeres, hombres y diferentes grupos 
de hombres y mujeres?

Consideramos que estas interrogantes, vistas a contrario sensu, justifican la 
urgente necesidad de actualizar las normas que regulan el sistema de control 
y evaluación del presupuesto en América Latina, pues, ningún sistema de 
fiscalización es “sensible al género”. 

Para que las EFS sean verdaderamente la instancia suprema del monitoreo 
de los costos-beneficios de las políticas públicas y del presupuesto aplicado 
a la discriminación de género y la pobreza entre hombres y mujeres debemos 
modernizar su marco normativo. Es importante aclarar para quienes son ajenos 
al tema y para quienes comulgan con los procedimientos de las auditorías 
tradicionales que las auditorías con perspectiva de género “no suprimen las 
auditorias tradicionales”, por el contrario, amplían su espectro de influencia y 
las fortalece con otro tipo de indicadores que van más allá de una revisión de 
la eficiencia administrativa. Son un vínculo entre los resultados del ejercicio 
de las asignaciones presupuestarias del año anterior con los programas y 
políticas venideros para mujeres, hombres, niños y niñas. Miden el grado 
de beneficio social entre las personas o grupos y posteriormente proponen 
mejoras para la asignación y el ejercicio presupuestal con equidad.

Sostenemos la hipótesis de que el actual diseño normativo y, por tanto, 
institucional de las EFS no está preparado para realizar auditorías sensibles 
al género. Tan sólo por mencionar un dato: de la revisión general hecha a 
las normas que regulan la organización y el funcionamiento de las EFS en 
América Latina en Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica, Perú, Venezuela, 
Brasil, Uruguay, Cuba y México, no se encontraron indicadores o parámetros 
de actuación que permitan evaluar sistemática y objetivamente el impacto 
de las políticas públicas desde una perspectiva de género. Y, aunque cada 
sistema de fiscalización tiene sus particularidades, todos basan su actuar en los 
principios de la “Declaración de Lima sobre las Líneas Básicas de Fiscalización” 
(1977) emitida por la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras 
Superiores (INTOSAI), la cual mantiene una clara “neutralidad” hacia el tema 
del género en el manejo de recursos públicos. Es decir, tanto el control como la 
evaluación del ejercicio presupuestal de las EFS sólo se realizan para ubicar la 
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responsabilidad de las personas encargadas del manejo de recursos, y no para 
conocer los resultados obtenidos en el combate de la pobreza, la lucha contra 
la discriminación y la igualdad entre mujeres y hombres.

II. El género y otros términos

El concepto de “género” o mejor dicho el uso cotidiano de la palabra 
“género” que le dan las personas corresponde a una concepción divergente 
y hasta cierto punto errónea que influye de forma general en la vida de la 
comunidad y, sobre todo, en la visión de quienes laboran en las instituciones 
gubernamentales. En dicho ámbito es común escuchar cómo se interpreta 
el vocablo relacionado con lo “femenino”, sin embargo, este uso debe 
desaparecer pues deriva de una postura parcial e incompleta del estado 
liberal decimonónico.

El origen de lo que hoy conocemos como “género” lo podemos encontrar 
en la historia de nuestra sociedad. Durante este devenir, la participación del 
movimiento de mujeres ha sido fundamental, primero, con la gran lucha dada 
desde finales del siglo XIX para alcanzar la participación política, el derecho al 
voto y un acceso a la educación y la enseñanza superior (primer feminismo). 
Posteriormente, durante los últimos años de la década de 1960 y principios 
de 1970, con la segunda ola del feminismo o “Women´s Lib”, movimiento de 
lucha que tomó como bandera emblemática a la “liberación” contra el poder 
sexista. En esos años, diversos sectores sociales se inconforman en contra del 
racismo, la tutela colonial de algunos países y el apartheid. Es importante 
entender que sin estas manifestaciones hubiera sido prácticamente imposible 
abrir espacios entre los gobernantes y las estructuras tradicionales de la 
academia para construir los “Women´s Studies” o Estudios Feministas en 
naciones como Estados Unidos, Inglaterra y Francia.

Otros frutos de la presencia pública de las mujeres es la declaración de la 
Organización de Naciones Unidas al instituir el año de 1975 como el “Año 
Internacional de la Mujer” y el periodo de 1975 a 1985 como la “Década de la 
Mujer”. Estos acontecimientos y otros surgidos a lo largo de la década de 1970 
propiciarían los llamados “Estudios de la Mujer” y, posteriormente, lo que hoy 
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1 El concepto género es utilizado por primera vez en la psicología médica, bajo ciertas investigaciones 
relacionadas con los trastornos de la identidad debidos a una falla en la asignación de sexo. Desde la 
perspectiva psicológica, el género se articula por tres instancias que van de la “asignación”, “identidad” 
y el “papel” del género, es decir, desde el momento que nace la persona, desarrolla su estructura que la 
identifica y se desarrolla en la sociedad bajo una cultura, clase social, grupo étnico y/o laboral.

conocemos como los “Estudios de Género”, los cuales, desde una perspectiva 
más amplia, incluyen la búsqueda de nuevas formas de convivencia entre 
hombres y mujeres. Más concretamente, buscan dejar a un lado los cánones 
tradicionales sexistas para generar nuevas perspectivas y paradigmas, con 
el fin de hacer visibles a las mujeres, como sujetos formadores de la historia 
y de la experiencia humana. Es decir, los hombres comienzan también a 
reflexionar, fuera de los lineamientos tradicionales sexistas, acerca de la 
ubicación de las mujeres y su identidad como personas.

Como resultado de este proceso, la academia genera un concepto más preciso 
de lo que es el “género” para denotar aquellas construcciones culturales, de 
creación social, sobre los papeles que desempeñan mujeres y hombres.1 En 
México la “Ley del Instituto Nacional de las Mujeres” toma como base la anterior 
definición para describir el “género” como “…aquellos valores, atributos, roles 
y representaciones que la sociedad asigna a hombres y mujeres”.

Por nuestra parte creemos que el término género se debe emplear para 
designar las relaciones sociales existentes entre mujeres y hombres, todas 
referidas al conjunto de ideas, prescripciones y valoraciones sociales sobre lo 
masculino y lo femenino. El “género”, en resumen, se refiere a lo social y no 
a lo biológico, delimitado este último por el sexo. 

Ahora bien, por igualdad de género se entiende una situación en la que 
mujeres y hombres tendrían las mismas posibilidades u oportunidades en 
la vida para acceder a recursos y bienes desde el punto de vista social. El 
objetivo no es tanto que mujeres y hombres sean iguales, sino conseguir 
que unos y otros tengan las mismas oportunidades en su vida, y que para 
conseguirlo, a veces es necesario potenciar la capacidad de los grupos que 
tienen un acceso limitado a los recursos, o bien crear esa capacidad. Desde 
este punto de vista, debemos entender que las personas somos iguales por 
el simple hecho de ser seres humanos, no importa si uno es hombre o mujer, 
esto es una circunstancia “biológica” que genera diferencias de sexos, no 
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diferencias sociales o culturales. La diferencia es natural cuando hablamos de 
sexos, en cambio la igualdad se construye por ser un valor relacionado con el 
ethos de la persona. Sus dimensiones van de la filosofía a la sociopolítica. La 
igualdad, entonces, significa ignorar las diferencias entre individuos, busca 
eliminar las diferencias a través de un acuerdo social que considera a las 
personas diferentes como equivalentes.

A su vez, por equidad de género se entiende el trato imparcial de mujeres y 
hombres, según sus necesidades respectivas, ya sea con un trato equitativo o 
con uno diferenciado pero que se considera equivalente por lo que se refiere a 
los derechos, los beneficios, las obligaciones y las posibilidades. En este sentido, 
coincidimos con la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres de México, cuando 
define la perspectiva de género como aquella metodología y mecanismos que 
permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, desigualdad y 
exclusión de las mujeres y hombres, así como las acciones que deben emprenderse 
para actuar sobre los factores de género y crear las condiciones de cambio que 
permitan avanzar en la construcción de la equidad de género.

El “género”, visto desde una esfera jurídica o económica, obliga a los 
estudiosos de estas disciplinas a revisar el conjunto de normas y paradigmas 
vigentes, pues gran parte de ellos no toman en cuenta las aportaciones 
doctrinarias de los Estudios de Género. Esta revisión derivará en la llamada 
institucionalización de la perspectiva de género, es decir, aquel proceso 
mediante el cual las demandas de las mujeres por igualdad de género 
se incluyen como parte de la legislación y de las políticas públicas de las 
instituciones.

Además de los conceptos anteriores, tenemos a la llamada transversalidad 
de género o “gendermainstreaming”, término que define aquel conjunto 
de estrategias para que cada institución, cada programa, cada acción, 
cada política gubernamental se desarrolle con un enfoque de género. 
Este concepto hace referencia a la integración sistemática del principio de 
equidad de género a todos los sistemas, estructuras, políticas, programas, 
procesos y proyectos del Estado. Equivale a generar impactos que cambien 
las relaciones entre hombres y mujeres por medio de todas las políticas y de 
la legislación de cada país.
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2	 Todos estos cambios y evolución de conceptos produjeron también dos enfoques metodológicos para 
abordar el tema de la subordinación y el trabajo de las mujeres en los modelos globales de desarrollo. El 
enfoque de “Mujeres en el Desarrollo” (MED), busca integrar a las mujeres en el proceso de desarrollo de 
tal forma que participen en el mercado y la esfera pública, aumentando sus beneficios y oportunidades. 
Pretende hacer que el desarrollo beneficie a las mujeres y no que las ignore o perjudique, como en muchas 
ocasiones ocurre. Las mujeres son agentes del desarrollo, generan recursos, contribuyen en las economías 
nacionales y no deben ser vistas como meras receptoras del mismo. La subordinación tiene su origen en 
la exclusión del mercado. Se creía que brindándole a la mujer mayores recursos produciría más bienes 
y servicios de forma provechosa. Los proyectos MED buscaban disminuir la tradicional carga laboral de 
las mujeres. Sin embargo, este enfoque no logró solucionar el problema de la subordinación de la mujer 
y, tampoco, alcanzó a identificar las principales limitantes de las mujeres. Posteriormente, surgiría el 
enfoque de “Género en el Desarrollo” (GED), el cual busca mejorar las condiciones de vida de las mujeres 
y los hombres, es decir, genera soluciones a las relaciones de género, a su dinámica y estructura. Ubica 
el problema como un estado de desventaja, subordinación e inhabilidad de hombres y mujeres, el cual 
puede ser solucionado con la igualdad. La teoría del GED ubica conceptos e instrumentos de análisis que 
pueden guiar el trabajo del desarrollo al campo del género. Al identificar las necesidades prácticas e 
intereses obtendremos la información necesaria para mejorar la planificación y el diseño de programas y 
proyectos  que con posterioridad nos servirán para beneficio de las mujeres. Cfr. Carmen de la Cruz, Guía 
metodológica para integrar la perspectiva de género en proyectos y programas de desarrollo, Emakunde-
Instituto Vasco de la Mujer, Vitoria-Gasteiz, 1999.

El inicio de las propuestas para la transversalidad de género se produce 
a fines de 1980 y principios de 1990, a partir de las críticas de la estrategia 
Género en el Desarrollo (GED). Es en la Cuarta Conferencia Mundial de la 
Mujer, organizada por la ONU en 1995, que se incorpora como una estrategia 
para ser adaptada por parte de los gobiernos firmantes del Plan de Acción y 
la Plataforma de Pekín. La propuesta consiste en transformar el orden social 
de género establecido en la familia y la vida, el mercado de trabajo y el 
Estado a partir de incorporar la perspectiva de género en todo el proceso de 
elaboración e implantación de las políticas públicas y el presupuesto.2 

Otro concepto que tiene relación son las denominadas acciones afirmativas, 
es decir, aquellas medidas específicas de carácter temporal que se ponen en 
marcha para promover ventajas en determinadas poblaciones en situación 
de desventaja, como por ejemplo, las mujeres, los indígenas, etcétera.

Finalmente, debemos entender por empoderamiento aquellas acciones 
generadas para crear las condiciones bajo las cuales la población más 
pobre pueda satisfacer sus necesidades cotidianas y transformarse en un 
participante activo en la definición y promoción de sus propios proyectos 
sociales y políticos. Implica un cambio para los individuos. Significa organizar 
a la sociedad en su conjunto mediante de cambios en la conducta de mujeres 
y hombres con miras a la igualdad política, económica, social y cultural.
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Este breve panorama conceptual debe ser la base lexicológica de cualquier 
servidor público, y, en este sentido, deberá valorar si sus acciones y normas 
que regulan su estructura y funcionamiento son sensibles al género. Hoy la 
realidad nos muestra que toda la legislación que regula la etapa de control 
y supervisión del gasto público cuenta con una neutralidad total en el tema. 
Esta preocupación, compartida por la academia, el movimiento de mujeres y 
los organismos internacionales no ha sido reflejada aún en algún apartado o 
artículo expreso de la norma que delimite el actuar de las EFS.

III. La pobreza, principal desafío de todo gobierno.

La pobreza es un concepto que ha sido tratado desde diferentes 
perspectivas. En el ámbito gubernamental y en la propia academia, esta 
voz ha sido analizada sin encontrar una definición unívoca. Por ejemplo, la 
pobreza se puede entender como el acceso desigual y limitado a los recursos 
productivos y oportunidades elementales a los que todo ser humano tiene 
derecho. También se utiliza comparativamente para describir la carencia 
o escasez de los bienes más elementales (alimentos, vivienda, educación, 
salud, agua potable, entre otros); así como los medios para su obtención 
(empleo, ingresos o recursos, etcétera).

La Comisión Económica para América Latina (CEPAL) ha definido la 
pobreza como un fenómeno de múltiples dimensiones y causas, una 
“expresión de carencia de recursos económicos o condiciones de vida que 
la sociedad considera básicos”, resultado de “un proceso social y económico 
–con componentes culturales y políticos- en el cual las personas y los hogares 
se encuentran privados de activos y oportunidades esenciales por diferentes 
causas y procesos, tanto de carácter individual como colectivo…”3

A su vez, hay definiciones que distinguen dos tipo de pobreza: a) Pobreza 

3	 Cfr. Caminos Hacia la Equidad de Género en América Latina y el Caribe, CEPAL, México, 2004. La Unidad 
Mujer y Desarrollo elaboró este documento que refleja la posición de la CEPAL en la IX Conferencia Regional 
sobre la Mujer de América Latina y el Caribe celebrada en México del 10 al 12 de junio de 2004. La CEPAL 
fue establecida por la resolución 106 (VI) del Consejo Económico y Social, del 25 de febrero de 1948, y 
comenzó a funcionar ese mismo año. Es una de las cinco comisiones regionales de las Naciones Unidas y 
se fundó para contribuir al desarrollo económico y social de América Latina y el Caribe.
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4	 Economista bengalí, conocido por sus trabajos sobre el hambre, la teoría del desarrollo humano, la 
economía del bienestar y los mecanismos para controlar la pobreza. Fue Premio Nobel de Economía en 
1998 por su trabajo en el campo de la matemática económica, su obra más reconocida es Pobreza y 
hambruna: un ensayo sobre el derecho y la privación Poverty and Famines: An Essay on Entitlements and 
Deprivation, 1981, en el cual demostró que el hambre no es consecuencia de la falta de alimentos, sino de 
desigualdades en los mecanismos de distribución de alimentos.

5	 Actualmente se puede consultar la edición de la editorial Oxford University Press  del año 1999 que está a 
la venta.

absoluta, cuando ciertos estándares mínimos de vida, tales como nutrición, 
salud y vivienda, no pueden ser alcanzados; y, b) pobreza relativa, cuando 
no se tiene el nivel de ingresos necesarios para satisfacer todas o parte de las 
necesidades básicas.

En el caso mexicano, hasta antes de 2002 no existía una metodología 
consensuada entre académicos y autoridades para medir y, sobre todo, definir 
esta compleja problemática. En dicho año, la Secretaría de Desarrollo Social 
conformó el llamado “Comité Técnico para la Medición de la Pobreza en 
México”. Sus integrantes acordaron, luego de diversas discusiones, adoptar 
la perspectiva dada por el ganador del Premio Nobel de economía Amartya 
Sen4 en su obra Commodities and Capabilities (1985)5. Sen ve el bienestar 
en términos de las capacidades para funcionar en sociedad, en lo que puede 
hacer y no hacer una persona, es decir, los ingresos, patrimonio, bienes de 
consumo constituyen los medios para alcanzar ciertas capacidades. 

El mencionado Comité elaboró una fórmula para medir la pobreza con 
la información que se contaba en México, repetible periódicamente y 
comparable, determinando tres niveles de pobreza relacionados con la 
cuestión monetaria. Salomón Chertorivski los explica sucintamente:

“Pobreza alimentaria. Se refiere a los hogares que no cuentan con un ingreso 
per cápita suficiente para adquirir una alimentación mínimamente aceptable. El 
ingreso mensual a precios de 2004 por persona requerido es de 739.6 pesos para 
zonas urbanas y 548.17 pesos para zonas rurales.

Pobreza de capacidades. Se trata de la población que puede cubrir las necesidades 
referentes a pobreza alimentaria, pero que no cuenta con un ingreso suficiente 
para realizar inversiones mínimamente aceptables en educación y salud. El 
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ingreso mensual a precios de 2004 por persona requerido es de 909.71 pesos para 
zonas urbanas y 651.77 pesos para zonas rurales.

Pobreza de patrimonio. Se refiere a la población que puede cubrir las necesidades 
referentes a pobreza alimentaria y de capacidades, pero que no cuenta con un 
ingreso suficiente para adquirir  mínimos indispensables en materia de vivienda, 
vestido, calzado y transporte. El ingreso mensual a precios de 2004 por persona 
requerido es de 1,467.34 pesos para zonas urbanas y 1,000.4 pesos para zonas 
rurales.”6

Como se puede apreciar, definir lo que es la pobreza no resulta nada 
fácil, sin embargo, creemos que cualquier definición o metodología debe 
considerar la falta o imposibilidad del ser humano para ejercer plenamente 
sus derechos. Es un término multidimensional identificable a partir de 
mediciones cuantitativas, pero gira en torno de la imposibilidad para el 
desarrollo de las capacidades del ser humano.

La cuantificación de la magnitud de la pobreza y la identificación de sus 
causas y características tienen que ser analizados a partir de una valoración 
económica, política, social, cultural e histórica, porque estos factores influyen 
en la solución de la pobreza, como expresión de la desigual social. 

Ahora bien, cuando se examinan los programas y acciones contra la pobreza 
desde el ámbito de competencia de las EFS se deben tomar en cuenta las 
desigualdades entre hombres y mujeres y los factores estructurales existentes, 
entiéndase aquí como mínimo: la forma en que fueron distribuidos los 
ingresos, la tenencia de la tierra, el control de los medios de producción por 
parte de los distintos sectores, la introducción de los adelantos tecnológicos, 
los factores políticos y sociales y la distribución geográfica y sectorial de la 
población. 

En el caso de las mujeres y para las cuestiones relativas a la supervisión y 
control de los gastos públicos se deben ubicar las desigualdades relacionadas 
con las oportunidades sociales, políticas, laborales, educativas, de salud y 

6 Cfr. Salomón Chertorivski, “La medición de la pobreza” en Revista Nexos, número 333, septiembre 2005, 
México, pp. 15-20.
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7	 Cfr. Informe sobre Desarrollo Humano 2005, PNUD, ONU, Ediciones Mundi-Prensa, México, 2005.

recreación. Las acciones, planes y programas que se diseñen para disminuir la 
pobreza deben realizarse mediante de una valoración sistemática de todos esos 
factores tomando en consideración, a su vez, los insumos individuales, familiares 
y sociales a los que tienen acceso los hombres y unificar las mujeres.

Los organismos internacionales han propuesto como umbral de la pobreza 
la cantidad de un dólar diario por persona, cifra que se considera suficiente 
para la adquisición de productos necesarios para sobrevivir. Al respecto, 
el Informe sobre Desarrollo Humano 2005, publicado por el Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo es contundente:

“Los avances en la reducción de la pobreza han sido parciales y todavía uno de cada 

cinco habitantes del mundo, esto es, más de mil millones de personas, sobrevive 

con menos de un dólar al día, un nivel de pobreza tan abyecto que amenaza la 

supervivencia. Otros 1,500 millones de personas viven con uno o dos dólares al día. 

Esto significa que más de 40% de la población del mundo en la práctica forma una 

subclase global que día a día se enfrenta a la dura realidad o a la amenaza de la 

extrema pobreza. [Por otro lado] El ingreso total de los 500 individuos más ricos del 

mundo es superior al ingreso de los 416 millones más pobres… los 2,500 millones de 

personas que viven con menos de dos dólares al día –y que representan el 40% de la 

población mundial- obtienen sólo el 5% de ingreso mundial.” 7

En contraparte a todo lo anterior, la academia ha identificado seis fuentes 
de bienestar de las personas: a) El ingreso; b) Los derechos de acceso a 
servicios o bienes gubernamentales gratuitos o subsidiados; c) La propiedad 
o derechos sobre activos para uso o consumo básico (patrimonio básico 
acumulado); d) Los niveles educativos, con habilidades y destrezas como 
expresiones de la capacidad de hacer y entender; y e) El tiempo disponible 
para la educación, el ocio y la recreación.

Estas fuentes de bienestar tienen relación con siete dimensiones o ámbitos 
de la actividad humana: sectorial: educación, empleo, salud, ingresos 
e inserción laboral, vivienda. Y, a su vez, estos ámbitos, se ven influidos 
por diversos factores como son: el género, la raza y la etnia que cruzan 
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transversalmente todo lo anterior, por lo que quienes fiscalizan al gobierno 
deberán de tomar en cuenta estas aportaciones.

Además, se deben incorporar las evaluaciones que hagan las EFS la 
perspectiva de género, es decir, aquellos indicadores o parámetros para 
evaluar las políticas y los programas sociales y comprobar si las formas de 
conceptualización, medición y aplicación no han desvirtuado sus objetivos-
beneficios para mujeres, hombres, niñas y niños. Es importante comprender 
la necesaria participación activa de hombres y mujeres pobres en el diseño, 
ejecución y evaluación de los programas e intervenciones sociales que los 
afectan. Incorporar a la población en la toma de decisiones puede hacer más 
lento el proceso, pero a la larga redunda en un mayor compromiso con los 
programas, haciéndolos más sustentables.

Diversos estudios realizados por el Banco Mundial han demostrado 
que la desigualdad de género tiende a ser mayor entre los pobres, esta 
desigualdad propicia mayor costo en la productividad, eficiencia y 
progreso económico. Las políticas de reducción efectiva de la pobreza y sus 
asignaciones presupuestarias deberían tomar en cuenta las dimensiones 
de pobreza por género y no solamente fijar objetivos y políticas neutrales, 
mediante la supervisión y vigilancia que realizan las EFS; el gobierno debe 
diseñar mecanismos e indicadores para un ejercicio del presupuesto más 
equitativo, que permitan evaluar su impacto real en la población. Ubicar 
las desigualdades de género como una causa de la pobreza permite sacar 
a la luz pública los sesgos de género que se albergan en diversas políticas 
macroeconómicas.8  

IV. El proceso presupuestario como instrumento para el combate de 
la pobreza y la discriminación.

El presupuesto público es una herramienta para el desarrollo económico 
y social de los países que contiene los planes financieros del gobierno para 

8	 WEHNER, JOACHIM Y WINNIE BYANYIMA, “El parlamento, el presupuesto y el género” en Manual para 
parlamentarios, número 6, Unión Interparlamentaria/PNUD/UNIFEM/Instituto del Banco Mundial, México 
2005.
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un periodo futuro determinado, busca la estabilidad macroeconómica, la 
redistribución del ingreso y la asignación de gasto. Tiene dos ejes claves: 
ingresos y egresos. Al asignar los recursos los planes de erogaciones revelan 
las prioridades del gobierno. Un buen presupuesto debe ser integral, 
predecible, competitivo, transparente, periódico y con perspectiva de género. 
Todo ello dará al Estado sus herramientas programáticas para alcanzar el 
desarrollo de hombres y mujeres.

Entre los problemas más comunes relacionados con el presupuesto se 
encuentran: La mala planificación, insuficientes enlaces entre las políticas y 
el presupuesto, mal manejo de efectivo, control deficiente de gastos; ejecución 
poco disciplinada que genera una gran disparidad entre el presupuesto 
aprobado y el ejercido, sistemas contables inadecuados, y documentación 
insuficientemente detallada, mal organizada y poco confiable.

Un presupuesto responsable, desde el punto de vista del género, es el 
que distribuye recursos para beneficiar de manera equitativa a mujeres, 
hombres, niñas y niños de diferentes ambientes socioeconómicos. Para 
que haya concordancia entre las políticas y el presupuesto, la base de las 
políticas públicas incluidas en el presupuesto debe establecerse con claridad 
y revisarse regularmente.

Los presupuestos afectan a individuos y grupos directa e indirectamente, 
por lo que ignorar las diferencias de género en el presupuesto no sólo trae 
consecuencias negativas para las mujeres sino que afecta el desarrollo 
económico de un país.

Para entender de manera general en qué consiste el proceso presupuestario 
hemos decidido describirlo con la actual Ley de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria y su Reglamento, utilizada  por primera vez para la discusión del 
Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación 2006.

1. Programación y presupuestación:

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (SHCP), es el encargado de la programación y presupuestación del 
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gasto público federal correspondiente a las dependencias y entidades que 
forman parte de la Administración Pública Federal. Los poderes Legislativo 
y Judicial y los entes constitucionalmente autónomos, en el ámbito federal, 
elaboran sus propias propuestas de presupuesto, coordinándose en todo 
momento con la SHCP para el proceso de programación y presupuestación 
a efecto de integrarlos en el proyecto de Presupuesto a más tardar 10 días 
naturales antes de la fecha de presentación del mismo. 

2. Aprobación:

La aprobación de la Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos se sujeta 
a los siguientes pasos:

I. El Ejecutivo Federal, por conducto de la SHCP, deberá enviar al Congreso 
de la Unión a más tardar el 1 de abril un documento que presente los 
elementos siguientes:

a) Los principales objetivos para la Ley de Ingresos y el Presupuesto de 
Egresos del año siguiente;
b) Escenarios sobre las principales variables macroeconómicas para el 
siguiente año: crecimiento, inflación, tasa de interés y precio del petróleo;
c) Escenarios sobre el monto total del Presupuesto de Egresos y su déficit 
o superávit;
d) Enumeración de los programas prioritarios y sus montos.

II. El Ejecutivo Federal, por conducto de la SHCP, remitirá a la Cámara de 
Diputados, a más tardar el 30 de junio de cada año, la estructura programática 
a emplear en el proyecto de Presupuesto de Egresos.

III. El Ejecutivo Federal remitirá al Congreso de la Unión, a más tardar el 8 
de septiembre de cada año:

a) Los criterios generales de política económica así como la estimación del 
precio de la mezcla de petróleo mexicano para el ejercicio fiscal que se 
presupuesta;
b) La iniciativa de Ley de Ingresos y, en su caso, las iniciativas de reformas 
legales relativas a las fuentes de ingresos para el siguiente ejercicio fiscal; y
c) El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación;
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IV. La Ley de Ingresos será aprobada por la Cámara de Diputados a más tardar 
el 20 de octubre y, por la Cámara de Senadores, a más tardar el 31 de octubre;

V. El Presupuesto de Egresos deberá ser aprobado por la Cámara de 
Diputados a más tardar el 15 de noviembre;

VI. La Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos de la Federación 
deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación a más tardar 20 
días naturales después de aprobados. Asimismo, el Ejecutivo Federal, por 
conducto de la SHCP, deberá enviar a la Cámara de Diputados, a más tardar 
20 días naturales después de publicado el Presupuesto de Egresos de la 
Federación en el Diario Oficial de la Federación, todos los tomos, anexos y 
modificaciones respectivas, que conformarán el Presupuesto aprobado;

En el caso del Presupuesto de Egresos de la Federación, la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados deberá establecer 
mecanismos de participación de las comisiones ordinarias en el examen 
y discusión del Presupuesto por sectores. Los legisladores de dichas 
comisiones deberán tomar en cuenta en sus consideraciones y propuestas 
la disponibilidad de recursos, así como la evaluación de los programas y 
proyectos y las medidas que podrán impulsar el logro de los objetivos y 
metas anuales.

3. Ejercicio:

Publicado el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación, la 
SHCP comunicará dentro de los 3 días hábiles siguientes los requisitos que 
observarán las dependencias y entidades en la elaboración de los calendarios 
del presupuesto, los cuales constituirán la base para el control y seguimiento 
en el ejercicio de los programas presupuestarios. 

Las dependencias y entidades remitirán a la SHCP sus proyectos de 
calendarios en los términos y plazos establecidos por el Reglamento. La 
SHCP autorizará los calendarios tomando en consideración las necesidades 
institucionales y la oportunidad en la ejecución de los recursos para el mejor 
cumplimiento de los objetivos de los programas, dando prioridad a los 
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programas sociales y de infraestructura. Se publicará en el Diario Oficial 
de la Federación el calendario mensual de ingresos derivado de la Ley de 
Ingresos de la Federación, 15 días hábiles después de la publicación de 
dicha ley. Adicionalmente, a partir de la fecha de publicación del Decreto 
de Presupuesto de Egresos de la Federación, la SHCP cuenta con 20 días 
naturales posteriores para divulgar al público los tomos del Presupuesto a 
través de medios de comunicación electrónica, en cumplimiento de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

4. Control y evaluación:

Independientemente de las actividades que realiza la Auditoría Superior de 
la Federación, existe el control y evaluación del gasto público desarrollado por 
la SHCP y la Secretaría de la Función Pública en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones. Además, el control y evaluación del gasto ejercido por los 
Poderes Legislativo y Judicial y los entes constitucionalmente autónomos se 
realiza a través de los órganos respectivos y de conformidad con sus leyes 
orgánicas. Es decir, cada uno cuenta con áreas de contraloría que realizan el 
control y evaluación del gasto. 

Por su parte, la SHCP realiza bimestralmente la evaluación económica 
de los ingresos y egresos en función de los calendarios de presupuesto de 
las dependencias y entidades. Las metas de los programas aprobados son 
analizadas y evaluadas por la Función Pública y por las comisiones de la 
Cámara de Diputados.

La SHCP y la Secretaría de la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones, verificarán, al menos cada bimestre, los resultados de recaudación 
y de ejecución de los programas y presupuestos de las dependencias y 
entidades, con base en el sistema de evaluación del desempeño para identificar 
la eficiencia, economía, eficacia, y la calidad en la Administración Pública 
Federal y el impacto social del ejercicio del gasto público.

El Sistema de Evaluación del Desempeño es una de las novedades interesantes 
de la referida Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria pues 
obliga a los ejecutores del gasto a incorporar indicadores para evaluar los 
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resultados presentados en los informes bimestrales, enfatizando la calidad de 
los bienes y servicios públicos, la satisfacción del ciudadano y el cumplimiento 
de los criterios establecidos en la ley -indicadores por resultados-.

Si se hiciera un ejercicio para determinar hasta qué etapa del proceso 
presupuestario ha llegado la institucionalización de la perspectiva de género, 
encontraríamos que, tanto en México como en otros países de América Latina 
las “políticas de equidad de género” no cubren lo relativo a la fiscalización 
de la Cuenta Pública. La mayoría de las acciones plasmadas en la legislación 
presupuestaria han sido dirigidas a la parte del gasto, poco se ha hecho 
respecto de los ingresos del gobierno y nada, prácticamente nada, en lo 
relativo al trabajo de control y supervisión que realizan las EFS.

Por ejemplo, en 1997, como resultado del trabajo conjunto entre diputadas 
integrantes de la Subcomisión de Presupuesto Federal Etiquetado dentro 
de la Comisión Especial de Equidad de Género de la Cámara de Diputados, 
se solicitó información a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para 
incorporar en el Presupuesto de Egresos de la Federación programas 
específicos para mujeres. Dos años más tarde, la Secretaría de Desarrollo 
Social estableció en su normativa que todos los programas para el combate 
de la pobreza incorporaran el enfoque de género.

En el 2000, el entonces Consejo Nacional de la Mujer –actualmente Instituto 
Nacional de las Mujeres- solicitó a todas las agencias gubernamentales 
un informe de gastos clasificados de la manera siguiente: 1) El gasto que 
va directamente a mujeres, hombres, niños y niñas; 2) El gasto dirigido a 
promover las oportunidades equitativas por género en el empleo público y 3) 
el resto del gasto o gasto general. Actualmente, la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria señala en su artículo primero que los sujetos 
obligados a cumplir sus disposiciones deberán:

“…observar que la administración de los recursos públicos federales se realice con 
base en criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, 
austeridad, transparencia, control, rendición de cuentas y equidad de género.

Y añade: 

La Auditoría fiscalizará el estricto cumplimiento de las disposiciones de esta Ley 
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por parte de los sujetos obligados, conforme a las atribuciones que le confieren 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Fiscalización 
Superior de la Federación.”

Sin embargo, ni la Constitución ni la Ley de Fiscalización Superior contienen 
precepto alguno que defina o explique cuál área será la encargada de realizar 
esto, cómo debe hacerlo, bajo cuál metodología, el tipo de indicadores básicos 
y todo lo que implica realizar una auditoría sensible al género. De hecho 
no existe alguna norma, acuerdo o manual de procedimientos al interior de 
las EFS que permita hacer realidad una demanda social que se encuentra 
plasmada en los Objetivos de Desarrollo del Milenio en el que nuestro país se 
compromete a “promover la igualdad entre los géneros”.

Ocurre algo similar cuando hablamos del Decreto de Presupuesto de Egresos 
de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2007 y sus artículos transitorios 
décimo séptimo y décimo octavo que señalan:

“DÉCIMO SÉPTIMO. El Gobierno Federal promoverá que el desarrollo de las mujeres 
sea prioridad a fin de alcanzar una verdadera igualdad entre las mujeres y los hombres, 
a través del fortalecimiento de la perspectiva de género en la implementación de 
toda política pública, en particular, en aquellas instancias estatales y municipales, 
dedicadas al impulso del avance de las mujeres y la equidad de género.
El Poder Ejecutivo impulsará que en el ejercicio de los recursos públicos que realiza 
a través de las Secretarías, se incorpore la perspectiva de género.
Para el seguimiento de los recursos destinados a la equidad de género y a la promoción 
del adelanto de las mujeres, todo programa del Gobierno Federal que contenga 
padrones de beneficiarias y beneficiarios, procurará generar información desagregada 
por sexo, grupo de edad, región del país, entidad federativa y municipio.
Todo programa del Gobierno Federal dirigido a las mujeres y a la promoción de la 
equidad de género, procurará actualizar permanentemente la información de la 
población beneficiaria desagregada por sexo, así como el monto de los recursos 
ejercidos, para ser publicada en las páginas de internet de cada dependencia de 
la Administración Pública Federal trimestralmente.
Las Dependencias Coordinadoras de Sector y los Organismos Públicos Autónomos 
que ejerzan presupuesto para programas dirigidos a mujeres y a promover la 
equidad de género, procurarán no realizar adecuaciones presupuestarias en este 
rubro, así como detallar en los informes trimestrales los objetivos específicos, 
población objetivo, metas, programación de las erogaciones y ejecución de gasto, 
así como garantizar un acceso equitativo y no discriminatorio de las mujeres a los 
beneficios de los programas.
En los informes trimestrales se procurará reportar las acciones para el adelanto 
de las mujeres y la equidad de género realizadas en cada una de las instancias y 
dependencias de la Administración Pública Federal y los recursos erogados para 
la ejecución de las mismas.
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Las dependencias al elaborar los proyectos de Reglas de Operación procurarán 
presentar en sus informes trimestrales indicadores de resultados desagregados por 
sexo y por grupo de edad, a fin de que pueda medirse el impacto y su incidencia 
de manera diferenciada en las relaciones entre mujeres y hombres.

DÉCIMO OCTAVO. El Instituto Nacional de las Mujeres deberá enviar a la Comisión 
de Equidad y Género de la Cámara de Diputados en los informes trimestrales, un 
informe en el que detalle los objetivos específicos por programa, población objetivo 
y sus modificaciones, localización geográfica, programación de erogaciones, 
modalidades y criterios de evaluación. Dicha Comisión emitirá, dentro de los 
treinta días siguientes a su recepción, opinión fundada sobre los programas que 
correspondan al Instituto. En el caso de que transcurrido ese plazo la Comisión de 
Equidad y Género no se hubiese pronunciado al respecto, se entenderá emitida 
opinión en sentido favorable.”

Aquí subsisten las mismas ausencias y se adiciona el letargo del aparato 
institucional y la falta de coordinación entre dependencias que impide generar 
mecanismos de medición que sean básicos y universalmente conocidos por 
todos los servidores públicos. 

Para finalizar este apartado consideramos importante mencionar que existen 
diversos obstáculos para el cumplimiento efectivo de estas disposiciones, 
entre los que destacan:

1. Desconocimiento de la perspectiva de género entre las personas 
involucradas en el proceso presupuestario, en particular en la etapa de 
fiscalización de los recursos.

2. Diagnósticos insuficientes sobre las desigualdades entre hombres, 
mujeres, niños y niñas.

3. Ausencia de datos verídicos del número de beneficiarios desglosados 
por sexo y el monto que perciben.

4. Negación injustificada de las desigualdades por género entre los 
funcionarios públicos involucrados.

5. Existencia de lagunas en las leyes que regulan el proceso presupuestario 
con un enfoque de género.

6. Falta de voluntad política de quienes toman las decisiones en materia 
de presupuestos públicos.
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V. Las Entidades de Fiscalización Superior en América Latina, breves 
notas

El control y la supervisión de las actividades gubernamentales son principios 
básicos de cualquier democracia moderna. En general, las EFS son órganos de 
control que vigilan que el gasto se ejerza adecuadamente y se aplique según sus 
fines, asegurándose, en consecuencia, de que los programas gubernamentales 
cumplan sus objetivos de forma efectiva y eficiente. 

Las EFS desempeñan un papel determinante en la lucha contra la corrupción, 
pero, además, fungen como un mecanismo del gobierno, en la utilización 
eficiente de los recursos, desde el punto de vista técnico, económico y social. 
Actualmente, todos los países de América Latina y el Caribe cuentan con 
instancias de fiscalización superior que constituyen el principal instrumento 
para garantizar la transparencia y la rendición de cuentas.9

Este modelo de instituciones no es reciente, de hecho, la doctrina ubica tres 
tipos. El modelo de auditor general, que proviene del sistema de Westminster, 
en el que existe una oficina del auditor general independiente que reporta 
al parlamento. Esta oficina presenta informes periódicos sobre los estados 
financieros y operaciones de las entidades gubernamentales. No cuenta con 
ninguna función judicial, pero cuando se corroboran sus resultados pueden 
ser enviados a las autoridades legales y a los tribunales para ejercitar la 
acción legal que corresponda. Este modelo es utilizado en la comunidad del 
Commonwealth y algunos países como Argentina, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Estados Unidos, México, Perú y Venezuela. 

El modelo de tribunal o cortes de cuentas, del sistema napoleónico, 
en el que un tribunal administrativo, como parte del Poder Judicial e 
independiente de las funciones legislativa y ejecutiva, dicta los fallos sobre 
el cumplimiento gubernamental. El tribunal audita a todas las agencias y 
entidades gubernamentales. Este modelo se usa en países como Alemania, 
España, Francia, Portugal y Uruguay.

9	 Cfr. www.intosai.org
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El modelo de Consejo de Auditoría, que es similar al de Westminster, en el que 
el auditor es independiente del Ejecutivo y ayuda a la legislatura a llevar a cabo 
la supervisión. Este sistema incluye un consejo de auditoría formado por una 
comisión que funciona como una entidad de toma de decisiones y una agencia 
general ejecutiva. Existe actualmente en Japón, China y Corea del Sur. 

Para el cumplimiento de sus funciones, cada una de las EFS puede realizar 
diferentes tipos de auditoría:

Las auditorías del sector público se enfocan en cuestiones financieras y en 
el cumplimiento de objetivos y metas establecidas. Este tipo de auditorías, 
son denominadas financieras. Aquí el auditor evalúa la precisión y la 
concordancia de los estados financieros de las dependencias para verificar 
que no hubo inconsistencias ni abusos en los recursos.

El otro tipo de auditoría es la de cumplimiento, en la que se verifica 
que los ingresos gubernamentales y sus gastos fueron autorizados y se 
utilizaron para los objetivos propuestos, determinándose si las dependencias 
gubernamentales han acatado todas las leyes y reglamentos relativos al 
ejercicio de los recursos.

Existe, finalmente, la llamada auditoría de las tres “E” (economía, eficiencia 
y efectividad). Es decir, “economía” implica minimizar el costo financiero de 
los insumos como salarios y rentas; “eficiencia” que se logra al revisar los 
resultados esperados en su utilización. Y “efectividad” para conocer cómo 
influyeron los resultados de la acción gubernamental en la sociedad. Todo lo 
anterior se resume en gastar menos, gastar bien y gastar con inteligencia.

El enfoque institucional que han tomado las EFS desde hace algunos años 
se ha sustentado básicamente en nueve tópicos prioritarios:

1. Eficiencia y eficacia en la acción pública, que consiste en eliminar el 
exceso de burocracia y discrecionalidad en la toma de decisiones, ya 
que esto propicia  ineficiencia y corrupción. Aquí la sugerencia principal 
radica en el establecimiento de instrumentos que hagan transparente el 
manejo de recursos y fomenten la productividad gubernamental.
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2. Mejores prácticas gubernamentales, impulsando la calidad de la 
gestión pública más que las correcciones en el ejercicio y las sanciones 
a las irregularidades cometidas por los actores involucrados. Para ello se 
sugiere una actuación proactiva de las EFS por medio de controles más 
eficaces que terminen con la corrupción y generen nuevas entradas al 
mejoramiento del gobierno.

3. Estabilidad laboral de los servidores públicos, mediante el 
establecimiento de modelos de servicio civil de carrera, a fin de que 
los servidores públicos cuenten con la seguridad laboral adecuada 
para el desempeño de sus funciones y las realicen con profesionalismo, 
compromiso, honestidad y excelencia.

4. Sistemas de evaluación del desempeño, que promuevan evaluaciones 
sustentadas en indicadores estratégicos, de gestión y de servicios, para 
la revisión y calificación del grado y forma de cumplimiento de los 
objetivos propuestos. Aquí es importante la utilización de indicadores y 
parámetros de actuación que permitan evaluar objetivamente el impacto 
de las políticas públicas y los beneficios sociales y económicos hacia la 
población. Las llamadas “auditorías del desempeño” deben considerar 
el impacto de las acciones y programas hacia mujeres y hombres, algo 
que a la fecha no ha sido incorporado.

5. Mecanismos de supervisión y control de la gestión pública, que 
aseguren los registros contables y presupuestarios de todo el gobierno 
para establecer todas y cada una de sus operaciones al día. Ello fortalecerá 
la rendición de cuentas, al mismo tiempo que se garantizará la existencia 
de información confiable y oportuna para la toma de decisiones.

6. Identificación de oportunidades de mejora, para alentar la 
productividad, economía y transparencia en el manejo de los presupuestos 
públicos. Esto se consigue con los llamados análisis “FODA” (Fortalezas, 
Oportunidades, Debilidades, Amenazas).

7. Fiscalización de alto impacto, para optimizar la planeación y 
programación de las auditorías, que permita maximizar el alcance de 
las revisiones.

8. Cultura de la rendición de cuentas, que promueva la transparencia 
en todos los niveles y órganos del gobierno, entendiendo esto como la 
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obligación que tienen los servidores públicos de rendir cuentas claras a 
la población y del derecho que tiene ésta en estar informada de todas 
las actividades que realizan las autoridades.

Para este ensayo hemos hecho una revisión general de las normas que regulan 
la organización y el funcionamiento de las entidades de fiscalización superior en 
Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica, Perú, Venezuela, Brasil, Uruguay, Cuba 
y México. El objetivo consiste en encontrar si su reglamentación contiene algún 
precepto que permita a los servidores públicos evaluar sistemática y objetivamente 
el impacto de las políticas, programas y acciones de gobierno desde una 
perspectiva de género. En general, el nivel de desarrollo de las EFS (organización 
interna, funciones, lineamientos para las auditorías, rendición de informes, 
mecanismos de selección y designación de sus titulares) es prácticamente similar 
y aunque cada sistema de fiscalización tiene sus particularidades, todos basan 
su actuar en los principios de la “Declaración de Lima sobre las Líneas Básicas 
de Fiscalización” (1977) emitida por la Organización Internacional de Entidades 
Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI). Este organismo internacional mantiene en 
sus postulados una clara “neutralidad” hacia el tema del género en el manejo de 
recursos públicos. Tanto el control como la evaluación del ejercicio presupuestal 
que realizan las EFS sólo se ejecutan para ubicar la responsabilidad de las 
personas encargadas del manejo de recursos, y no para conocer los resultados 
obtenidos en el combate de la pobreza, la lucha contra la discriminación y la 
igualdad entre mujeres y hombres. 

Si bien todos tienen independencia del ente supervisado, autonomía en 
la determinación y desarrollo de sus investigaciones y auditorías, personal 
especializado, multidisciplinario y apartidista, autonomía de gestión, además 
de la permanencia de su titular garantizada, en el conjunto de normas que 
regulan su funcionamiento es clara la neutralidad de género.

Según la relatoría del Seminario Regional para Parlamentos de América 
Latina “El Parlamento y el proceso presupuestario, incluyendo una perspectiva 
de género” celebrado en San Salvador del 19 al 21 de septiembre de 200510  

10  Cfr. Relato del Seminario, Unión Interparlamentaria, Ginebra, 2005. En este seminario participaron 
representantes de los parlamentos de Bolivia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, 
Paraguay y Uruguay, así como personal del UNIFEM.
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incorporar la perspectiva de género y la transparencia en la rendición de 
cuentas es una acción que los gobernantes tienen que hacer por una cuestión 
legal y ética.

Los poderes legislativos tienen la responsabilidad de analizar la Cuenta 
Pública de sus gobiernos, para ello existen las EFS, ya como Auditorías, 
Contralorías o Tribunales de Cuentas. Estas entidades deben tener 
independencia funcional y financiera, estar reconocidas en la Constitución, 
tener participación de los grupos de oposición al gobierno, pero además 
incorporar la perspectiva de género en sus auditorías, como un mecanismo 
que permita evaluar el impacto que tiene el presupuesto sobre hombres y 
mujeres para visualizar las inequidades existentes.

Es una necesidad imperiosa monitorear la relación entre las políticas del 
gobierno que se aplica a las mujeres, el gasto gubernamental en su conjunto 
y la tributación, este tipo de verificaciones cruzadas son de gran importancia 
para que el gobierno encuentre las necesidades y beneficios que requiere la 
ciudadanía.

Las herramientas que sugiere la Unión Interparlamentaria son cinco:
1. Analizar la totalidad del gasto por programa o por área observando 
los gastos destinados a temáticas de mujeres y los gastos destinados a 
lograr la igualdad real entre hombres y mujeres.

2. Elaborar un análisis desagregado por género del impacto del gasto 
público.

3. Evaluar las políticas públicas con las herramientas que da el enfoque 
de género.

4. Analizar y evaluar los impuestos de forma desagregada por género.

5. Estudiar y evaluar el impacto del presupuesto en la utilización del 
tiempo, en particular, el trabajo remunerado, no remunerado y tareas 
de cuidado.

Si el proceso de evaluación y auditoría es efectivo, las recomendaciones y 
resultados deberán verse reflejados en los presupuestos futuros, lo que permite 
un desarrollo humano con equidad. Éste se verá reflejado en los criterios 
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de asignación del gasto público y, en general, en toda la administración 
de las finanzas públicas. Es importante señalar que en todo este proceso, 
la participación de la sociedad civil es fundamental para garantizar la 
transparencia y rendición de cuentas por parte de los servidores públicos y 
las mismas EFS. 

Por su parte, los parlamentos necesitan hacerse de información de manera 
pormenorizada, con datos desagregados por sexo y datos relacionados con 
el uso del tiempo, así como crear un mecanismo estadístico que contenga 
las dimensiones contables del aporte no remunerado de las mujeres a la 
economía nacional. Lo anterior deberá ser complementado con personal 
de apoyo técnico capacitado en los temas de género, pobreza, auditoría y 
presupuesto. 

Es importante ubicar los beneficios de las auditorías con sensibilidad de 
género:

1. Un enfoque presupuestal con sensibilidad de género puede aumentar 
la eficiencia y mejorar el desempeño económico.

2. Es el que contribuye a la equidad al monitorear el avance de la 
sociedad hacia sus objetivos de igualdad económica y social entre 
hombres y mujeres. 
3. Las auditorías presupuestales con sensibilidad de género son 
mecanismos políticos y no meramente administrativos que permiten a 
los estados mantener un rumbo correcto.

4. Los presupuestos con sensibilidad de género son distintos de las 
auditorías y revisiones gubernamentales convencionales que se 
concentran en la eficiencia administrativa y en realidad tienen más en 
común con otras auditorías sociales como las evaluaciones de pobreza 
e impacto ambiental.

5. Las auditorías con sensibilidad de género vinculan las asignaciones 
presupuestales con políticas y programas.

6. Esta función es importante en los ejercicios de presupuesto 
con sensibilidad de género que requieren que los organismos 
gubernamentales identifiquen indicadores de desempeño desglosados 
por género que permitan evaluar las mejoras en el tiempo.
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Finalmente, no podemos dejar de mencionar el Séptimo Foro Mundial 
sobre Reinvención del Gobierno, celebrado en la sede de la ONU, en Viena, 
los días 26 al 29 de junio de 2007. En dicha reunión, que buscó contribuir 
directamente en la consecución de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
mediante el fortalecimiento de la capacidad del aparato gubernamental 
y el mejoramiento de la calidad de la gobernanza, se discutieron diversos 
temas, entre los que destaca el relativo a las EFS. A decir de los participantes, 
estas instancias deben colaborar más en el proceso de modernización del 
gobierno ya que son la pieza clave para combatir la corrupción, generar en 
la ciudadanía mayor participación y confianza en las instituciones, así como 
detectar aquellos obstáculos institucionales que impiden la efectividad de 
las acciones y programas gubernamentales. 11

VI. L a A uditoría Superior de la Federación (ASF) en M éxico, 
propuestas para incorporar la perspectiva de género como mecanismo 
para evaluar el impacto del presupuesto público en la pobreza y la 
discriminación.

Las auditorías con sensibilidad de género dan respuesta a la necesidad 
de crear estrategias para el monitoreo y el impulso de la igualdad social 
y económica entre mujeres y hombres. Las auditorías presupuestarias 
con sensibilidad de género han identificado una serie de elementos para 
conocer las estimaciones de beneficiarios desglosadas por género, el análisis 
desglosado de la incidencia del gasto publico y de los impuestos, los efectos 
del presupuesto y las declaraciones presupuestales, entre otros. Difieren de 
las auditorías y revisiones gubernamentales comunes, ya que buscan apoyar 
la creación de políticas sociales que benefician a mujeres, niñas, hombres 
y niños; por el contrario, las auditorías tradicionales por objetivos del gasto 
se abocan exclusivamente a conocer la eficiencia y eficacia administrativa. 
Las primeras, surgieron en respuesta de la necesidad de estrategias más 
efectivas para monitorear e impulsar la igualdad social y económica entre 
hombres y mujeres. 

11 El tema de las “auditorías sensibles al género” debiera ser incorporado en la XIX reunión del INTOSAI 
(México, 5 al 10 de noviembre de 2007). Si se discutirá sobre un sistema de evaluación al desempeño 
basado en indicadores clave universalmente aceptados, también debemos iniciar la discusión sobre la 
generación de un sistema de indicadores básicos para la elaboración de auditorías sensibles al género.
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Sharp comenta “Los análisis de presupuestos o auditorías “con sensibilidad 
de género”, no son ejercicios destinados a producir presupuestos separados 
para las mujeres. En cambio… intentan desglosar el principal presupuesto 
del gobierno según sus efectos para mujeres y hombres y para diferentes 
grupos de mujeres y hombres.” 12

La justificación de este tipo de auditorías radica en el hecho de que 
los presupuestos no asignan gastos equitativamente entre los sexos. Por 
ello, las EFS deben evaluar cuantitativamente la proporción de gastos 
gubernamentales que se destinan a mujeres y niñas y en comparación con 
los gastos generales o sin destinatario específico. 

En el caso de México, y como resultado de toda la explicación que hemos 
hechos a lo largo de este ensayo, podemos decir que las normas que regulan 
lo relativo a la Cuenta Pública, su fiscalización y las responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos no contemplan ningún precepto 
que desarrolle y regule la perspectiva de género. En este sentido, y tomando 
en cuenta los beneficios sociales que conllevan las auditorías sensibles al 
género, consideramos prudente realizar las siguientes propuestas:

1. Que los procedimientos y criterios para la revisión de la Cuenta Pública 
se modifiquen para incluir metas, indicadores, resultados por programa 
y acciones con perspectiva de género.

2. Que además de los indicadores de gestión y de desempeño institucional 
tradicionales, se incorporen indicadores de género.

3. Que se constituya en la estructura de la ASF un área especializada en 
género, discriminación y pobreza.

4.	 Que el personal de la ASF se capacite en el tema de presupuestos 
públicos con enfoque de género.

5.	 Que los criterios, procedimientos, métodos y sistemas para la 
revisión y fiscalización de la Cuenta Pública y del Informe de Avance 

12 Ronda Sharp, “Economía y Política de la auditoría de presupuestos gubernamentales según sus efectos de 
género” en la revista Investigación Económica, vol. LXI: 236, abril-junio de 2001, pp. 45-76.
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de Gestión Financiera se realicen tomando en cuenta la perspectiva 
de género y no sólo con los principios tradicionales de la contabilidad 
gubernamental.13 

13 El pasado 19 de abril de 2007, las diputadas Laura Angélica Rojas Hernández y María Gabriela González 
Martínez presentaron una iniciativa con proyecto de decreto para reformar el artículo 14 de la Ley de 
Fiscalización Superior de la Federación, dicha propuesta representa el primer intento -al día del cierre de 
la convocatoria para concursar en este certamen- por consolidar la transversalidad de género a lo largo 
de todo el proceso presupuestario en México. A nuestro juicio, deberá ser perfeccionada en las siguientes 
etapas del proceso legislativo pues se encuentra demasiado acotada (exclusivamente busca determinar 
“…si las acciones dirigidas a mujeres y los programas con perspectiva de género cumplen con la promoción 
de la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres…”). La Comisión de Vigilancia de la 
Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados deberá reflexionar sobre los beneficios que 
traería ampliar la propuesta de las legisladoras hacia otros procesos, materias, facultades y organización 
interna de la propia ASF, como por ejemplo, para comprobar si el mecanismo de distribución, operación 
y administración de los recursos federales otorga acceso equitativo a todos los grupos sociales y géneros. 
Brindar los instrumentos necesarios para que la ASF pueda elaborar verdaderas auditorías sensibles al 
género es fortalecer las instituciones del Estado, ello serviría de base para evaluar realmente las metas 
y plazos de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, entre los que destaca la erradicación de la pobreza 
extrema y la promoción de la igualdad entre los géneros.
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LA FISCALIZACIÓN SUPERIOR Y LA RENDICIÓN DE 
CUENTAS EN LA COORDINACIÓN FISCAL EN MÉXICO

Por Jaime René Jiménez Flores

Introducción

Dentro del proceso de fortalecimiento de fiscalización superior y 
rendición de cuentas, resulta inaplazable la reestructuración de la gestión 
gubernamental, lo cual hace necesaria la implantación de nuevas reformas 
que abarquen los tres niveles del sector público, entre las que destacan: la 
medición del desempeño, la gestión del gasto público, la responsabilidad 
financiera y la transparencia en las finanzas públicas.

Esas reformas deberán promoverse con la finalidad de lograr 
administraciones orientadas a resultados. En este sentido, las haciendas 
públicas de los tres órdenes de gobierno, son un campo fértil para la 
fiscalización superior.

En este proceso de transformación, las reglas de procedimiento o reglas 
de transparencia involucran la información disponible sobre cuánto cubre 
el presupuesto del total de las erogaciones de los gobiernos,  así como la 
promulgación, actualización y mejora de la normativa y sobre todo de las 
leyes de transparencia.

Además se consideran también las denominadas reglas de procedimiento 
que tienen que ver con las relaciones de jerarquía en los diferentes momentos 
del proceso presupuestario; el poder de las áreas de finanzas sobre los demás 
sectores en la etapa de elaboración; las relaciones del Poder Ejecutivo con 
el Congreso de la Unión en la etapa de aprobación; y las facultades que 
el manejo de flujo de efectivo otorga a las secretarías de finanzas de las 
entidades federativas durante el ejercicio presupuestario.
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Un aspecto medular de las reformas tiene que ver con las reglas fiscales, que 
comprenden reglas numéricas para el gasto, el déficit y el endeudamiento, el 
uso de marcos fiscales de mediano plazo, restricciones en el endeudamiento 
de los gobiernos estatales y locales, la creación de fondos o reservas de 
estabilización y protección de los ingresos estatales y la aplicación de reglas 
de responsabilidad fiscal. 

En general, el diagnóstico de estas reformas nos indica que además de 
obedecer a las particularidades de nuestro país, normalmente han estado 
determinadas por los objetivos de política y su éxito depende en gran medida 
de la coyuntura en que se instrumentan, del esquema de incentivos en el 
sector público y del contexto político, en un proceso de retroalimentación.

Es menester mencionar que la fiscalización superior es un elemento 
medular que califica las acciones de un gobierno, en sus diferentes ámbitos, 
así como en la coordinación intergubernamental. En un sentido amplio esto 
se aprecia en: las dimensiones de acceso fácil y oportuno a información 
fidedigna, completa, comprensible y comparable; y en la obligación de los 
gobernantes de rendir cuentas a los ciudadanos. La falta de transparencia no 
sólo en relación con el público sino también con la toma de decisiones dentro 
del ámbito gubernamental.   Pero para ello es necesario fijar y cumplir metas 
de consolidación presupuestaria, de claridad institucional en la recaudación 
tributaria, y en la asignación de bienes públicos, modernizar la capacidad 
técnica para preparar y proveer datos oportunos y confiables; y la voluntad 
para transparentar las acciones públicas y rendir cuentas de una mejor 
manera.

1. Antecedentes
Desde hace algunos siglos, existe conciencia de lo que es el buen y el mal 

gobierno, y puede afirmarse que no se trata de un tema nuevo. Sólo como un 
ejemplo, basta señalar que el experto argentino-húngaro George Kopits1  ha 

1 Véase al respecto George Kopits, “Calidad de Gobierno: Transparencia y Responsabilidad”, documento 
presentado en la Conferencia sobre Transparencia y Desarrollo en América Latina y el Caribe, organizada 
por el Departamento Legal y la División del Estado y Sociedad Civil del Departamento de Desarrollo 
Sostenible, Banco Interamericano de Desarrollo, Mayo 2000.
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destacado que en el Palacio Público de Siena, hay una expresión gráfica de la 
calidad de gobierno, realizada por Ambrogio Lorenzetti entre los años 1338 y 
1340, donde el buen gobierno es representado por símbolos del bien común, 
incluyendo las principales virtudes, armonía, justicia y abundancia material 
en el comercio y la producción agrícola. En tanto que el mal gobierno retrata 
la tiranía, con símbolos de vicios como la injusticia y el engaño.

En la visión del siglo XXI pueden señalarse varios casos que se constituyen en  
antecedentes  de esta temática. En primer lugar puede citarse la obra clásica de 
Amilcare Puviani ”Teoría de la ilusión financiera”, la cual se constituye como el 
primer análisis sistemático de las causas y los efectos de lo oculto en el campo 
tributario y en el gasto público, llegando a considerar como una de las causas 
básicas de la falta de una buena fiscalización y, por ende, de transparencia a 
la estrecha relación entre gobernantes y grupos de interés. 

Por su parte, el último Presidente soviético Mikhail Gorbatchev, a mediados 
de la última década del siglo pasado en la URSS, lanzó una campaña para 
erradicar la opacidad en un último esfuerzo por salvar la economía soviética, 
tratando de corregir la opacidad de la administración publica2.

En la misma vertiente, en 1994 el “Fiscal Responsibility Act”, promulgado 
en Nueva Zelanda, dio un paso muy importante hacia la disciplina fiscal al 
establecer criterios contables transparentes y obligar al gobierno a informar 
al público y rendir cuenta de sus actos. Se convierte de esta forma en un 
modelo internacional de transparencia y responsabilidad gubernamental. 

Finalmente, ha resultado de gran trascendencia que en el año 2000 en el 
ámbito internacional, se aprobara en el Fondo Monetario Internacional (FMI), el 
Código de buenas prácticas sobre transparencia en el sector público, prácticas  
recomendadas a los 180 países miembros del FMI y del Banco Mundial.

Con el fin de establecer un marco de referencia es importante considerar 
algunos aspectos referidos a la definición de la transparencia, sus causas y 
los argumentos a favor  de la misma.

2 Véase al respecto George Kopits, op. cit.
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Para Kopits3 una buena fiscalización significa acceso fácil y oportuno 
a información fidedigna, completa, comprensible y comparable. La 
transparencia conlleva la obligación de los gobernantes de rendir cuentas 
a los ciudadanos.

Más específicamente, para José Luis Tesoro4, el concepto de “Fiscalización 
Superior” se refiere “al deber de los poderes públicos de exponer y someter 
al análisis de la ciudadanía la información relativa a su gestión, al manejo 
de los recursos que la sociedad les confía, a los criterios que sustentan sus 
decisiones, y a la conducta de sus servidores (…) Se trata de un principio 
inminente de la democracia republicana, cuyo ejercicio puede inducir 
transformaciones positivas en las relaciones entre el Estado y la Sociedad”.

En la Convención Nacional de las Haciendas Públicas de México realizada 
en el año 2004, se precisó al respecto que “la transparencia y la rendición de 
cuentas consiste en poner a disposición de la sociedad la información que se 
origina en la administración pública y organizaciones políticas, con el fin de 
que la sociedad pueda evaluar el desempeño de las autoridades encargadas 
de manejar dichas organizaciones”5.

De conformidad con lo anterior la transparencia tiene como elemento 
distintivo la obligación, por parte de los poderes públicos y las organizaciones 
políticas que hacen uso de los recursos que les confía la sociedad, de informar 
a ésta de su administración con el fin de que se analice su desempeño.

Esto último se identifica con la fiscalización superior y la rendición de 
cuentas, la cual se refiere “al requerimiento para que los representantes den 
cuenta y respondan frente a los representados sobre el uso de sus poderes y 
responsabilidades”. Más específicamente en el ámbito político, esta rendición 
de cuentas debe entenderse como “un concepto de dos dimensiones que 

3 Véase al respecto George Kopits, op. cit.

4 José Luis Tesoro, Transparencia pública y medios virtuales”, edit, Revista Probidad, Octava Edición, Mayo-
Junio/2000, página en Internet, http://www.revistaprobidad.info/008/art06.html 

5 Convención Nacional Hacendaria (2004 a), Trabajo 1, Marco de Referencia Teórico, apartado 3.5.1, México, 
edit. mimeo, Enero de 2004
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denota, por un lado, la obligación de los políticos y funcionarios públicos 
de informar y justificar sus actos (answerability) y, por el otro, la capacidad 
para imponer sanciones negativas a los funcionarios y representantes que 
violen ciertas formas de conducta (enforcement)”. Desde este punto de vista, 
la rendición de cuentas implica responsabilidad no en el sentido moral, 
sino en el social-jurídico de ser responsable de algo ante alguien, esto es 
un sentido de información obligada (no opcional) y de información sobre el 
cumplimiento o incumplimiento de la responsabilidad6.

El concepto de rendición de cuentas también se puede apreciar desde 
una perspectiva horizontal y otra vertical, la primera se desarrolla entre 
instituciones del mismo nivel jerárquico, pero independientes entre sí, y la 
segunda se realiza mediante de las agrupaciones ciudadanas y los medios 
de comunicación, los cuales con su acción, hacen que el gobierno pueda ser 
sancionado socialmente e incluso pueden incluir nuevos temas a la agenda 
pública7.

Entre algunas de las causas que promueven la opacidad pueden 
mencionarse:

• El ocultamiento deliberado con la intención de postergar y eludir un 
ajuste macroeconómico cuando el país lo necesita;

• La dificultad de cumplir ciertas metas, especialmente metas cuantitativas 
de política económica;

• La protección de intereses particulares;
• La limitada capacidad técnica para preparar y proveer de datos oportunos 

y fiables.

Conforme a lo anterior, en un régimen democrático, de una sociedad 
abierta, donde “el pueblo quiere saber de qué se trata”8, algunos de los 
argumentos a favor de la fiscalización superior se referirían a que tanto 

6 Sobre estos conceptos de “rendición de cuentas”, puede verse a Eloisa Flores Aline, quien cita a Mc Lean, 
Schedler y Luis F. Aguilar, en su estudio “Corrupción, democracia y rendición de cuentas. El caso mexicano” 
publicado en www.asofis.org.mx/PubasF/P1certamen.pdf

7 Al respecto puede verse Pedro Vásquez Colmenares, La política no basta. Cómo llegar al México que 
queremos, AGT Editor, México, 2006, pp. 133-134

8  George Kopits, op. cit. 
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ésta como la responsabilidad, son indispensables para la buena gestión y el 
buen gobierno, lo que permite por una parte reducir las oportunidades de 
corrupción y por otra promover la credibilidad del gobierno. Esto aunado a 
una adecuada rendición de cuentas permitiría adicionar al gobierno además 
de la legitimidad electoral, la legitimidad política9.

En el ámbito económico, la falta de transparencia y de responsabilidad en 
el sector público suele contribuir a la desestabilización macroeconómica, en 
tal sentido, si bien ambas, por sí solas, no garantizan un buen desempeño de 
la economía, contribuyen a lograrla. Desde esta perspectiva, sin una buena 
fiscalización y sin rendición de cuentas, el nivel de actividad y bienestar se 
reduce significativamente.

Sin embargo, sin dejar de subrayar la importancia de la transparencia, 
temporalmente podría justificarse la falta de ésta, en los casos de que la 
información prematura pudiera diluir el impacto deseado de una medida de 
política económica, o favorecer sobre todo a ciertos grupos particulares, lo 
que propiciaría en un problema de injusticia y  desigualdad.

En el ámbito institucional, debe subrayarse que dentro del sector público, 
es sumamente importante:

• Mantener límites bien definidos, esto es, delimitar con claridad las 
funciones entre el sector público y el sector privado;

• Establecer una clara asignación de responsabilidades y recursos entre 
niveles nacionales y locales de gobierno;

• Eliminar la discrecionalidad en la distribución de recursos presupuestarios, 
así como en las transferencias;

• Establecer reglas fiscales para el ejercicio presupuestario;
• Dar transparencia al proceso presupuestario en todos los niveles de 

gobierno y en todas sus fases;
• Homologar la contabilidad gubernamental;
• Establecer indicadores de desempeño, y
• Desarrollar un proceso de fiscalización impecable.

9  Al respecto puede verse Pedro Vásquez Colmenares, op.cit., p. 128
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En este último punto, resulta de gran importancia el papel que desempeña 
la contabilidad, donde la transparencia de las cuentas públicas debe contener 
el suficiente detalle sobre el ejercicio fiscal y esto va para los tres órdenes de 
gobierno. 

La clasificación clara de las operaciones del gobierno, requiere un desglose 
adecuado del ingreso por categoría de impuestos y del gasto por criterio 
económico y funcional, así como un grado adecuado de desagregación.

Un sistema de contabilidad adecuado facilita la fiscalización, esto es, el 
proceso mediante el cual “se lleva a cabo la revisión, inspección y evaluación 
exhaustiva de la gestión pública para comprobar si las entidades públicas o 
privadas que reciben recursos públicos los administran, manejan y asignan 
conforme a lo establecido en las leyes, planes y programas vigentes”10. 

Para finalizar este apartado conviene señalar que la fiscalización superior, 
la transparencia y la responsabilidad en el sector público han progresado en 
forma importante durante la última década, debido a:

• La participación ciudadana en la rendición de cuentas con mayor 
transparencia en las políticas públicas;
• La globalización de los mercados financieros requieren en alto 
grado de transparencia. Las calificadoras y las evaluaciones de los 
organismos internacionales requieren mayores grados de transparencia, 
particularmente en las haciendas públicas (ingreso, gasto y deuda), así 
como en las adquisiciones y obra pública de gobierno.

2. Leyes de Transparencia y Acceso a la Información11 
Al igual que en el ámbito Federal12, en años recientes, en los gobiernos locales 

10   Convención Nacional Hacendaria (CNH, 2004 a), op.cit.
11  La información estadística utilizada en este apartado se ha tomado del Diagnóstico Integral de las 

Haciendas Públicas Estatales y Municipales 2006, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP-
UCEF: 2006).

12  Aunque “desde 1977, en el artículo 6º constitucional, se garantiza el derecho a la información, sin embargo 
se carecía de reglamentos complementarios que permitieran el ejercicio pleno de este derecho. Tuvieron 
que transcurrir 25 años y que ocurriera un cambio de régimen político para que en nuestro país (en 2002) 
se sentaran las bases legales que permitieran al ciudadano tener acceso a la información pública, mediante 
la Ley Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental”, véase Pedro Vásquez Colmenares, op. 
cit., p. 135
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de México se ha fortalecido la existencia de un marco normativo acorde con sus 
características específicas, con disposiciones legales que regulan el derecho de los 
ciudadanos a ser informados  y la obligación de los  gobernantes a informar.

Aunque toda la información de los gobiernos y organismos estatales es 
pública en su origen, existen una serie de aspectos que implican problemas 
que deben atenderse por ejemplo:

• Dado que la información se clasifica de acuerdo con la Legislación 
local correspondiente se reduce la posibilidad de contar con datos 
homogéneos.  
• De igual forma, cuando por una parte, resulta necesario en las 
legislaciones locales establecer los procedimientos y las atribuciones 
que garanticen el derecho a la información, con el fin de que cualquier 
ciudadano pueda acceder a la información pública, por otra, se debe 
garantizar la protección y confidencialidad de cierto tipo de datos que 
estén en poder de los entes estatales.

Al respecto, existen avances significativos en la materia,  ya que si en 
2002, sólo cinco entidades federativas (Aguascalientes, Jalisco, Michoacán, 
Querétaro y Sinaloa) contaban con una Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información, para el 2005 llegó a 28; sólo faltan Chiapas, Hidalgo, Oaxaca 
y Tabasco.

Con estos avances en el acceso a la información se está ampliando la 
comunicación entre gobierno y ciudadanos. Además, con la evolución, 
transformación y aplicación de estas Leyes, se consolida la cultura de 
transparencia y el acceso a la información pública. 

En este mismo contexto, ocho entidades federativas, mediante sus 
congresos locales, han impulsado el fortalecimiento municipal, con la 
creación de leyes municipales de transparencia y acceso a  la información, 
permitiendo que los municipios integren en sus leyes características propias 
acordes con sus necesidades. De esta forma, 29 municipios cuentan con la 
Ley correspondiente, localizados en: Coahuila, Colima, Durango, Guanajuato, 
Jalisco, México, Nuevo León y Sinaloa. 
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2002: Aguascalientes, Jalisco, 
Michoacán, Querétaro y Sinaloa. 
2003: Se suman Coahuila, Colima, 
Distrito Federal, Durango, Guanajuato, 
Morelos, Nuevo León y San Luis 
Potosí.
2004: Se añaden México, Nayarit, 
Puebla, Quintana Roo, Tamaulipas, 
Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y 
Zacatecas.
2005: Se agregan Baja California, Baja 
California Sur, Campeche, Chihuahua, 
Guerrero, y Sonora.
Entidades que no cuentan con Ley: 
Chiapas, Hidalgo, Oaxaca y Tabasco

Fuente: SHCP con base en datos de las Entidades Federativas

Entidades que cuentan con Ley de Transparencia
(acumulado por año de publicación)

Un aspecto que resulta de gran importancia en el marco de la aplicación de 
las distintas Leyes de Transparencia y Acceso a la Información de las Entidades  
Federativas, es la creación de organismos o instituciones estatales cuyos objetivos 
sean la promoción, regulación y garantía del derecho ciudadano de acceso a 
la información.  Entre sus objetivos tienen el de coordinar el cumplimiento de 
la ley, así como vigilar el correcto cumplimiento de las disposiciones legales en 
la materia y el procedimiento de acceso a la información.  

Municipios por Entidad Federativa que cuentan con Ley de Transparencia, 
2005

Fuente: SHCP con base datos de las Entidades Federativas
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De las 28  entidades que cuentan con Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información, 18 han creado organismos con estas funciones: 10 Comisiones, 
7 Institutos y 1 Consejo, como se observa en la siguiente gráfica:

Institutos: 
Coahuila, Guanajuato, Jalisco, 
México, Morelos, Quintana Roo y 
Yucatán
Comisiones: 
Colima, Durango, Michoacán, 
Nayarit, Nuevo León, Puebla, 
Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa 
y Zacatecas.
Consejos:     
Distrito Federal.

Entidades que no cuentan con 
Organismo: Aguascalientes, Baja 
California, Baja California Sur, 
Campeche, Chiapas, Chihuahua, 
Guerrero, Hidalgo, Oaxaca, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala y 
Veracruz

Fuente: SHCP con base en datos de las Entidades Federativas

Institutos, Comisiones y Consejos de Transparencia y
Acceso a Información, 2005

Otro elemento que favorece la transparencia y el acceso a la información 
es la disponibilidad de páginas electrónicas, al respecto, aunque las 32 
entidades federativas cuentan con una página, sólo 26 de ellas tienen una 
ventana de transparencia, en donde presentan  información a disposición de 
la ciudadanía sin necesidad de que exista una solicitud previa, este icono 
comprende diversos aspectos sobre constitución, organización, estructura, 
gestión de dependencias, directorio de servidores públicos, sueldos y salarios. 
En este mismo contexto, únicamente 22 entidades presentan acceso a la 
información de manera directa, como se observa en la gráfica siguiente: 
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Institutos, Comisiones y Consejos de Transparencia y
Acceso a Información, 2005

Fuente: SHCP con base en datos de las Entidades Federativas

3. El Registro de Obligaciones y Empréstitos como Promotor de la 
Rendición de Cuentas en las Entidades Federativas

El marco legal y los mecanismos utilizados en la coordinación fiscal 
respecto del Registro de Obligaciones y Empréstitos pueden señalarse como 
elementos que promueven la fiscalización superior de las finanzas públicas 
de las entidades federativas y municipios del país.

Debe destacarse, en primer lugar, que el artículo 9° de la Ley de Coordinación 
Fiscal, el cual es el eje sobre el que se sustenta el registro de obligaciones 
y empréstitos, el cual por cierto en la actualidad no resulta obligatorio, sino 
de tipo informativo, tiene sus antecedentes en el “Decreto del 20 de junio de 
1935”, en el cual se prevenía que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP), debería llevar un registro de los compromisos que contrajeran los 
estados, municipios, Distrito y territorios federales. 

Por su parte, el reglamento establece además que en el registro serán 
inscritas las obligaciones directas o contingentes contraídas para inversiones 
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públicas productivas por los estados, el Distrito Federal o los municipios en los 
términos de la Ley  de Coordinación Fiscal y del propio reglamento, cuando 
ellos soliciten  que las participaciones que a cada uno corresponden en ingresos 
federales queden afectadas en garantía de pago de dichas obligaciones.

Dentro de los antecedentes de este artículo puede señalarse que el 15 de 
diciembre de 1995 fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación las 
modificaciones al artículo  9° de la Ley de Coordinación Fiscal. Conforme a lo 
dispuesto en el tercer párrafo del citado artículo 9°, vigente a partir del 1º de 
enero de 1996, cada entidad federativa y sus municipios, efectuarán los pagos 
de sus obligaciones garantizadas con sus participaciones federales,  de  acuerdo  
con los mecanismos establecidos en sus propias leyes de deuda pública.

Por su parte, el reglamento fue modificado por Decreto de 28 de enero de 
2000, para incluir entre los requisitos para la inscripción en el registro, a que 
se refiere dicho ordenamiento, que se acredite la publicación, en un diario 
de circulación local y en uno de circulación nacional la información fiscal y 
financiera que la entidad solicitante considere relevante del año calendario 
precedente y de estar disponible, la del primer semestre del año en curso. 
Asimismo, que acredite que se encuentra al corriente en el pago de los 
empréstitos contratos con las instituciones de banca de desarrollo. 

También en el artículo decimotercero de los Transitorios del Decreto citado, 
se llegó a establecer en su fracción III que: “La reforma al tercer párrafo del 
artículo 9° de la Ley de Coordinación Fiscal, no será aplicable a la deuda 
contraída por las entidades federativas y municipios al 31 de diciembre de 
1995”. La reforma al artículo 9° citado fue para establecer expresamente 
que “Las  Entidades y Municipios, efectuarán los pagos de las obligaciones 
garantizadas con la afectación de sus participaciones, de acuerdo con los 
mecanismos y sistemas de registro establecidos en sus leyes estatales de 
deuda. En todo caso las entidades federativas deberán contar con un Registro 
único de Obligaciones y Empréstitos”. 

Actualmente el artículo 9° de la Ley de Coordinación Fiscal establece que 
“Las participaciones que correspondan a las entidades y municipios son 
inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a 
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retención, salvo para el pago de obligaciones contraídas por las Entidades o 
Municipios, con autorización de las  legislaturas locales e inscritas a petición 
de dichas Entidades ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el 
Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y Municipios”.

Como se puede apreciar, las reformas del artículo 9º del Reglamento 
de la Ley de Coordinación Fiscal tuvieron el objetivo de dar mayor 
transparencia al manejo de la deuda pública que es responsabilidad de las 
entidades federativas y municipios, y para que los pagos de obligaciones 
garantizadas con la afectación de participaciones se hiciera de acuerdo con 
los procedimientos y sistemas de registro establecidos en las leyes estatales 
de deuda pública.

La solicitud de inscripción debe emanar de la entidad deudora, como 
dueña de sus participaciones, en consecuencia, los acreditantes para solicitar 
este registro, deberán en el contrato o título de crédito que documente la 
operación incluir una cláusula que les confiera poder para tales efectos o 
bien, presentar un poder al mandato otorgado mediante oficio expedido 
por la autoridad competente de la entidad deudora, o ante notario público, 
según la legislatura local. Incluso el congreso de la entidad de que se trate 
puede, en el decreto de autorización respectiva facultar a su acreditante para 
realizar las gestiones tendentes a la inscripción.

La solicitud deberá contener, cuando menos, la información siguiente: 
1) deudor  directo; 2) acreedor; 3) deudor solidario; 4) importe; 5) destino; 
6) tasa de interés; 7) comisiones; 8) plazo; 9) amortizaciones 10) fuente de 
pago, y 11) garantía.

A dicha solicitud se deberá acompañar lo siguiente: 
• Que el solicitante, bajo protesta de decir verdad, manifieste que  se  
trate de obligaciones pagaderas en México y en moneda nacional, 
contraídas con entidades o personas de nacionalidad mexicana, 
conforme a las bases que establezcan las legislaturas locales, por los 
conceptos y hasta por los montos que las mismas fijen anualmente en 
los respectivos presupuestos. Tratándose de obligaciones que se hagan 
constar en títulos de crédito, se ha indicado en el texto de los mismos que 
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sólo podrán ser negociados dentro del territorio nacional con entidades 
de nacionalidad mexicana; 
• Que la legislatura local autorizó previamente que se contraiga 
la obligación afectando las participaciones en ingresos federales 
que correspondan al propio estado, en su caso, al municipio 
correspondiente; 
• Que se acredite la publicación, en un diario de circulación local y en 
uno de circulación nacional, de la información fiscal y financiera, Para 
tal efecto, al momento de entregar la solicitud, deberá presentarse la 
publicación de la información del año calendario precedente al de la 
solicitud de inscripción y, de estar disponible, la del primer semestre del 
año en curso. Y que la entidad solicitante acredite que se encuentra al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones que tenga contratadas 
con las instituciones de la banca de desarrollo.

Además de lo señalado en este artículo, a la solicitud de inscripción que se 
presente, se deberá acompañar un ejemplar de la publicación en el órgano oficial 
que corresponda de la autorización otorgada por el congreso local a la entidad 
federativa o municipio para afectar sus participaciones en ingresos federales, así 
como la documentación a que se refiere el artículo 6º  del reglamento. 

Conviene señalar que el artículo 6º se refiere a un ejemplar original 
del instrumento jurídico en el que se haga constar la obligación directa o 
contingente cuya inscripción se solicite, y en el caso de obligaciones que se 
documenten por medio de títulos de crédito, copia certificada de los mismos, 
y un ejemplar de la certificación de que la obligación materia de la solicitud, 
se encuentra inscrita en el Registro Único de Obligaciones y Empréstitos de la 
entidad solicitante, a que hace referencia el artículo 9° de la Ley. Todos estos 
requisitos están establecidos en el Artículo 9° del Reglamento de la Ley de 
Coordinación Fiscal en materia de Registro de Obligaciones y Empréstitos de 
Entidades Federativas y Municipios del 15 de octubre de 2001.

Todo lo anterior ha permitido promover una mayor transparencia así como 
una mayor competencia bancaria, lo que se ha traducido en un menor costo 
y un mayor acceso a los distintos tipos de financiamiento por parte de las 
Entidades Federativas, los Municipios y sus organismos.
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4. Homologación de los sistemas de contabilidad gubernamental

Un reto para la transparencia y la rendición de cuentas en México es el de 
la homologación de los Sistemas de Contabilidad Gubernamental13. 

Al respecto puede señalarse que en las entidades federativas existe una 
amplia diversidad en sistemas de información administrativa y financiera, 
sistemas contables deficientes o limitados y Cuentas Públicas, Leyes 
de Ingresos y Presupuestos de Egresos incompatibles. Tal situación fue 
abordada en la Declaratoria a la Nación de la Convención Nacional de las 
Haciendas Públicas14: “falta de armonización entre los diferentes conceptos 
de ingreso, gasto y deuda, los criterios contables, así como la manera en que 
los resultados son informados en los congresos locales y a los ciudadanos”.

En virtud de su soberanía en su mayoría, cuentan con leyes locales que 
sólo establecen regulaciones generales, por tal motivo, una característica de 
la información de las finanzas públicas de las entidades federativas es su 
heterogeneidad15.  

Esto se aprecia en la información que se reporta oficialmente en las 
cuentas públicas estatales, donde salvo los totales de los diferentes capítulos 
de ingreso y de gasto, sus rubros integrantes varían en periodos cortos, en 
ocasiones cada año. Esta situación dificulta:

• La identificación y seguimiento de la evolución del ingreso, el gasto y 
el financiamiento.
• La elaboración de análisis comparativos en términos analíticos por 
grupos de entidades e incluso, en varios casos, de una misma entidad a 
lo largo de un mismo periodo.

13   Esto ha adquirido tal relevancia que en la Convención Nacional de las Haciendas Públicas, dentro de los 
acuerdos, el tema de la homologación fue aprobado por unanimidad por los participantes en el Consejo 
Directivo, esto es, por los gobernadores, presidentes municipales y el Gobierno Federal.  

14  CNH (2004 b), Declaratoria a la Nación y Acuerdos, punto “3.7 Transparencia, Fiscalización y Rendición de 
Cuentas”, México, 17 de agosto de 2004.

15  Al respecto el Banco Mundial (junio 2005) en su documento “México. Asistencia técnica a nivel estatal para 
establecer indicadores de desempeño en adquisiciones, gasto público y gestión financiera”, señala que “la 
falta de armonización de los procesos presupuestales y la contabilidad gubernamental entre los estados y 
los tres niveles de gobierno provoca que cierta información sobre los indicadores no se pueda comparar sin 
alguna forma de proceso de compilación o verificación” (véase página 36 del documento citado).
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Alto Grado: 
Chiapas, Distrito Federal, México, 
Oaxaca, Puebla y Veracruz.

Posibilidades factibles en el 
corto plazo: 
Campeche, Durango, Guanajuato, 
Jalisco, Michoacán, Nuevo León, 
Quintana Roo, San Luis Potosí, 
Sonora y Tabasco.

Grado Intermedio: 
Aguascalientes, Baja California, 
Coahuila, Chihuahua, Guerrero, 
Hidalgo, Morelos, Querétaro, 
Sinaloa, Tamaulipas, Yucatán y 
Zacatecas.

Bajo Grado: 
Baja California Sur, Colima, 
Nayarit y Tlaxcala.

Fuente: SHCP Con base en datos de las Entidades Federativas.

Grado de Armonización de las Cuentas Públicas Estatales 
con la Federal

Transparencia u opacidad de las cuentas públicas estatales

La Cuenta Pública es un instrumento que debe mostrar los resultados de la 
gestión financiera, para la rendición transparente, suficiente y oportuna de 
la ejecución de la Ley de Ingresos, del Ejercicio del Presupuesto de Egresos 
de la Federación y la administración de la deuda del sector público de cada 
orden de gobierno, sin embargo, en muchos casos estos documentos omiten 
datos relevantes.  La conformación de sus cuentas públicas se aprecia en el 
cuadro siguiente:

A lo anterior hay que sumar que 16 entidades federativas guardan un 
intermedio o grado bajo de armonización con el Gobierno Federal.
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Por otra parte, debe destacarse que, a pesar de la amplia participación de 
las entidades federativas en los diversos trabajos desarrollados por el Grupo 
Técnico de Contabilidad Gubernamental así como de la extensa difusión de 
documentos que aportan un marco de referencia común para coadyuvar en 
el desarrollo de los esquemas referidos, la información incluida finalmente 
se incluye en las cuentas públicas de algunas entidades, continúa siendo 
insuficiente, como se puede observar en el cuadro siguiente:

Carencias de información en conceptos que se reportan 
en las Cuentas Públicas de las Entidades Federativas, 2004

Conceptos Entidades
No. de 

Entidades
No Reportan algunos 
de sus Fondos de 
Aportaciones Federales 
(Ramo 33)

Baja California Sur ¹/ y Guerrero ¹/

2

No desagrega información 
del Fondo de Aportaciones 
Federales Ramo 33

Puebla
1

No desglosan 
participaciones

Guerrero; México ²/ y Morelos
3

Expresamente no reportan 
PAFEF

Colima y  Puebla
2

Expresamente no reportan 
FIES

Colima; Jalisco; Puebla; Sonora y Querétaro
5

No Reportan 
Participaciones por 
Municipio

Coahuila; Colima; Chihuahua; Jalisco; 
Distrito Federal; México; Puebla; Sinaloa; 
Sonora; Tamaulipas y Tlaxcala

11

No Reportan Aportaciones 
por Municipio

Baja California Sur; Coahuila; Colima; 
Chihuahua; Hidalgo; Jalisco; Distrito Federal 
3/; México; Nayarit; Oaxaca; Puebla; Sinaloa; 
Sonora y Tabasco

15

No Registran o No 
Desglosan Serv. de Deuda

Baja California Sur; Coahuila; Nayarit y 
Puebla

4

¹/ No reporta FASP
²/ Sólo reporta los ingresos por incentivos económicos.
3/ En el caso del Distrito Federal a sus delegaciones políticas.
Fuente: Elaborado con base en las cuentas públicas de las entidades federativas 
para  2004.
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Ley de Ingresos
La Ley de Ingresos es el documento que otorga legalidad y validación a 

diversas leyes relativas a las contribuciones necesarias para financiar el gasto 
público.  Al respecto, a continuación se presenta un cuadro con las entidades 
federativas que omiten información importante, para la transparencia, los 
legisladores y los ciudadanos. 

Conceptos que no se reportan en las Leyes de Ingresos 2006

Conceptos Entidades No. de
Entidades

No desagregan las 
participaciones por 
tipo de Fondo

Baja California; Coahuila; Guerrero; Morelos; Nayarit; 
Nuevo León y Puebla

7

No reportan el PAFEF Baja California; Campeche; Coahuila; Guanajuato; 
Guerrero; Hidalgo; Nayarit; Nuevo León; Oaxaca; 
Puebla; Tamaulipas y Tlaxcala

12

No reportan FIES Baja California Sur; Campeche; Coahuila; Colima; 
DF; Durango; Guanajuato; Guerrero; Hidalgo; Jalisco; 
México; Morelos; Nayarit; Nuevo León; Oaxaca; Puebla; 
Querétaro; Quintana Roo; San Luis Potosí; Sinaloa; 
Tamaulipas; Tlaxcala; Yucatán; y Zacatecas

24

Sin cifras en el texto 
de la ley

Baja California y Coahuila * 2

* Los montos estimados los presenta en documento anexo.
Nota: Actualizado a abril de 2006.
Fuente: Elaborado con base en las Leyes de Ingresos de las entidades federativas 2006, 
publicadas en sus periódicos oficiales.

Presupuesto de Egresos
El presupuesto es un instrumento de política económica de carácter jurídico, 

que utiliza el gobierno para el desempeño de sus funciones en cada ejercicio 
fiscal, en el cual se consigna el gasto público.

Se dan a conocer los programas y sus montos, así como los recursos que ejercerán 
otros niveles de gobierno a través de transferencias intergubernamentales y 
otros organismos públicos. Esta información, cuando es clara y oportuna, resulta 
útil para asignar dichos recursos en función de las necesidades particulares de 
cada ejecutor del gasto, sin embargo, como se muestra en el cuadro siguiente, 
todavía en algunas entidades federativas la información es insuficiente
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Conceptos Entidades No. de
Entidades

No presenta 
montos estimados 
de Participaciones 
y/o aportaciones por 
municipio

Baja California; Baja California Sur; Campeche; 
Coahuila; Colima; Chiapas; Chihuahua; Guanajuato; 
Guerrero; Hidalgo; Distrito Federal1/ ; México; 
Michoacán; Nayarit; Nuevo León; Oaxaca; Puebla; 
Querétaro; Quintana Roo; San Luis Potosí; Tlaxcala; 
Veracruz; Yucatán y Zacatecas

24

No presenta sueldos 
de funcionarios por 
nivel

Baja California; Baja California Sur; Coahuila; Colima; 
Chiapas; Chihuahua; Durango; Guanajuato; Guerrero; 
México; Michoacán; Oaxaca; Puebla; Querétaro 2/; 
Quintana Roo; San Luis Potosí ; Tabasco; Tamaulipas; 
Tlaxcala y Zacatecas

20

Sólo presenta sueldos 
de algunos niveles 3/

Nuevo León y Sonora 2

En el caso de las participaciones y las transferencias en general los 
avances en transparencia han sido paulatinos; las quejas de los presidentes 
municipales han sido reiteradas, aunque no siempre fundamentadas. El 
problema es la información, tanto su transparencia como su disponibilidad.  

Hay casos históricos como la denuncia que a principios de los noventa 
el Municipio de Hermosillo presentó equivocadamente ante la extinta 
SECODAM (hoy Secretaría de la Función Pública), no acudiendo a los órganos 
del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal.  Destacan la del Municipio 
de Oaxaca entre 1996 y 1998 contra el Gobierno del Estado por el pago 
insuficiente y a destiempo de las participaciones, y la más conocida, la de 
Acapulco contra el Gobierno de Guerrero por la retención de un porcentaje de 
las participaciones, asunto que fue planteado ante la Comisión Permanente 
de Funcionarios Fiscales (CPFF) e incluso llegó a la Suprema Corte de Justicia 

1/ No tiene municipios
2/ No presenta sueldos del poder ejecutivo, sólo presenta los de algunos funcionarios 
del poder judicial
3/ Regularmente no presenta sueldos hasta nivel de Jefatura de Departamento o su 
equivalente.
Nota: Actualizado al mes de abril de 2006. 
Fuente: Elaborado con base en los presupuestos de egresos de las entidades federativas 
para 2006.

Conceptos que no se reportan en los Presupuestos de Egresos 2006
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de la Nación, se dio la conciliación y el Gobierno de Guerrero corrigió la Ley, 
con lo que se resolvió el conflicto.

En los últimos seis años han sido constantes las solicitudes no atendidas 
de información sobre las participaciones, tanto por parte de Congresos 
Locales (Durango en 2002), como de presidentes municipales de diferentes 
estados.  Se han dado avances como la creación de Sistemas Estatales de 
Coordinación Hacendaria en Zacatecas (2005) y Guerrero (2006), que incluyen 
el establecimiento de Comités de Vigilancia para el pago correcto y oportuno 
de las participaciones. De igual manera, la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (SHCP), por medio de la Unidad de Coordinación con Entidades 
Federativas, publica detalladamente en el Diario Oficial de la Federación (más 
de 60 cuadros),  las participaciones pagadas, las difunde en las reuniones de 
la CPFF, los envía a gobernadores, asociaciones de presidentes municipales, 
congresos locales, órganos de fiscalización de los mismos, etcétera.

Las fórmulas de distribución de los recursos son diferentes entre los 31 
estados, cada vez son más transparentes, pero algunas aún no.  En los 
últimos años destacan de manera positiva los cambios en las fórmulas de 
Tlaxcala, Oaxaca y Nuevo León.  Si las mismas utilizan variables de difícil 
obtención o que tengan márgenes de discrecionalidad en su elaboración, 
ese fenómeno no ayuda a la transparencia, así como la no desagregación de 
las transferencias no condicionadas (las participaciones) recibidas.  Mientras 
más sencillas más transparentes las fórmulas, las cuales, además, deben 
incluir términos de equidad, también es necesario que incluyan estímulos o 
premios al esfuerzo recaudatorio de los municipios.

De igual forma, se requiere mayor interés y capacitación por parte de 
los presidentes municipales.  Al respecto, la AMMAC es la Asociación 
de Presidentes Municipales que más ha avanzado en capacitación.  Los 
estados y el Gobierno Federal, por medio del INDETEC –órgano técnico del 
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal (SNCF)-, apoyan estas tareas en 
los municipios mediante cursos, diplomados y seminarios dirigidos a los 
funcionarios municipales.
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Salarios  

Un tema aparentemente secundario pero relevante por sus implicaciones y 
para la cultura del cumplimiento fiscal tiene que ver con la transparencia de 
los sueldos de los funcionarios públicos.

 
Sin embargo, desde hace algunos años se han hecho esfuerzos para que 

los gobiernos de las entidades federativas cumplan con sus obligaciones 
fiscales, que realicen y enteren las retenciones del ISPT y que se calcule 
sobre los salarios reales, no simulados.  Todavía hace unos años algunos 
funcionarios fiscales de los estados aceptaban que pagaban sus impuestos 
sobre información subestimada, esto es sobre supuestos ingresos totalmente 
disminuidos, reconocido incluso ante representantes de organismos 
internacionales.

A fines de los años ochenta y principios de los noventa se hizo un intento 
para regularizar la falta de integración y el cumplimiento irregular de los 
estados en esta materia, pero pocos asumieron esa responsabilidad.

Durante la administración del Presidente Vicente Fox (2000-2006), se 
empezaron a hacer revisiones de los estados y al plantearse el tema en la 
CPFF, se llegó a un acuerdo para ayudarles en la regularización.  El problema 
es claro: algunos estados cumplen y otros no, sin importar el origen partidario.  
Algunos gobernadores llegaron a reconocer el problema, pero argumentaban 
que no cuentan con recursos presupuestarios para pagar y que entonces 
hacerlo implicaría reducir el salario de los servidores públicos. Argumento 
incorrecto porque si se tiene una nómina se aplica la ley y ya; más grave es 
el caso de quien retiene y no entera. No es un asunto de coordinación fiscal 
ya que las personas (empleados públicos) están obligados a presentar su 
declaración impositiva cada año.

Por ello, desde 2003, se otorgó un estímulo a los estados y municipios, 
incluso a sus organismos públicos. Su dinámica ha sido la siguiente:

En 2003, la SHCP inició un programa para que entidades federativas, 
municipios y organismo descentralizados de los mismos se pusieran al 
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corriente en el pago de sus contribuciones fiscales referentes a las retenciones 
del Impuesto Sobre la Renta (ISR) que le realizan a sus trabajadores. Este 
esfuerzo se inició con un decreto que se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación (DOF) el 5 de marzo de 2003, el cual busca la regularización 
gradual en el correcto pago de las obligaciones fiscales en comento. En este 
decreto se otorgó un estímulo fiscal durante los ejercicios fiscales de 2003 a 
2005, que es auto-aplicable, es decir, se calcula y se resta de lo que se debe 
pagar y únicamente se entera la diferencia resultante. El cálculo del mismo 
se realiza a partir de una base del estímulo fiscal que se multiplica por los 
porcentajes que el decreto establece. La base del estímulo fiscal se calcula 
de acuerdo con lo siguiente:

El monto del estímulo será el que resulte de la diferencia entre el impuesto 
efectivamente pagado correspondiente a la nómina total en octubre de 2002 
adicionándolo con el ISR que corresponda a la parte proporcional del aguinaldo, 
prima vacacional y demás conceptos monetarios, y el impuesto calculado con un 
incremento en el Ingreso Bruto tal que mantenga al trabajador con el mismo Ingreso 
Neto (Piramidación). El incremento en el impuesto al que se hace referencia es el que 
corresponde por gravar todas las prestaciones, sueldos y salarios de acuerdo con la 
Ley del ISR, práctica que no se llevaba a cabo.

   ISR calculado con el incremento de la nómina correspondiente
- ISR enterado + ISR de parte proporcional de otros conceptos monetarios

			   Base del Estímulo

A partir de la publicación del decreto se tuvieron varias reuniones con las 
entidades federativas para analizar el estímulo fiscal, en las cuales se decidió 
que además de buscar una solución para el futuro (2003 en adelante) se tenía 
que solventar el pasado. De esta forma, en lo correspondiente a los años de 1999 
a 2003, fue celebrado un convenio de finiquito de adeudos entre la Federación 
y las entidades federativas, sus municipios y sus respectivos organismos, lo 
que dio lugar a la incorporación en la Ley de Ingresos de la Federación para 
2004, del texto siguiente: “Se ratifican los convenios que se hayan celebrado 
entre la Federación por una parte y los Estados, organismos autónomos por 
disposición Constitucional de éstos y los municipios por la otra, en los cuales 
se finiquiten adeudos entre ellos”. Dicho texto se reprodujo en las Leyes de 
Ingresos de la Federación para los ejercicios fiscales de 2005 y 2006.
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Mediante esos convenios se extinguían las obligaciones, determinadas o 
no, de la entidad federativa, municipio u organismos respectivos, con los 
que se haya celebrado el convenio, que tengan por los adeudos por concepto 
de Impuestos sobre Productos del Trabajo (ISPT), correspondientes a los 
ejercicios fiscales de 1999 a 2003, incluidos la actualización y los accesorios 
respectivos. Como se puede observar, los firmantes finiquitan cualquier 
monto de adeudo que constituya las reclamaciones realizadas a la Federación 
por concepto de contribuciones de cualquier naturaleza correspondientes 
a  los ejercicios de 2003 y anteriores. Sin embargo, a partir del mismo y 
con el decreto que buscaba la regularización gradual, se pretendía que las 
entidades federativas, municipios y organismos descentralizados de los 
mismos cumplieran con una obligación que sin la existencia de un programa 
como el mencionado no sería cubierta.

El convenio fue firmado por las 32 entidades federativas, por 1,092 municipios 
y por 1,112 organismos. El decreto original establece los porcentajes que se 
pueden tomar por cada ejercicio fiscal como estímulo de la base calculada. Sin 
embargo, debe desatacarse que el decreto del 5 de marzo ha sido reformado 
mediante decretos publicados en el citado órgano de difusión oficial el 23 de 
abril de 2003 y el 26 de enero de 2005. En el cuadro siguiente se muestra 
detalladamente la relación de los convenios firmados:

Entidad Municipios Poderes Organismos y 
Dependencias

Aguascalientes 5 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial      (3)

Ejecutivo, 
Legislativo y 
Judicial      (3)

Baja California 5 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial      (1)

45  Estatales; 2 
Autónomos; 6 
Municipales

Baja California Sur 4 Ejecutivo                    (1) 1    Estatal
Campeche 1 Ejecutivo                    (1) 3    Estatales
Coahuila 31 Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial     (2)
36   Estatales; 9 
Municipales

Colima 10 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial     (3)

2     Estatales; 9 
Municipales

Chiapas 111 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial

55    Estatales; 8 
Municipales

Convenio de Finiquito de Adeudos 
(Número de Entidades, Municipios y Organismos Firmantes)
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Chihuahua 2 Ejecutivo                    (1) 1     Estatal
Distrito Federal* Ejecutivo                    (1) 44 Organismos;  

16 Delegaciones
Durango 14 Ejecutivo                    (1) 23 Estatales;  6 

Municipales
Guanajuato 37 Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial       (3)
24  Estatales; 29 
Municipales

Guerrero 2 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial       (1)

3      Estatales

Hidalgo 10 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial       (1)

5      Estatales

Jalisco 117 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial       (3)

54    Estatales

México 89 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial       (1)

67 Estatales;107 
Municipales

Michoacán 89 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial       (1)

64    Estatales

Morelos 5 Ejecutivo                   (1)
Nayarit 19 Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial       (3)
13  Estatales; 9 
Municipales

Nuevo León 50 Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial  (1)

58     Estatales

Oaxaca Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial  (1)

33     Estatales

Puebla 184 Ejecutivo                   (1) 100   Estatales
Querétaro 7 Ejecutivo y judicial    (2) 5     Estatales; 1  

Municipal
Quintana Roo Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial   (1)
12   Estatales

San Luis Potosí 58 Ejecutivo                  (1) 18   Estatales
Sinaloa 15 Ejecutivo                   (1) 15    Municipales
Sonora 59 Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial   (1)
42  Estatales; 22 
Municipales

Tabasco 11 Ejecutivo                    (1)
Tamaulipas 2 Ejecutivo                    (1) 23   Estatales
Tlaxcala 59 Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial    (1)
38  Estatales; 59 
Municipales

Veracruz 93 Ejecutivo                    (1) 8     Estatales
Yucatán 1 Ejecutivo                    (1) 5     Estatales
Zacatecas 2** Ejecutivo                    (1) 15   Estatales
Totales:     32 1092 1112

* Exceptúa expresamente de la aplicación del convenio al Instituto M exicano del 
Seguro Social, tratándose de los adeudos a su cargo por concepto del impuesto sobre 
nóminas. 
**Únicamente dos M unicipios remitieron convenio firmado; 55 se incluyeron en un 
listado que remitió la entidad como incorporados al Convenio firmado por ésta.
Fuente: SHCP
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En estos decretos no se ha modificado el cálculo de la base, pero sí los 
porcentajes que se pueden tomar de ella, además de que se establece que se 
pueden tener beneficios fiscales en 2006; en el siguiente cuadro se muestra 
un comparativo entre los porcentajes establecidos en el decreto original y los 
establecidos en la modificación del decreto del 26 de enero de 2005.

A pesar de las modificaciones mencionadas, aún subsistían algunas 
deficiencias en el esquema, por lo cual se decidió hacer una nueva 
modificación, ésta se dio a conocer mediante un decreto que se publicó en el 
DOF el 12 de mayo de 2006.

Porcentajes de estímulo por Ejercicio Fiscal, 
Según Decretos del 5 de marzo de 2003 (Original) y del 26 de 

enero de 2005

Trabajadores Otros Sectores

Año
Decreto original Beneficio 

adicional
Decreto 26 de enero

Estímulo Pago Estímulo Pago
2004 60% 40% 50% 80% 20%
2005 40% 60% 33% 60% 40%
2006 - 100% 20% 20% 80%

Trabajadores de Educación y Salud

Año
Decreto original Beneficio 

adicional
Decreto 26 de enero

Estímulo Pago Estímulo Pago
2004 80% 20% 100% 100% 0%
2005 60% 40% 33% 80% 20%
2006 - 100% 60% 60% 40%

Fuente: SHCP
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A continuación se resumen las modificaciones que se establecieron:

a) Para poder acceder a los estímulos fiscales se debe cumplir con los 
siguientes requisitos:

• Firma del Convenio para cumplir con diversas propuestas de la 
Convención Nacional Hacendaria (CNH). El contenido del mismo se 
describió en el apartado 3 de este texto.
• Declaratoria en la que se finiquiten todos los adeudos reclamados 
a la Federación por contribuciones locales de cualquier naturaleza, 
correspondientes a los 5 años anteriores al 31 de mayo de 2006.
• Desistimiento de cualquier reclamación de compensación o devolución 
de contribuciones federales, causadas hasta antes de la entrada en 
vigor del decreto.
• Renuncia a presentar solicitudes de devolución o compensación de  
contribuciones federales hasta el 31 de diciembre de 2006.

b) Los beneficios pueden obtenerse en forma directa por los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo o Judicial de los estados, por sus municipios, así 
como por sus organismos descentralizados (firma directa del Convenio 
CNH, no únicamente mediante los estados).

c) Adicionalmente se da un beneficio mayor a las entidades que habiendo 
celebrado el Convenio y emitido la declaratoria correspondiente, justifiquen 
no estar en la posibilidad de cumplir debidamente con sus obligaciones 
fiscales en comento, provenientes de los trabajadores de educación y 
salud. El beneficio consiste en:

• Un estímulo fiscal del 100% de la base del estímulo de estos 
trabajadores para los años 2004, 2005 y por el tiempo transcurrido del 
ejercicio 2006 hasta antes de la publicación de este decreto.
•Un estímulo fiscal adicional, hasta por los 36 meses siguientes a 
la publicación de este decreto, cuyo monto mensual no excederá el 
promedio mensual que se obtenga de las cantidades que se hayan 
debido cubrir por el entero de las retenciones de los trabajadores de 
educación y salud (de acuerdo con lo establecido en el decreto original, 
piramidación) durante el periodo enero y febrero de 2006. 
• Este último estímulo fiscal dependerá de tres factores:

◊ La situación financiera de la entidad de que se trate.
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◊ La proporción de transferencias federales de educación y salud 
que se otorguen a la entidad en comparación con las demás 
entidades.
◊ Una carta de intención que incluya un programa financiero en 
el que la entidad especifique a la Secretaría cómo, durante los 
36 meses siguientes a la entrada en vigor del decreto, cumplirá 
correctamente con las obligaciones fiscales de retención y entero 
de sus trabajadores de educación y salud.

El monto y calendarización de este estímulo se establecerá mediante 
resolución que en cada caso concreto emitirá la Secretaría.

d) Lo establecido en el numeral anterior también se podrá aplicar a 
universidades públicas e institutos y escuelas de enseñanza superior 
públicas, tanto de la Federación como de los estados; siempre y cuando 
presenten una carta de intención en los términos anteriormente señalados, 
firmen un Convenio de transparencia y cumplimiento con la Secretaría y 
emitan la declaratoria de desistimiento y renuncia.

Al cierre del año 2006, seis entidades federativas han firmado el Convenio 
de CNH, condición necesaria para la aplicación de los estímulos fiscales, 
en el cuadro siguiente se mencionan, además, se especifica la fecha de 
publicación de dicho Convenio en el Diario Oficial de la Federación:

Entidad Fecha de publicación

Aguascalientes 22/11/2005
Michoacán 24/02/2006

Nayarit 28/02/2006
Nuevo León 31/05/2006
Sinaloa 11/08/2005
Veracruz 30/12/2005

Fecha de Publicación del Convenio en el DOF

No obstante lo anterior, falta todavía un largo camino por recorrer. Por ejemplo, 
en la tabla siguiente, se presentan los sueldos de los funcionarios públicos, de 
acuerdo con lo que se publica en su Decreto de Presupuesto de Egresos, se 
observa una gran diversidad y no hay ningún criterio de homologación.

Fuente: SHCP.
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Acciones para Homologar la Contabilidad Gubernamental
Para revertir lo anterior y fortalecer las acciones de transparencia y rendición 

de cuentas, resulta básica la armonización de las reglas de la contabilidad 
gubernamental. La responsabilidad de los estados es mayor en la medida 
que la rendición de cuentas y la transparencia en el ámbito municipal 
están vinculadas con el avance o estancamiento en la actualización de las 
normas a nivel estatal y en las facultades de los congresos locales. Es decir, 
independientemente de los efectos negativos en materia de transparencia y 
rendición de cuentas a la sociedad, el mismo fortalecimiento de las haciendas 
públicas se pone en riesgo con estas deficiencias de la información así como 
con estas disparidades en su elaboración y presentación.

En este sentido, se ha incursionado en la revisión de los aspectos técnicos 
y normativos por medio de grupos técnicos y de trabajo específicos, con 
el propósito de establecer reglas precisas respecto del marco jurídico para 
la administración de los recursos financieros, la presupuestación del gasto 
estatal, así como con relación con la acuciosidad necesaria de los sistemas 
contables y de las respectivas cuentas públicas16.

Desde mediados de la década de los 90, la SHCP se planteó como una de 
las  estrategias para el fortalecimiento del federalismo y la modernización 
administrativa la creación y puesta en marcha del Programa de Modernización 
de los Sistemas de Contabilidad Gubernamental y Cuenta Pública, el 
cual surgió como respuesta a un análisis de los sistemas de información 
administrativa y financiera en el ámbito estatal, en donde se detectaron 
sistemas contables limitados y cuentas públicas incompatibles, pero con 
interés en la modernización.

En dicho programa se definen atributos básicos para alcanzar un grado 
de armonización suficiente entre los tres niveles de gobierno, dentro de los 
que destacan; i) disponer de un adecuado marco jurídico y normativo, ii) 

16   El Banco Mundial, op. cit. (junio 2005), indica que “entre las áreas que se necesita mejorar se encuentran: 
un enfoque multianual en la planeación y elaboración de presupuestos, la necesidad de aumentar los 
ingresos propios y la flexibilidad presupuestal, disminuir la contratación directa, incrementar los periodos 
para la preparación de las ofertas en las licitaciones, así como la falta de una Ley de Servicio Civil de 
Carrrera en la mayoría de los estados.” (véase página ii del documento citado).
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sustentarse en los principios de contabilidad gubernamental, iii) integrar 
las operaciones de todas las dependencias que conforman la administración 
pública centralizada, iv) presentar un adecuado vínculo de la contabilidad 
patrimonial con la presupuestaria, v) mantener un suficiente grado de 
compatibilidad de los catálogos de cuentas y clasificadores de ingresos y gastos 
con los utilizados por el Gobierno Federal, vi) contar con los libros principales, 
a saber: de diario, mayor, e inventarios y balances. Lo anterior, con la finalidad 
de que los informes sobre los resultados financieros de las administraciones 
públicas del país sean compatibles, oportunos y confiables.

Con el propósito de fortalecer y acelerar la armonización, en febrero 
de 2002 se creó en el seno de la CPFF, el Grupo Técnico de Contabilidad 
Gubernamental en cuyo marco se realizaron diagnósticos sobre el grado de 
avance de los sistemas de contabilidad  de las 32 entidades federativas, los 
cuales se elaboraron con ajuste al acervo documental remitido por las mismas, 
en información presentada en su portal en Internet y en las exposiciones 
presentadas en las reuniones regionales convocadas por el grupo técnico. 
Adicionalmente, en 2003 se concluyó la actualización de los diagnósticos 
correspondientes a 17 entidades federativas, con base en lo observado en 
las visitas efectuadas por la SHCP y la documentación oficial entregada por 
los gobiernos estatales a la SHCP. Para 2004 se modificó esta estrategia, de 
modo que ahora corresponde a los estados diagnosticarse.

Además, con el propósito de enriquecer los trabajos de armonización 
contable que realiza el grupo técnico, a principios de 2005 se creó el 
Grupo de Trabajo de Armonización Presupuestal y Contable17, para avanzar 
en la homologación no sólo de la contabilidad, sino también en aspectos 
presupuestarios, lo cual resulta necesario para contar con indicadores de 
desempeño adecuados.

Este grupo de trabajo ha desarrollado los siguientes productos:
• Modelos de Clasificación del Gasto Público Armonizados
• Carátulas de Ingreso – Gasto Armonizados

17   Este grupo tiene sus orígenes en los Grupos de Prespuesto por Programas y de Sistemas de Información 
sobre Finanzas Públicas creados el año 2000, los cuales en 2004 se fusionaron en el grupo de Sistemas de 
Información Financiera, Contable y Presupuestal.
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• Estructura Programática Armonizada
• Indicadores Financieros Armonizados y,
• Marco Jurídico Normativo del Gasto Público Armonizado
Esta es una vertiente de trabajo en la cual habrá avances significativos en 

el corto plazo.  Lo anterior se reflejará forzosamente en:
• Una gestión de las haciendas públicas más transparente
• Una coordinación fiscal más eficiente, basada en el ejercicio de la 
corresponsabilidad fiscal y el intercambio de información 
• Una colaboración administrativa que contribuya a planear mejor, a 
fortalecer la recaudación, desincentivar la evasión fiscal y a incrementar 
los ingresos propios de los estados.

El objetivo final de estos esfuerzos es facilitar y promover el escrutinio por 
parte de la sociedad del manejo escrupuloso y eficiente de los recursos que 
le pertenecen.

Conclusiones

La trascendencia e importancia de considerar las distintas vertientes de 
la fiscalización superior y la rendición de cuentas atiende a tres razones 
fundamentales: de consolidación de un régimen democrático, la buena 
gestión y el buen gobierno, y su contribución al buen desempeño de la 
economía. En caso contrario, resultaría ser desfavorable debido a que 
se amplían las oportunidades de corrupción y la falta de credibilidad en 
el gobierno; se contribuye a la desestabilización macroeconómica; o se 
aumentan los privilegios especiales a ciertos sectores.

Dentro del ámbito institucional propiamente dicho, los esfuerzos de 
fiscalización superior y rendición de cuentas deben estar encaminados a 
cumplir con ciertas líneas estratégicas como son: establecer normas estrictas 
para evitar conflictos de interés respecto de funcionarios públicos; mantener 
límites bien definidos entre el gobierno y las operaciones de las empresas 
estatales no financieras y de las instituciones financieras estatales; establecer 
una clara asignación de responsabilidades y recursos entre niveles nacionales 
y locales de gobierno; dar transparencia al proceso presupuestario en todos 
los niveles de gobierno y en todas sus fases; y reglamentar la forma de 
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financiamiento del déficit público, y en general de los riesgos y costos de la 
deuda pública externa e interna del país.

En materia de la información relacionada con el registro y contabilidad de 
las finanzas públicas, la fiscalización superior debe involucrar una cobertura 
amplia, bases alternativas de registro, una valuación realista y completa, 
y una clasificación con alto contenido analítico, donde la cobertura de las 
cuentas públicas sea lo más amplia posible, es decir, abarcar el gobierno 
general, y con suficiente detalle sobre todos los ámbitos de gobierno, el 
federal, el estatal y el municipal. 

Asimismo, un aspecto importante de la revisión contable corresponde a una 
efectiva valuación y el reconocimiento de los activos y pasivos del sector público. 
Igualmente, por el lado del rigor analítico, se requiere, de la clasificación clara 
de las operaciones del gobierno, un desglose adecuado del ingreso por categoría 
de impuestos y un desglose del gasto en sus diferentes clasificaciones. 

En la experiencia nacional, uno de los retos de la fiscalización superior y la 
rendición de cuentas tiene que ver con la homologación de los sistemas de 
contabilidad gubernamental, en razón de que una de las características de la 
información de las finanzas públicas de las entidades federativas, es su alto 
grado de heterogeneidad, que viene a limitar la identificación y seguimiento 
de la evolución del ingreso en el gasto y la deuda pública, así como la 
elaboración de análisis comparativos y analíticos, y lo más importante, la 
dificultad que implica para evaluar y fiscalizar las finanzas públicas.

No obstante que la Contaduría Mayor de la H. Cámara de Diputados logró 
que el Gobierno Federal y algunas entidades federativas hayan realizado una 
apertura sin precedente de la información fiscal y financiera, como se refleja 
en los Informes Trimestrales de la Secretaría de Hacienda, en la información 
sobre los costos fiscales, en el Diagnóstico Integral de las Haciendas Estatales 
y en la disponibilidad de información sobre los gastos que se realicen con 
motivo de la transición del Gobierno Federal entre otros, aún se tienen saldos 
pendientes particularmente ante la dificultad al comparar por ejemplo las 
leyes de ingresos, los presupuestos de egresos y las cuentas públicas de las 
entidades federativas.  
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En lo particular, como se apreció, existe en el país una gran variabilidad 
en materia de sistemas de información administrativa y financiera, sistemas 
contables limitados y cuentas públicas incompatibles.

Para ello, resulta fundamental transformar el Programa de Modernización 
de los Sistemas de Contabilidad Gubernamental y Cuenta Pública en el 
Programa de Armonización Contable de los tres órdenes de Gobierno, con 
principios y normas únicas y cuentas compatibles, para que la gestión 
pública pueda analizarse e interpretarse bajo criterios comunes.

La línea de trabajo institucional se resume en que si avanzamos en la 
homologación, estaremos en condiciones de fortalecer la calidad del análisis, 
mejorar el diseño de políticas y una mayor equidad en la distribución de los 
recursos transferidos en el ámbito intergubernamental. 

El mensaje para poder cumplir la aspiración ciudadana de acceder a 
mejores niveles de bienestar económico y social de manera sostenible y 
poder afrontar las presiones actuales de la globalización, es que se requiere 
de un alto grado de transparencia y responsabilidad en el sector público.

En el caso de los estados y municipios también es importante fortalecer el 
papel de los congresos locales, dándoles mayores facultades en términos de 
una mejor fiscalización superior y rendición de cuentas tanto estatal como 
municipal.
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